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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-13848-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Tercero Civil de Mayor Cuantía de San José


	01-11-11
	ALLANAMIENTO EN MATERIA CIVIL

-Artículos 692 y 695 del Código Procesal Civil

Las normas señalan que cuando en una sentencia y en otra resolución se condene a pagar una cantidad líquida y determinada, se procederá al embargo, avalúo y remate de bienes y que se pondrá en posesión el bien cuando la condena sea de dar. 

Se consulta si lesiona el principio de proporcionalidad o razonabilidad versus el principio de legalidad, que independientemente del valor por el que se ordena el embargo del bien de la demandada, se debe emitir orden de allanamiento. 



	11-13875-0007-CO

Consulta Legislativa


	Víctor Emilio Granados Calvo y otros
	01-11-11
	PROYECTO DE PRESUPUESTO DEL 2012

Proyecto de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2012. Expediente Legislativo número 18.234



	11-13971-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	César Hines Céspedes
	03-11-11
	-Artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República

Se acusa que de las normas se deriva la potestad de la Contraloría de imponer sanciones de inhabilitación para ejercer cargos públicos, lo cual sólo puede hacer un juez.

 

	11-14024-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Rojas Franco
	03-11-11
	PRESENTACIÓN DE ESCRITOS EN TRIBUNAL DISTINTO

-Artículo 953 del Código Procesal Civil

La norma señala que lo escritos en tribunal distinto al que conoce del proceso no surtirán efecto; lo surtirán si llegan a éste dentro del plazo correspondiente. Considera el accionante que lesiona el principio de igualdad y el acceso a la justicia



	11-14009-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda
	03-11-11
	ATRIBUCIONES DE JUECES CONTENCIOSOS EN LEY CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

-Artículos 20,21 y 22 de la Ley contra la Delincuencia Organizada. No. 8754.

-Acuerdo de Corte Plena, sesión 18-10 del 14-6-10, artículo XVI.

Se consulta a la Sala Constitucional el criterio sobre la constitucionalidad de las normas y disposiciones aludidas, en tanto y cuanto se otorga una competencia al juez de lo contencioso administrativo para imponer medidas cautelares y sanciones de perdida de patrimonio obtenido por fuentes ilícitas que es propio, lo que a juicio de la juez consultante, es propio del ámbito penal. Exp. 11-1244-1028-CA



	11-14041-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Contreras López

Representaciones Televisivas Repretel S.A.


	04-11-11
	IMPUESTO A LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS GRAVADOS

-Artículo 3 inciso b) del Reglamento del Impuesto de Ventas. Decreto Ejecutivo número 14082-H del 29-11-82

La norma establece como hecho generador del impuesto la prestación remunerada o gratuita de servicios gravados, incluyendo la permuta, la dación en pago y, en general, toda contratación que tenga por fin suministrar servicios gravados, con independencia de su designación y naturaleza jurídica, así como respecto a las condiciones de pago acordadas por las partes contratantes. El recurrente considera que la norma establece un gravamen para un supuesto no previsto por la ley, como es “la prestación gratuita de servicios gravados”.



	11-14106-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Julio César Hernández  Romero
	04-11-11
	LIMITAN A INTERINOS A PARTICIPAR EN CONCURSOS INTERNOS EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 34 del Estatuto de Servicio Civil

-Artículo 21 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil

-Decretos Ejecutivos número 24025-MP del 13-01-95 que regula los concursos internos para promoción de los servidores públicos. 

-Circulares de la Dirección General del Servicio Civil número DG-009-2009 y DG-144-2009.

Se acusa que las normas y directrices impugnadas, imponen límites a las personas interinas que tengan interés en participar en concursos internos. Los interinos regulares sólo son nombrados mediante concurso externo. 

	11-14170-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Gilberth Quirós Castro
	07-11-11
	SANCIONES A NOTARIOS
-Artículos 139 y 141 del Código Notarial

Las normas regulan lo relativo a las sanciones de apercibimiento, reprensión y suspensión en el ejercicio de la función notarial y que sólo las sentencias dictadas por órganos jurisdiccionales, en los asuntos referidos en el artículo 138, tendrán autoridad de cosa juzgada material. Si hubiere mediado pretensión resarcitoria, cabrá recurso ante la Sala de Casación que establezca la Corte Suprema de Justicia, cuando la cuantía del asunto lo permita. Se acusa que es una limitación las causales para recurrir a casación. 



	11-14181-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Grace Antonini Corrales
	07-11-11
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS
-Artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971

La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas nupcias  y que se le daría una indemnización de 24 mensualidades de pensión.



	11-14252-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Juan José Morales Ramírez
	08-11-11
	SANCIONES POR CONDUCCIÓN TEMERARIA
-Artículos 70 bis inciso a), 130, 153 y 155 de la Ley de Tránsito.

Se acusa que por conducción temeraria impuesta mediante una boleta de citación, confeccionada por un oficial de tránsito, se le imponen con base en las normas impugnadas, 11 sanciones por la misma conducta. 



	11-14265-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Leonardo Salvador Castiglioni Vásquez
	08-11-11
	HORARIO Y FRECUENCIA DE VISITA INTIMA
-Artículo 67 Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario. Decreto Ejecutivo número 33876-J, publicado en La Gaceta 148 del 03-08-2007.

La norma señala que la visita íntima a los privados de libertad se hará cada quince días y con una duración de cuatro horas máximo.



	11-14298-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Ronny Hernández Marín
	09-11-11
	RESOLUCIÓN JUDICIAL
-Resolución de las 10:28 horas del 04 de octubre del 2011, dictada por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. En la resolución impugnada se declara inadmisible la solicitud de vista realizada. 



	11-14406-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Masis Olivas
	11-11-11
	SANCIÓN POR INFRINGIR RESTRICCIÓN VEHICULAR
La norma señala que se impondrá una multa de un diez por ciento (10%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley de presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: g) Al conductor que infrinja las disposiciones relativas a la restricción vehicular. Señala el recurrente que la norma es abierta y no especifica la conducta.



	11-14415-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Olivier Fernández Aguero
	11-11-11
	MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN
-Artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: c) Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98, y en el artículo 113 de esta Ley, lo anterior únicamente en cuanto a no contar con la respectiva autorización. Se acusa que la multa es desproporcional. 



	11-14436-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Cristina Huertas Franco
	11-11-11
	SUSPENSIÓN DE PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS
-Artículo 47 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS de 1971

La norma señalaba que la pensión se pierde si la viuda contrae nuevas.



	11-14438-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Nérick Antonio Flores Contreras
Inmobiliaria Floco S.A.


	11-11-11
	NIEGAN AL DENUNCIANTE IMPUGNAR DECISIÓN DESESTIMATORIA EN PROCESOS ADMINISTRATIVOS
Artículos 209, 210 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Se impugna la omisión, al no tutelarse la posibilidad para el denunciante de recurrir la decisión desestimatoria que adopte el Tribunal de la Inspección Judicial. 



	11-14462-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Hernández Jiménez y otro
Industrias Infinito S.A.


	11-11-11
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA PRIMERA
Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia y Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, sobre cosa juzgada material de las sentencias de la Sala Constitucional, como medio razonable para defender sus derechos y garantizar la eficacia y valor de las sentencias dictadas con autoridad de cosa juzgada constitucional. 



	11-14474-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Roberto Zamora Bolaños
	13-11-11
	ENTRENAMIENTO DE POLICÍAS EN ESCUELA MILITAR
-Se impugna la disposición de enviar personal policial para recibir entrenamiento en la Escuela de Las Américas (Whinsec) en Fort Benning, Columbus, Georgia, Estados Unidos. Se acusa que enviar personal a escuelas militares, atenta contra el derecho a la paz. 



	11-14504-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Fisher Aragón
	14-11-11
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL PRIMERO CIVIL

-Jurisprudencia del Tribunal Primero Civil, según la cual, entratándose de escritos enviados por fax “la Ley de Notificaciones no derogó el deber de aportar el memorial original dentro del tercero día, según lo regula el numeral 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Si bien esa norma fue derogada, el transitorio 1° la mantuvo vigente hasta tanto se aplique el artículo 12 con el expediente electrónico, lo cual no sucede todavía. 



	11-14577-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Flores Hidalgo

Dencio S.A.
	14-11-11
	PROPINA

-Artículo 4 de la Ley de Propinas. Ley 4946 del 03-02-1972, reformada por ley 5635.

Los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. Se cuestiona el que se interprete la propina como parte del salario. 



	11-14602-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Calderón Solano
	15-11-11
	DEBER DE ADECUAR CONSTRUCCIONES PARA ACCESO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD

-Orden Sanitaria número 38-2011, resolución del 20-11-2011 emitida por el Area Rectora de Salud de Turrialba. 

-Transitorio II de la Ley 7600

La norma y la orden sanitaria obliga en forma retroactiva a los negocios, a adecuar las instalaciones físicas para el acceso a personas con discapacidad. 



	11-14669-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Padilla Rodríguez
	16-11-11
	CONFORMACIÓN DEL ÓRGANO DIRECTOR EN EL MINISTERIO DE JUSTICIA

-Artículos 131 y 132 del Reglamento General de la Policía.

-Artículos 133,134,135,136,137,138,139,140, 141,148,

149, 150,152,153,154 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Gracia.

Las normas regulan lo relativo a la conformación del Órgano Director del Procedimiento Administrativo, que es nombrado por la Dirección Legal del Ministerio de Justicia, por lo que el recurrente considera que es juez y parte. 



	11-14673-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jonathan Hernández Hidalgo
	16-11-11
	SUSPENSIÓN DEL SALARIO POR PRISIÓN PREVENTIVA

-Artículo 78 del Código de Trabajo

La norma señala que es causa de suspensión del contrato de trabajo, sin responsabilidad para el patrono ni para el trabajador, el arresto que alguna autoridad judicial o administrativa le imponga a éste, o la prisión preventiva que en su contra se decrete, siempre que sea seguida de sentencia absolutoria. El trabajador debe dar aviso al patrono. Considera el accionante que suspenderle el salario durante el período de prisión preventiva, es violatorio del principio de inocencia. 



	11-14836-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pedro Estrada Estrada
	18-11-11
	ACTOS ADMINISTRATIVOS

-Oficio AFP-1079-2011 de la Procuraduría General de la República. 

-Oficio 07863-2011-DRH de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de  Seguridad Pública.

Se impugnan actos administrativos de despido sin responsabilidad patronal y se acusa que son aplicados, aún cuando no está firme. 



	11-14858-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Giovanni Alexis Sancho Rodríguez
	18-11-11
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículos 15 y 19 del Código Notarial

Las normas señalan que los notarios pueden ser sancionados en diferentes campos, disciplinario, civil o penal y que no son excluyentes. 



	11-14906-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Esteban Álvarez Martínez
	21-11-11
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 3664 de enero de 1996. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 



	11-14933-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	María Teresa Forms de Rivera
	21-11-11
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 3664 de enero de 1996. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 



	11-15120-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Eduardo Munera Chavarría
	23-11-11
	SANCIONES A SERVIDORES PÚBLICOS
-Artículo 62 de la Ley sobre Estupefacientes, sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado y Actividades Conexas. N° 8204.

La norma señala que se impondrá pena de prisión e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas, al servidor o funcionario público que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley. Se acusa que la norma es indeterminada. 



	11-15149-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Christian Eduardo González Alfaro
	24-11-11
	MONTO DE MULTA DE TRÁNSITO
-Artículo 131 b) de la Ley de Tránsito

La sanción por irrespetar las señales fijas o indicaciones del oficial, son sancionadas con una multa de 308.000 colones. Considera que el monto de la multa es excesivo.



	11-15154-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Elsie Fallas Aguilar
	24-11-11
	REQUISITOS PARA NOMBRAMIENTOS EN LA CCSS
-Transitorio inciso a) de la Reforma del Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología, Psicología, Nutrición y Trabajo Social. Aprobada por artículo 7 de la sesión 8401 del 26-11-2009 de la Junta Directiva de la CCSS. Publicada en La Gaceta número 238 del 08-12-2009.

La norma señala que los profesionales en Farmacia, Odontología, Psicología, Nutrición y Trabajo Social, pueden ser nombrados en propiedad deben tener nombramientos sin interrupciones mayores a 120 días. 



	11-15222-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Emily Garita Zamora
	24-11-11
	LIMITACIONES PARA NOMBRAR FUNCIONARIOS EN EL SERVICIO CIVIL
-Artículo 09 inciso d), del Reglamento de Servicio Civil.

La norma limita el nombramiento de funcionarios en el MEP, que han sido destituidos por infracción de las disposiciones del Estatuto, del presente Reglamento o de los reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor, si a juicio de la Dirección General, la gravedad de la falta lo amerita.  Se considerará como inelegible indefinidamente el servidor que por segunda vez haya sido destituido por causal de despido sin responsabilidad patronal en el Poder Ejecutivo o en cualquiera de las instituciones del Estado. 



	11-15178-0007-CO
Consulta Judicial


	Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de San José

	24-11-11
	LEY DE FUMADO
-Artículo 7 de la Ley de Regulación del Fumado.

Sanción que se impone al vendedor de cigarrillos, en caso de que la cajetilla no tenga la advertencia de que el cigarrillo es nocivo para la salud, pues la infracción se encuentra establecida en otra norma. 



	11-15349-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander Sánchez Arias
	28-11-11
	PARTES POR PORTEO
-Artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres

Las normas impugnadas prohíben el transporte de personas en vehículos particulares, sin contar con el permiso para transporte de servicio público, las cuales se imponen sin debido proceso y con violación al derecho de propiedad privada. 



	11-15453-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Araya Alcázar
	28-11-11
	PLAZO DE APELACIÓN DE INFRACCIONES LABORALES
-Artículo 574 del Código de Trabajo

En materia de faltas contra las leyes de trabajo o de previsión social, la sentencia de primera instancia será notificada a las partes. Únicamente el reo o su defensor, y el acusador o su apoderado, podrán apelar en el acto de hacérseles saber el fallo o dentro de las veinticuatro horas siguientes. Para este efecto, el Notificador cumplirá lo dispuesto por el inciso b) del artículo 501. Considera el recurrente que el plazo para impugnar es mínimo. 



	11-15463-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Cabezas Villalobos
Fundación Déjame Vivir en Paz
	28-11-11
	ACCESO A EXPEDIENTES MIGRATORIOS
-Artículo 191 de la Ley General de Migración y Extranjería. No. 8764

La norma impugnada señal que sera de acceso público, la información contenida en los expedientes administrativos, en relación con todo trámite tendiente al otorgamiento de la permanencia legal de una persona extranjera, bajo cualquier categoría migratoria o la contenida en los expedientes administrativos de deportación o expulsión, así como la información que se registre en la Dirección General, relacionada con movimientos migratorios o impedimentos de ingreso o egreso.  La administración podrá cobrar por el coste que le suponga el traslado digital de esta información a terceros, así como a otras instituciones públicas y privadas. El recurrente considera que la norma viola el artículo 24 constitucional.



	11-15485-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Vinicio Álvarez Rodríguez
	29-11-11
	PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE TRIBUTOS
-Artículo 153 del Código Tributario. Ley 4755 del 03 de mayo de 1971 y sus reformas.

La norma señala que para iniciar la causa, no será necesario que el procedimiento de determinación de tributos haya agotado la vía administrativa. A juicio del accionante esto lesiona el principio de inocencia y el debido proceso.  



	11-15503-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Armando Pérez Sandino
	29-11-11
	REQUISITOS PARA NOMBRAMIENTOS EN LA CCSS
- Artículo 9 inciso a) del Reglamento de concursos para el nombramiento en propiedad de la CCSS. Normativa interna aprobada por Junta Directiva en el artículo 2 de la sesión 8449 del 27-05-2002.

La normativa señala que para participar en concursos, deben las personas haber estado nombradas por 180 días continuos o discontinuos en la institución. 



	11-15511-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Mainor Gonzalo Salas Vindas
	29-11-11
	MULTA DE TRANSITO

-Articulo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-1993.

Se impondrá una multa al conductor de un vehículo que al iniciar su marcha intercepte el paso de otros vehículos con derecho a la vía, aun cuando haya hecho las señales preventivas y reglamentarias, pero sin dar tiempo a que los conductores de estos se adelanten o cedan el paso. La multa equivale a un monto de 158.000 colones, lo que a juicio del accionante es abusiva y desproporcionada. 



	11-15515-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Eduardo Jiménez Ulloa
Bodegas del Este S.A.


	29-11-11
	APLICACIÓN DE MULTAS Y CLÁUSULAS PENALES EN CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DEL ICE

-Artículos 107, 108 y 109 del Reglamento de Contratación Administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad. Emitido en acuerdo del Consejo Directivo en el artículo 5 inciso a) de la sesión 5931 del 02-12-2010, que modifica el anterior Reglamento aprobado en el artículo 2 de la sesión 5881 del 25-08-2009. Publicado en La Gaceta número 06 del 10-01-2011. (páginas 26 a 46)

-Artículo 41 del Decreto Ejecutivo 35148-MINAET que establece el Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. Ley 8660.

-Artículo 47 del Decreto Ejecutivo número 33411 del 27-09-2006. Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. No. 7494.

Las normas regulan lo relativo a las multas y cláusulas penales, en donde el recurrente alega que no existe un adecuado procedimiento, ni razonabilidad en las sanciones. 



	11-15594-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Morera Fallas
	30-11-11
	FRACCIONAMIENTO EN REGIÓN CHOROTEGA

-Decreto Ejecutivo No. 34456-2008 de 29-11- 2007. Denominado “Metodología y Directrices Generales para el ordenamiento territorial de la Región Chorotega.

El reglamento impugnado establece un fraccionamiento de diez metros frente a calle pública, en lugar de seis metros que establece el Reglamento Nacional para control de Fraccionamientos y Urbanizaciones y la Ley de Planificación Urbana. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-007474-0007-CO

Voto 2011-014943
	02-11-11
	A las nueve horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Guillermo Eladio Quirós Alvarez  contra el artículo 9 de la Ley de Creación de Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada. Se rechaza de plano la acción.



	11-003707-0007-CO

Voto 2011-014944
	02-11-11
	A las nueve horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- William Granados Lacayo contra la Tabla de actualización de Honorarios de Peritos, establecida por el Consejo Superior del Poder Judicial del 03 de setiembre del 2009, rige a partir del 01 de enero del 2010. Publicada en el Boletín Judicial #29 del 11 de febrero del 2010. Se rechaza de plano la acción. 



	11-013734-0007-CO

Voto 2011-014945
	02-11-11
	A las nueve horas con catorce minutos. Acción de inconstitucionalidad. Amministrazione Servizio Tamarindo S.A., Edwin Mauricio Mora Soto contra la sentencia número No. 136/2011 de las 16:12 horas del 12 de setiembre de 2011, y contra la resolución de las 11:06 horas del 19 de setiembre de 2011, ambas dictadas por el Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Guanacaste, en el expediente número 11-000064-1052-LA. Se rechaza de plano la acción.-



	11-009987-0007-CO

Voto 2011-014949
	02-11-11
	A las nueve horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Patricia Mercedes Chacón Muñoz contra artículo 131 inciso ch de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres, número 7331 de 13 de abril de 1993 y sus reformas. No ha lugar a la gestión formulada. 



	11-006631-0007-CO

Voto 2011-014952
	02-11-11
	A las nueve horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- José Pablo Peña Badilla, Taller de Rectificación Peña S. A  contra el artículo 500 del Código de Trabajo. Se rechaza por el fondo la acción.



	11-008049-0007-CO

Voto 2011-014953
	02-11-11
	A las nueve horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Emilio Granados Calvo contra la omisión del Poder Legislativo de cumplir con el mandato de la sentencia de la Corte Interamericana Derechos Humanos, en el caso de Mauricio Herrera contra Costa Rica, del 2 de julio del 2004  Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-015545-0007-CO

Voto 2011-014954
	02-11-11
	A las nueve horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvin A Obando Cordero contra el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada y los Magistrados Jinesta y Hernández salvan el voto y declaran interlocutoriamente con lugar la acción, con todas sus consecuencias, conforme lo indican en el penúltimo considerando de esta sentencia. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota, según lo consignan en el último considerando de esta sentencia.-



	11-011093-0007-CO

Voto 2011-014955
	02-11-11
	A las nueve horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Libeth Méndez Pérez contra el artículo 126 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-



	11-011366-0007-CO

Voto 2011-014956
	02-11-11
	A las nueve horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Juan Carlos Obando Umaña contra los transitorios I y III de la Ley número 8837 del tres de mayo del dos mil diez, “Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal”. Se rechaza de plano la acción.



	11-012259-0007-CO

Voto 2011-014957
	02-11-11
	A las nueve horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Raúl Muñoz Alvarez contra el artículo 84 y 150 de la Ley de Tránsito y Decreto Ejecutivo Número 36724 del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se rechaza de plano la acción.-



	11-012687-0007-CO

Voto 2011-014958
	02-11-11
	A las nueve horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Geovanny Arce Pérez contra el artículo 140, inciso A y 155 párrafo 5 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.



	11-013745-0007-CO

Voto 2011-014959
	02-11-11
	A las nueve horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Camilo Monterroza De León contra el artículo 133 inciso H) de la Ley de Tránsito por vías Públicas y Terrestres número 7331.- Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-08059-0007-C0 se tramita ante esta Sala.



	11-012112-0007-CO

Voto 2011-014960
	02-11-11
	A las nueve horas con veintinueve minutos. Acción de inconstitucionalidad.- Giovanni Alexis Sancho Rodríguez contra artículo 15 y 19 del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada.



	11-013729-0007-CO

Voto 2011-014961
	02-11-11
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad.- Patricia Villalobos Molina contra el inciso A) del artículo 13 del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Se rechaza por el fondo la acción. La norma no es inconstitucional en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el inciso a) del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, no es absoluta o total.   Notifíquese  a la Junta Directiva del Magisterio Nacional



	11-012369-0007-CO

Voto 2011-014965
	02-11-11
	A las nueve horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Legislativa.- Por los Diputados Danilo Cubero Corrales, Damaris Quintana Porras, Ernesto Chavarría R, Patricia Pérez Hegg, Manuel Hernández R, María de los Ángeles Alfaro M., Mireya Zamora A., Adonai Enríquez G., Carlos Góngora Fuentes, Rodolfo Sotomayor Aguilar, Luis A Rojas V y Walter Céspedes Salazar en lo referente al Proyecto de Ley denominado Impuesto a Personas Jurídicas -tramitado en el expediente legislativo No. 16.306-. Por mayoría no ha lugar a evacuar la consulta legislativa facultativa formulada con respecto al proyecto de ley denominado Impuesto a Personas Jurídicas -tramitado en el expediente legislativo No. 16.306-. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Hernández Gutiérrez, dan razones diferentes. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Cruz Castro salvan el voto y declaran admisible la consulta.-



	11-012732-0007-CO

Voto 2011-014966
	02-11-11
	A las nueve horas con treinta y cinco minutos. Consulta Legislativa.- Por los Diputados Luis Gerardo Villanueva Monge, Agnes Guadalupe Gómez Franceschi, Elvia Dicciana Villalobos Argüello, Óscar Gerardo Alfaro Zamora, Fabio Molina Rojas, Juan Bosco Acevedo Hurtado, Luis Antonio Aiza Campos, Edgardo André Araya Pineda, Annie Alicia Saborío Mora, María Julia Fonseca Solano, Ileana Brenes Jiménez, Alfonso Pérez Gómez, Rodrigo Pinto Rawson, Antonio Calderón Castro, Luis Fernando Mendoza Jiménez, Francisco Javier Chacón González y Viviana Martín Salazar en lo referente al Proyecto de "Reforma del artículo 70 y derogación del artículo 116 ambos de la Ley No. 7531, Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional", expediente legislativo número 17.402. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley Reforma al artículo 70 de la Ley No. 7531 "Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional" que se tramite en el expediente legislativo número 17.402 es inconstitucional en cuanto al procedimiento por haberse infringido lo establecido en los artículos 124 constitucional y 175, inciso 2), del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En cuanto al fondo de la consulta, no ha lugar a evacuarla.



	11-011448-0007-CO

Voto 2011-014967
	02-11-11
	A las diez horas. Acción de inconstitucionalidad. Rodolfo Rojas Báez contra el artículo 11 de la sesión 8514 “Transitorio para el nombramiento en Propiedad de las Jefaturas Administrativas en la Caja Costarricense del Seguro Social”.- Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente número 11-010687-0007-CO.



	11-012618-0007-CO

Voto 2011-015149
	04-11-11
	A las doce horas. Acción de Inconstitucionalidad.- Sandra Quesada Bolaños contra el artículo 115, 131 inciso B en su relación con el artículo 132 inciso A) y 131 de inciso E de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-



	11-005464-0007-CO

Voto 2011-015171
	04-11-11
	A las doce horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucional.- Heriberto Guzmán Castillo, Yolanda Castillo Mora contra el artículo 47 inciso d) y h) del Reglamento Autónomo para la selección y adjudicación del los solicitantes de Tierras. Aprobado en sesión 051-03 del 10-11-2003, modificado en artículo 38 de sesión # 53-03 del 24-11-2003. Se declara sin lugar la acción, siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase "o miembros del núcleo familiar" del artículo 47 inciso d) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario, hace referencia al concepto de "familia nuclear", integrada únicamente por los progenitores y los hijos o hijas que no han logrado independencia económica y viven bajo el mismo techo o parcela. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo y a la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	11-010225-0007-CO

Voto 2011-015173
	04-11-11
	A las doce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Carlos Manuel Navarro Pereira contra artículo 31 de la Ley 7302, Ley de Creación del Régimen General de Pensiones con cargo del Presupuesto Nacional artículos 47, 48, 49, 50 y 51 del Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H (Modificado mediante Decreto N.34869-MTSS-H del 23 de octubre del 2008, y otras. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-004241-0007-CO  se tramita ante esta Sala



	11-013060-0007-CO

Voto 2011-015174
	04-11-11
	A las doce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Melchor Marcos Hurtado en contra del artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se deniega el trámite.



	11-011777-0007-CO

Voto 2011-015162
	04-11-11
	A las doce horas con trece minutos. Consulta Judicial Facultativa. Sala Tercera de la Corte en lo referente a la Resolución de las once horas veinticinco minutos del catorce de setiembre del dos mil once, dictada dentro del expediente número 10-001990-0059-PE, que es causa por el delito de homicidio simple seguida contra Gabriel Eduardo Córdoba Bolaños. Estése el consultante a lo resuelto por esta Sala en la sentencia 2010-17907 de las quince horas siete minutos del veintisiete de octubre del dos mil diez.



	11-008850-0007-CO

Voto 2011-015163
	04-11-11
	A las doce horas con catorce minutos. Consulta Judicial Facultativa. Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia en lo referente a la resolución de las nueve horas veinticuatro minutos del veintiuno de julio del dos mil once, dictada dentro del expediente número 08-000210-0503-PA, que es proceso alimentario interpuesto por María Mayela Jiménez Arce a favor suyo y de Noelia Cortés Jiménez, contra José Luis Cortés Chaves en relación a la constitucionalidad del artículo 24 de Pensiones Alimentarias. Interviene la Procuraduría General de la República por medio de la Procuradora General, Licda. Ana Lorena Brenes Esquivel. Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias es constitucional.



	11-012985-0007-CO

Voto 2011-015342
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad.-Jorge Mauricio Pardo Amador contra el artículo 10 de la Ley de Notificaciones Judiciales 8687. Se rechaza de plano la acción.



	11-012459-0007-CO

Voto 2011-015343
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Magali Mattus Gutiérrez contra el artículo 25 de la Ley de Cobro Judicial. Se rechaza de plano la acción. 



	11-010641-0007-CO

Voto 2011-015344
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Jacqueline Lizano Salazar, María Bettina López, Martín José Alvarado Alvarado contra el Artículo 9, inciso 2) del reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza de plano la acción. 



	11-004592-0007-CO

Voto 2011-015345
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Sergio Antonio Howell Castro  contra la Jurisprudencia de los Juzgados Civiles y el artículo 54 del Código Civil E Interpretación del Artículo 54 del Código Civil. Se rechaza por el fondo la acción.



	11-007596-0007-CO

Voto 2011-015346
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Consulta Judicial.- Tribunal Penal de Heredia en lo referente a la Línea Jurisprudencial de la Sala Primera al interpretar y aplicar los artículos 464 del Código Procesal Penal y otros. No ha lugar a evacuar la consulta.



	11-008668-0007-CO

Voto 2011-015347
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Costarricense de Hoteles, Rubén Pacheco Lutz contra la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número  11-007632-007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma.



	11-014009-0007-CO

Voto 2011-015348
	09-11-11
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Judicial.- Juzgado Contencioso Administrativo en lo referente al Expediente 11-001244-1028-CA, Fiscalía Adjunta el Primer Circuito Judicial de San José. Se suspende la tramitación de esta Consulta Judicial Facultativa de Constitucionalidad hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente 11-004831-0007-CO se tramita ante esta Sala.



	11-012311-0007-CO

Voto 2011-015378
	09-11-11
	A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de inconstitucionalidad.- Andrés Vargas Rodríguez contra los artículos 150 y 150 bis de la Ley de  TRANSITO. Se rechaza de plano la acción. 



	11-013129-0007-CO

Voto 2011-015379
	09-11-11
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Lauro H Velásquez de León contra el artículo 150 y 150 Bis de la Ley de Tránsito. Se deniega el trámite a esta acción.



	11-010898-0007-CO

Voto 2011-015389
	09-11-11
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Ezzio López Barrantes, Secretario General del Sindicato Unión Empleados del Instituto Nacional y Vivienda del Urbanismo contra Decreto Ejecutivo 36550-mo-mivah-s-meic, reglamento para el Trámite de Revisión de los Planos para la Contribución, Publicado en La Gaceta 117 del 17 de junio del 2011. Se rechaza de plano la acción. 



	11-000238-0007-CO

Voto 2011-015395
	09-11-11
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patyentados de Costa Rica, Guillermo Sanabria Ramírez contra la reforma introducida por Ley No. 8767 del primero de septiembre de 2009, a los artículos 27 y 28 de la Ley No. 3 del 31 de agosto de 1922, Ley de Juegos. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que los artículos 27 y 28 de la Ley de Juegos, reformada por la Ley No. 8767 del 1 de septiembre de 2009, son constitucionales en el tanto son dirigidos a menores de edad, y, por consiguiente no se aplican a los establecimientos dirigidos a mayores de edad, que se regulan por sus propias normas.- El Magistrado Cruz Castro consigna nota.  



	09-001111-0007-CO

Voto 2011-015396
	09-11-11
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Badilla Castro, Asociación de Funcionarios de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos contra los artículos 33, 36 y 58 del reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicios entre la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus órganos Desconcentrados y sus Funcionarios. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	11-003825-0007-CO

Voto 2011-015596
	11-11-11
	A las once horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeannette Cyrman Sánchez contra los artículos 124 y 116 b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se suspende el trámite de esta acción, hasta tanto no sea resuelta las acción de inconstitucionalidad tramitada en esta Sala con el número de expediente número 10-012093-0007-CO.-



	11-012494-0007-CO

Voto 2011-015655
	11-11-11
	A las doce horas con cuarenta y ocho minutos. Consulta Legislativa.- Agnes Guadalupe Gómez Franceschi, Alfonso Pérez Gómez, Alicia Fournier Vargas, Annie Alicia Saborío Mora, Antonio Calderón Castro, Elvia Dicciana Villalobos Arguello, Fabio Molina Rojas, Francisco Chacón González, Ileana Brenes Jiménez, Jorge Alberto. Sobre el Expediente 16.861 “proyecto de Ley para establecer el Derecho de Jubilación Anticipada de Las y Los Trabajadores y Reforma de la Ley de Protección al Trabajador de 16 de Febrero de 2000”. Por unanimidad se evacua la consulta legislativa en el siguiente sentido: a) El proyecto legislativo es inconstitucional en cuanto violenta el principio de solidaridad y de contribución tripartita. b) No es inconstitucional en lo relativo a la delegación en una comisión legislativa de potestades legislativas plenas. Por mayoría, se evacua la consulta en el sentido que el proyecto legislativo también infringe el principio de igualdad y la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Los Magistrados Armijo, Castillo y Rueda salvan el voto en cuanto a la infracción del principio de igualdad. 

Los Magistrados Jinesta y Hernández salvan el voto y estiman que el proyecto no lesiona la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Los Magistrados Castillo, Rueda y Salazar dan razones diferentes en cuanto a la lesión de la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social.

El magistrado Hernández pone nota.



	11-008711-0007-CO

Voto 2011-015745
	16-11-11
	A las nueve horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lillia Fonseca Alvarado, SINDICATO PRO TRABAJADORES DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN Y FÁBRICA NACIONAL LICORES en contra de los artículos 3, 19, 23, 27, 29, 51, 71, 88 inciso e) y 92, de la Convención Colectiva de Trabajo del Consejo Nacional de Producción. No ha lugar a la gestión formulada.-



	11-003544-0007-CO

Voto 2011-015746
	16-11-11
	A las nueve horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad Mario Enrique Zamora Cordero contra el Reglamento de Abstenciones para los Funcionarios de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota conforme se consigna en el último considerando de esta sentencia.-



	11-009814-0007-CO

Voto 2011-015747
	16-11-11
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- José Román Gómez Calvo contra los Artículos 162, 165 y 591 del Código Procesal Civil, 61 de la Ley de la Jurisdicción Agraria, número 6734 del 29 de marzo de 1982 y El Acuerdo  Número 15-95, Artículo XXXVII de Corte Plena. Se rechaza de plano la acción.



	11-011071-0007-CO

Voto 2011-015748
	16-11-11
	A las nueve horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Héctor Ledesma Rojas contra el Artículo 130 inciso D de la Reforma 8696  A de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano el recurso.



	11-012790-0007-CO

Voto 2011-015749
	16-11-11
	A las nueve horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Adonai Enríquez Valverde Vega, Carlos Góngora Fuentes, Damaris Quintana Porras, Ernesto Chavarría Ruiz, Manuel Hernández Rivera, María de los Ángeles Alfaro Murillo, Mireya Zamora Alvarado, Mirna Patricia Pérez Hegg, Víctor Danilo Cubero Corrales contra el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa y el acuerdo legislativo tomado en la sesión ordinaria número 76 del 27 de setiembre de 2011. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.  



	11-010036-0007-CO

Voto 2011-015757
	16-11-11
	A las nueve horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. William Quirós Madrigal contra el último párrafo del artículo 21 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Se rechaza de plano la acción.-



	11-000219-0007-CO

Voto 2011-015762
	16-11-11
	A las nueve horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Segismundo Araya Zuñiga a favor de Pablo Alonso Quesada Fonseca contra el Artículo 75 del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y declara, interlocutoriamente, con lugar la acción, en cuanto a la frase "y aun podrá aumentarla", con sus consecuencias.



	11-012597-0007-CO

Voto 2011-015764
	16-11-11
	A las diez horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Angie Morales Pérez, Guanina Morales Ureña contra los Artículo 131 Inciso B, 150 y 150 Bis de la Ley de Tránsito 7331 del 13-04-1993 contra el Decreto N°36724 del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se deniega el trámite a esta acción.-



	11-013875-0007-CO

Voto 2011-015968
	23-11-11
	A las quince horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad. Interpuesta por los diputados José María Villalta Flórez-Estrada, Víctor Emilio Granados Calvo, Joaquín Porras C., Rita Chaves Casanova, Walter Céspedes S., Rodolfo Sotomayor A., Gloria Bejarano A., Martín Monestel Contreras, Danilo Cubero Corrales, Manuel Hernández Rivera y Damaris Quinatana Porras en lo referente al Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico de 2012”, expediente legislativo número 18.234. Se evacua la consulta facultativa de constitucionalidad sobre el proyecto de ley 18.234 que es Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012 en el sentido de que: a) por mayoría, no es inconstitucional la omisión de presupuestar fondos para cancelar la deuda del Estado, como tal y como patrono, con la Caja Costarricense de Seguro Social, correspondiente a períodos de ejercicio económico anteriores; b) por mayoría, no son inconstitucionales las omisiones de prever las transferencias derivadas de la Ley 7374, vinculada al traslado de funcionarios y programas del Ministerio de Salud sobre prevención y promoción de la salud, a la Caja Costarricense de Seguro Social; y c) por mayoría, no es inconstitucional que no se haya incluido la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 34 de la Ley 7648 a favor del Patronato Nacional de la Infancia, ni las del artículo 15 de la Ley 7972, a favor del Fondo de niñez y adolescencia. La Magistrada Calzada salva el voto en relación con el punto a) y declara inconstitucional la omisión de presupuestar a favor de la Caja Costarricense de Seguro Social la deuda que tiene el Estado como patrono. Los Magistrados Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto, en relación con los puntos b) y c) y declaran inconstitucionales las omisiones ahí señaladas. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría respecto a los puntos b) y c) pero da razones diferentes. Notifíquese esta resolución a la Asamblea Legislativa. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal consignan nota.-



	11-013202-0007-CO

Voto 2011-015969
	23-11-11
	A las quince horas con treinta y un minutos. Consulta Legislativa. Alfonso Pérez Gómez, Alicia Fournier Vargas, Annie Alicia Saborío Mora, Ileana Brenes Jiménez, Jorge Alberto Angulo Mora, Juan Acevedo Hurtado, Luis Gerardo Villanueva Monge, Rodrigo Pinto, Víctor Víquez, Viviana Martín Salazar, Xinia Espinoza Espinoza en lo referente al Proyecto de Ley Número 17171 "Reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública (anteriormente denominado): Ley para el reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública y otros Ministerios". Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de "Reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública (anteriormente denominado): Ley para el reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública y otros Ministerios" que se tramita en el expediente legislativo número 17.171 es inconstitucional en cuanto al procedimiento por haberse infringido lo establecido en los artículos 124 constitucional y 175, inciso 2), del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En cuanto al fondo, no ha lugar a evacuar la consulta. -



	11-006606-0007-CO

Voto 2011-016451
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Rojas Franco en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera y del Juzgado de Ejecución Contencioso Administrativo. Se rechaza de plano la acción.-



	11-008103-0007-CO

Voto 2011-016452
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Herrero Acosta, Ministro de Hacienda, Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias en contra del Artículo 43 Párrafo segundo y Artículo 54 ambos de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos y Su Reglamento Decreto Ejecutivo No. 34361-mp. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara con lugar la acción.-



	11-012230-0007-CO

Voto 2011-016458
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Montaña de Ensueño B Cincuenta S.A., Suey Temelin Bojorge Menrod en contra del Artículo 217 Párrafo 4° del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-



	11-013115-0007-CO

Voto 2011-016461
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roy Ching Leitón, Segismundo Araya Zúñiga en contra de los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley Sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones (Ley 7425). Se rechaza de plano el recurso.-



	11-014181-0007-CO

Voto 2011-016474
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Grace Antonini Corrales en contra del Artículo 47 del Reglamento del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se suspende la tramitación de esta acción hasta tanto no se resuelva  la acción de inconstitucionalidad que se tramitan en expediente número 11-006186-0007-CO.-



	11-014298-0007-CO

Voto 2011-016482
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ronny Hernández Marín en contra de la Resolución de las 10:28 Horas del 04 de Octubre de 2011 de la Sala Tercera. Se rechaza de plano el recurso.-



	11-014436-0007-CO

Voto 2011-016493
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cristina Huertas Franco en contra del Artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, Reformado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se suspende la tramitación de esta acción hasta tanto no se resuelva  la acción de inconstitucionalidad que se tramitan en expediente número 11-006186-0007-CO.-



	11-014438-0007-CO

Voto 2011-016494
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inmobiliaria Floco S.A., Nerick Antonio Flores Contreras en contra de los Artículos 209, 210 y 211 Ley Orgánica del Poder Judicial. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-001888-0007-co se tramita ante esta Sala.-



	11-014673-0007-CO

Voto 2011-016511
	29-11-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jonathan Hernández Delgado en contra del Artículo 78 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano la acción.-



	11-010189-0007-CO

Voto 2011-016591
	30-11-11
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ERIK ULATE QUESADA, y GILBERTO CAMPOS CRUZ, en su calidad de representantes de la Asociación de Consumidores de Costa Rica, en contra de los acuerdos de Junta Directiva de la Aresep números 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010,  publicado en  el Diario Oficial La Gaceta Nº84 del 3 de mayo de 2010; 010-020-2010 de  la  sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 151 del 5  de  agosto  de  2010;  002-039-2010  de  la  sesión  extraordinaria  039-2010  del  4  de  octubre  de  2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de  la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2  D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1  L),  1 M)  1.N),  1.O),  1.U),  2  D)  del  Reglamento  Interno  de  Organización  y  Funciones  de  la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos. Se declara parcialmente con lugar la acción, bajo los siguientes términos: a) Se anulan por inconstitucionales los puntos d de los incisos 2) de los artículos 34, 36, y 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios de legalidad, reserva de ley y jerarquía normativa; b) Por conexidad se anula la frase a la Superintendencia que corresponde al servicio público involucrado para su decisión final, del artículo 56 inciso 2) punto a del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF); c) Se anula la frase y revocatoria, contenida en los puntos h,  inciso 1) del artículo 34, j del inciso 1) del artículo 36,  y o del inciso 1 del artículo 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios antes citados, toda vez que dicha competencia es de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; d)  El punto w del inciso 1) del artículo 38 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que en aquellos casos en que se gestione relaciones con organismos internacionales reguladores, la función corresponderá al Regulador General y no a la SUTRANSPORTE; e) La función asignada al Comité de Regulación en el punto b del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que el Comité no ejerce funciones de órgano decisor a efectos de emitir resolución final, pues ello es competencia del Regulador General conforme lo dispuesto por el artículo 40 del Reglamento a la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; f) La función asignada al Comité de Regulación en el punto c del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que no puede dictar resolución final en los procedimientos establecidos por los artículos 38 y 41 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por ser ello competencia del Regulador General o la Junta Directiva de la ARESEP, según sea el caso. En lo demás se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos a partir de la anulación de la normativa impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta resolución a la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad en todos sus extremos. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y rechaza la acción por el fondo, respecto a los puntos a y b. En lo demás coincide con la mayoría. Notifíquese.-



	11-001598-0007-CO

Voto 2011-016592
	30-11-11
	A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. CARLOS LUIS AVENDAÑO CALVO EN SU CONDICIÓN DE PRESIDENTE Y REPRESENTANTE DEL PARTIDO RESTAURACION NACIONAL, en contra del ARTÍCULO 68 DEL CÓDIGO ELECTORAL, LEY NO. 8765 DE 19 DE AGOSTO DE 2009. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la frase "no participen o" contenida en el artículo 68 del Código Electoral, Ley número 8765 del diecinueve de agosto de dos mil nueve, cuyo texto queda entonces de la siguiente manera.- "Artículo 68. Con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código".- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta  y publíquese íntegramente en el Boletín  Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada Miranda da razones separadas. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-



	11-005911-0007-CO

Voto 2011-016593
	30-11-11
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Amparo. ALFONSO PÉREZ GOMEZ, ANGES GÓMEZ FRANCESCHI, ANNIE ALICIA SABORÍO MORA, ANTONIO CALDERÓN CASTRO, CARMEN MARÍA PORRAS ZÚÑIGA, CRISTIA MARÍA OCAMPO BALTODANO, ÉDGAR ARAYA PINEDA, ELIBETH VENEGAS VILLALOBOS, ELVIA DICCIANA VILLALOBOS ARGUELLO, FABIO MOLINA ROJAS, FRANCISCO CHACÓN GONZÁLEZ, ILEANA BRENES JIMENÉZ, JORGE ALBERTO ANGULO MORA, JUAN BOSCO ACEVEDO HURTADO, LUIS ANTONIO AIZA CAMPOS, LUIS FERNANDO MENDOZA JIMÉNEZ, LUIS GERARDO VILLANUEVA MONGE, MARÍA JULIA FONSECA SOLANO, OSCAR GERARDO ALFARO ZAMORA, RODRIGO PINTO RAWSON, VÍCTOR HUGO VÍQUEZ CHAVERRI, XINIA MARÍA ESPINOZA ESPINOZA, en contra del PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.. Se reserva el dictado de la sentencia en este proceso de amparo y se otorga a los recurrentes el plazo de quince días hábiles, contado a partir de la notificación de esta resolución, para que interponga acción de inconstitucionalidad contra los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con el número 01-11-12 del 12 de mayo de dos mil once y el número 04-11-12 del 16 de mayo de dos mil once, bajo apercibimiento que, en caso de no hacerlo, se archivará el expediente.-



	09-011542-0007-CO

Voto 2011-016594
	30-11-11
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Aros de Bicicleta Costa Rica s.a. en contra del Acuerdo del Concejo Municipal de Belén tomado en el artículo 05 de la Sesión Ordinaria 16-2007, publicado en la Gaceta No. 59 del 23 de Marzo del 2007. No ha lugar a la gestión formulada.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-12442-007-CO
	MARJORIE CASTRO BRENES, cédula de identidad número 1-819-773, para que se declare la inconstitucionalidad del INCISO C DEL ARTICULO 18 DEL REGLAMENTO DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.

Resolución de las 10:36 horas del 21 de octubre del 2011. 

Boletín judicial 215, 216, 217 del 09, 10 y 11 de noviembre del 2011.

	REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR ORFANDAD

La norma se impugna en cuanto exige que el asegurado haya cotizado un mínimo de 12 cuotas durante los últimos 24 meses anteriores a su muerte, para que proceda el otorgamiento del beneficio de pensión, lo cual resulta irracional y desproporcionado, pues aún cuando se hayan aportado al sistema las cuotas necesarias, si éstas no fueron aportadas dentro de los 24 meses anteriores a la muerte del asegurado, sus beneficiarios no pueden obtener el beneficio de pensión, lo que contraviene los principios de universalidad, solidaridad, equidad y seguridad social, y desprotege el interés superior del menor. Además, el Estado debe procurar la protección especial de los menores y de las personas adultas mayores, con el fin de que éstos puedan disfrutar de una mejor calidad de vida. En ese sentido, las personas que aportan al sistema de pensiones, se les debe otorgar una pensión de acuerdo con los montos con los que ha contribuido.

	11-12290-007-CO
	Danilo Gutiérrez Dall'anese contra los ARTICULOS 150, 150-BIS, 131 A-1, 83 INCISO C), 108 INCISO A) CONDUCCIÓN TEMERARIA B, DE LA LEY DE TRANSITO. 

Resolución de las 13:52 horas del 21 de octubre del 2011
Boletín judicial 215, 216, 217 del 09, 10 y 11 de noviembre del 2011.

	PARTES IMPERSONALES A LA PLACA DEL VEHÍCULO ESTABLECIDOS POR EL SISTEMA DE CAMARAS

Las normas se impugnan en cuanto se considera que la multa contenida en las normas impugnadas lesiona el principio de proporcionalidad, al establecer una suma exorbitante e innecesaria que causa una grave injusticia social. Asimismo, el accionante alega violación al derecho defensa, toda vez que considera que su imposición carece de una estructura precisa, no es clara sino contradictoria, de manera que estima que carece de todo sentido evaluativo de racionalidad y argumentación. Agrega que atenta contra su libertad y dignidad como persona, ya que no guarda proporción entre la compensación monetaria y la lesión, estima inaceptable la indemnización exorbitante, ya que produce un enriquecimiento injusto mediante un lucro inmoral contra su dignidad. 



	11-13664-007-CO
	Ana Gutiérrez Foster y otros contra el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 34202-MS-MAG-MOPT-MGSP que modificó el artículo 70 del Decreto Ejecutivo No. 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP, “Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola del 16 de octubre de 2003”.

Resolución de las 10:38 horas del 02 de noviembre del 2011
Boletín judicial 219, 220, 221 del 15, 16 y 17 de noviembre del 2011.

	FUMIGACIÓN CON PLAGUICIDAS

La norma se impugna en cuanto consideran que es inconstitucional, en tanto se redujo la distancia de protección de las áreas donde no deben aplicarse los plaguicidas, lo cual traerá graves perjuicios para la salud y para el ambiente por la cantidad de bananeras que hay en Limón sobretodo en Bananito, los mantos acuíferos y las pocas o casi inexistentes zonas de amortiguamiento. 

	11-11064-007-CO
	GUILLERMO UREÑA RAMIREZ, para que se declare inconstitucional el PÁRRAFO TERCERO DEL ARTICULO 2 DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS

Resolución de las 10:50 horas del 02 de noviembre del 2011
Boletín judicial 219, 220, 221 del 15, 16 y 17 de noviembre del 2011.

	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS

La norma se impugna en cuanto considera que la normativa impugnada es excluyente, discriminatoria y de trato desigual entre trabajadores de una misma empresa (patrono), por cuanto no permite sindicalizarse a trabajadores interinos, y limita el derecho de que se aplique dicha Convención Colectiva a todos los trabajadores interinos del INS.

	11-10687-007-CO
	Boris Paniagua Castro contra el “Transitorio para el nombramiento en Propiedad de Jefaturas Administrativas de la Caja Costarricense de Seguro Social” publicado en el Diario Oficial La Gaceta Número 135.

Resolución de las 8:58 horas del 01 de noviembre del 2011.
Boletín judicial 219, 220, 221 del 15, 16 y 17 de noviembre del 2011.

	NOMBRAMIENTO DE JEFATURAS EN LA CCSS

El Transitorio se impugna por lesionar el derecho al trabajo, el principio de igualdad y los principios rectores del empleo público, sobre todo los principios de especialidad e idoneidad comprobada para acceder a los cargos públicos. Los requisitos que estipula dicho transitorio son de naturaleza temporal: determinado número de años de laborar para la Caja Costarricense del Seguro Social, laborar en el mismo centro de trabajo en donde se encuentra la plaza vacante y haberse desempeñado por un período igual o superior a ciento ochenta días naturaleza en el puesto vacante en que el funcionario se encuentre nombrado a la fecha de la firmeza del acuerdo de aprobación del Transitorio de marras. El Transitorio permite realizar nombramientos en propiedad sin concurso alguno, por lo que si no se cumplen los requisitos señalados, se excluye la posibilidad de optar por un ascenso y seguir una carrera administrativa.

	11-12519-007-CO
	Leyla Kristel Lozano Chang en contra del artículo 131, inciso a de la Leyde Tránsito por Vías Públicas Terrestres Nº 7331.
Resolución de las 11:17 horas del 27 de octubre del 2011.
Boletín judicial 220, 221, 222 del 16, 17 y 18 de noviembre del 2011.


	SANCIONES DE TRANSITO IMPUESTAS POR EL SISTEMA DE CAMARAS

-Artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito

-Se impugna también la interpretación a aplicar con relación al margen de error de las cámaras de velocidad, por ausencia de criterios técnicos objetivos de fijación de las multas, de colocación de las cámaras y de establecimiento de velocidades en las carreteras. 

Considera la recurrente que las multas por cámaras son violatorios del principio de proporcionalidad, razonabilidad, justicia social, inocencia y el debido proceso. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




No hay sentencias integras publicadas.
	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	215-216-217
	09-10-11 de noviembre del 2011
	Sentencia 2011-14074
Expediente 09-014691-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Se corrige la parte dispositiva de la sentencia número 13704-2010 de las 14:35 horas del 18 de agosto del 2010, para que en el por tanto donde dice "Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada" se lea "De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia". Notifíquese.-

	215-216-217
	09-10-11 de noviembre del 2011
	Sentencia 2011-14075
Expediente 10-001696-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se corrige la parte dispositiva de la sentencia número 2010-18965 de las 13:18 horas del 17 de noviembre de 2010, para que en el por tanto donde dice "Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada" se lea "De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia". Notifíquese.-

	219-220-221
	15-16-17 de noviembre del 2011
	Sentencia 2011-14624
Expediente 10-010617-0007-CO. A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ALEXANDER MUÑOZ CAMPOS y MARIANELA AGUILAR RODRÍGUEZ en contra del INCISO C) DEL TRANSITORIO DE LA REFORMA AL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN DE PROFESIONALES EN FARMACIA, ODONTOLOGÍA Y TRABAJO SOCIAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso c) del artículo transitorio de la Reforma al Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología y Trabajo Social de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por el artículo 17 de la sesión 8401 celebrada el 26 de noviembre de 2009 por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez dan razones adicionales.-

	220-221-222
	16-17-18 de noviembre del 2011
	Sentencia 2011-14622
Expediente 10-017292-0007-CO. A las quince horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ARTURO MONTERO CALDERÓN en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de sobre la interpretación del artículo 20 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso.-

	220-221-222
	16-17-18 de noviembre del 2011
	Sentencia 2011-14623
Expediente 10-000965-0007-CO. A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acciones de Inconstitucionalidad acumuladas, interpuestas por Johnny Araya Monge en su condición de Presidente de la Federación Metropolitana de Municipalidades de San José, y Giselle Mora Peña en su condición de Directora Ejecutiva de la Unión Nacional de Gobiernos Locales; en contra de los Lineamientos Generales sobre la Planificación del Desarrollo Local, contemplados en la resolución R-SC-1-2009, de la Subcontralora General de la República, publicados en La Gaceta 52 del 16 de marzo de 2009, el artículo 1.4 (párrafo penúltimo) de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, y el Decreto Ejecutivo N° 35388-PLAN-2009, que es el Reglamento de Creación de los Consejos Cantonales, Consejos Distritales y Consejos Regionales de Coordinación Interinstitucional. Intervienen Ana Lorena Brenes Esquivel en su condición de Procuradora General de la República, Rocío Aguilar Montoya en su carácter de Contralora General de la República, y Mauro Murillo Arias como Apoderado especial judicial de las accionantes. Se rechazan de plano las acciones.-
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AMBIENTE 

16020-11. CONTAMINACIÓN. SE ACUSA QUE EMPRESA TEXTIL LANZA AGUAS RESIDUALES Y QUÍMICOS A QUEBRADA EL PORO.  El recurrente manifiesta que los miembros de la Red de Niños de la Comunidad de Europa y Granadilla y los de la Asociación de la Comunidad de Europa, expusieron ante la Asociación Alianza por tus Derechos, el problema de contaminación ambiental que se produce en la Quebrada El Poró, por parte de la empresa Compañía Textil Centroamericana S.A. Añade que se constató la existencia de un tubo proveniente de la empresa aludida, el cual lanza aguas residuales de color rojo oscuro a la quebrada. Refiere que del lugar donde se descargan dichas aguas residuales se desprende un olor nauseabundo, que durante el verano se incrementa y llega hasta las casas de habitación aledañas, situación que en varias oportunidades ha sido denunciada ante la Municipalidad de Montes de Oca y Curridabat. En virtud de lo descrito, en fecha 11 de julio del año en curso, la Asociación Alianza por tus Derechos presentó la denuncia correspondiente ante el Tribunal Ambiental Administrativo; no obstante, a la fecha de presentación de este recurso no se ha resuelto. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena: 1) A la Directora del Área Rectora de Salud de Montes de Oca del Ministerio de Salud, al Alcalde de la Municipalidad de Montes de Oca, coordinar de inmediato acciones para que, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, tomen las medidas necesarias para que se solucione de forma definitiva el problema sanitario y ambiental que afecta a los amparados y demás vecinos de San Rafael de Montes de Oca, eliminar el desfogue de aguas residuales sin tratamiento al cauce de la Quebrada el Poró provenientes de la Compañía Textil Centroamericana S.A., si es que todavía persiste, y tomar medidas para iniciar el proceso de reparación del daño ambiental ocasionado en ese río, en la medida en que ello fuere posible, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro ordenamiento jurídico les otorga para determinar la causa del problema e individualizar a los responsables, así como para constreñir a quienes desobedezcan sus órdenes a que las cumplan, en la forma y plazo que se les otorgue. 2) Al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, que resuelva la denuncia presentada por el recurrente el 11 de julio de 2011 y le notifique lo resuelto dentro del plazo máximo de DOS MESES contados a partir de la comunicación de esta resolución. 3) Al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la sociedad COMPAÑÍA TEXTIL CENTROAMERICANA S.A. ad litem, de inmediato acatar todas las órdenes que las Autoridades Públicas les notifiquen a efectos de detener la contaminación, si es que todavía se sigue produciendo, de parte de dicha empresa a la Quebrada Poró por vertido de aguas coloradas y contaminantes. CL
16316-11. AGUAS. OBLIGACIÓN DE CONSTRUIR UNA PLANTA DE TRATAMIENTO EN EL PROYECTO MALL PLAZA LINCOLN. Alega el recurrente que este Tribunal, en la sentencia 12109-2008, del 5 de agosto de 2008, notificada al Alcalde de Moravia, ordenó que se contratara inmediatamente a los profesionales respectivos a fin de que elaboraran los mapas de fragilidad hidrogeológica, y que una vez aprobados por SENARA, fueran incorporados a la normativa urbanística. Señala que de la carta fechada 25 de marzo de 2011, enviada por  parte de una Regidora Municipal de Moravia, se desprende que dichos mapas nunca fueron realizados. Menciona que la Secretaría Técnica Ambiental en la resolución R-386-2010, resolvió que la empresa PIMSA, que pretende construir un centro comercial en los terrenos mencionados, debe construir una planta de tratamiento de aguas residuales, como parte de las condiciones que debe poseer para obtener la viabilidad ambiental, y rechazó en su resolución R-768-2010, el recurso planteado por la empresa PIMSA la cual se niega a construir dicha planta. No obstante, el 4 de mayo de 2010, dicha empresa presentó un recurso de apelación en subsidio ante el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, quien emitió la resolución R-248-2010-MINAET,y anuló la de SETENA. Alega que una construcción de ese tipo sin una planta de tratamiento, causará graves consecuencias ambientales ya que el único camino de desfogue de aguas es la Quebrada Chiquita que actualmente es incapaz de aceptar tal cantidad de aguas, especialmente sin procesar.  Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dirige contra el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Se anula la resolución R-248-2010-MINAET de las 12:05 horas del 06 de mayo de 2010 del Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Se mantiene la vigencia de las resolución N°2786-2009-SETENA, adicionada por la N° 386-2010-SETENA,  en la que se impone la obligación de construir una planta de tratamiento en el proyecto Mall Plaza Lincoln.  En cuanto a la SETENA y la Municipalidad de Moravia, se declara sin lugar el recurso. CL
16017-11. 16019-11.  CONTAMINACIÓN.  SE ORDENA REMEDIAR LA INADECUADA DISPOSICIÓN DE LOS DESECHOS SÓLIDOS EN EL VERTEDERO DE ZAGALA, UBICADO EN MIRAMAR DE MONTES DE ORO DE PUNTARENAS. El recurrente demandó la tutela de su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues, en su criterio, en el vertedero de Zagala, ubicado en Miramar de Montes de Oro de Puntarenas, no se da tratamiento alguno a los lixiviados, existen aves de rapiña y recolectores, y las obras que se hicieron para el cierre técnico, no han concluido y se encuentran abandonadas, lo que pone en riesgo la salud de los habitantes de ese cantón y lesiona sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena aL Alcalde Municipal de Puntarenas, al Secretario General de la Secretaria Técnica Nacional Ambiental y a la Ministra de Salud, adoptar, DE MANERA COORDINADA , las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias, para que, INMEDIATAMENTE, se remedie la inadecuada disposición de los desechos sólidos en el vertedero de Zagala, ubicado en Miramar de Montes de Oro de Puntarenas, el desfogue de lixiviados y se reanude y concluya el cierre técnico en un plazo razonable. Se le ordena al Alcalde Municipal de Puntarenas, implementar y ejecutar inmediatamente políticas de reciclaje de los desechos sólidos. CL
16031-11. CONTAMINACIÓN.  SE ORDENA RETIRO DE ANIMALES DE VIVIENDA, QUE GENERA MALOS OLORES Y DESECHOS QUE DAN A UN RÍO. El recurrente reclama que el salón comunal de la Asociación de Desarrollo Integral del Barrio El Bosque, colinda con la vivienda de dos personas; sin embargo, tienen animales de granja, lo cual genera malos olores y los desechos van a dar al río San Nicolás, actuación que va en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director Región Central Metropolitana del Servicio Nacional de Salud Animal, y al Director del Área Rectora de Salud de Oreamuno, en el ámbito de sus competencias y de forma coordinada adopten las medidas necesarias para ejecutar el retiro de los animales de la vivienda de los señores vecinos, ordenado por el Área Rectora de Salud de Oreamuno por orden sanitaria número ARSO-REG-43-2011 del 19 de octubre de 2011. CL
16033-11. CONTAMINACIÓN. CARNAVALES DE LIMÓN PRODUCE ACUMULACIÓN DE BASURA Y MUCHO RUIDO.  El recurrente manifiesta que las autoridades recurridas otorgan los permisos necesarios para realizar eventos públicos en la zona, como es el caso de los Carnavales, y que debido a esto, las playas desde Moín hasta Cieneguita están llenas de basura. Alega, también, que se produce una gran contaminación sónica, puesto que los diferentes eventos se realizan durante el día y la noche, lo cual genera mucho ruido a toda hora, todo esto a vista y paciencia de las autoridades, quienes no hacen nada para controlar la situación. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Limón. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón Central de Limón, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo.. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
15781-11. AGUAS. PROBLEMAS CON AGUAS RESIDUALES PROVENIENTES DE PROPIEDAD VECINA.  La recurrente adujo que ha presentado reiteradas denuncias ante el Ministerio de Salud, por problemas en la conducción de aguas residuales hacia su propiedad, por parte de su vecina. Subrayó que se han emitido varias órdenes sanitarias, pero ninguna ha sido cumplida. Adujo que, el Ministerio de Salud no ha intervenido de manera contundente, con el propósito de poner fin a la problemática.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Santa Ana y Viceministro, ambos del Ministerio de Salud, que, DE MANERA INMEDIATA, dispongan lo que esté dentro del ámbito de sus competencias, para que se ejecute en toda su integridad la orden sanitaria No. ARSSA-3498-11 de 13 de setiembre de 2011, según los parámetros establecidos en el tercer considerando de esta sentencia. CL

15535-11. CONTAMINACIÓN.  SALIDA DE AGUAS DE ALCANTARILLA CONTAMINA PROPIEDADES ALEDAÑAS. Las recurrentes manifiestan que presentaron una denuncia  ante la Municipalidad recurrida, ya que autorizó y participó en la construcción  de  un alcantarillado  de aguas  negras  y pluviales  que contaminan  sus propiedades.  Mencionan  que  con dicho acueducto   se lanzan  aguas contaminadas  a  su propiedad,   además, que no cuentan  con  un  permiso  y  convenio  con  el  MINAET.  Alegan  que a la fecha en que acuden en amparo, el  Alcalde  no ha dado respuesta a la denuncia presentada y dicha omisión hace que se vean afectados sus derechos fundamentales.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Palmares y el Área Rectora de Salud de Palmares se refiere. En consecuencia, se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos  de Palmares y al Director del Área Rectora de Salud Palmares de la Dirección Regional Rectoría de la Salud Central Occidente, que en el improrrogable plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, realizar de forma coordinada las acciones necesarias para solucionar el problema de contaminación denunciado por las recurrentes. En cuanto al Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

15256-11. CONTAMINACIÓN. ACUMULACIÓN DE BASURA Y ESCOMBROS EN TERRENO DEL ESTADO. Los recurrentes, quienes dicen ser vecinos de Heredia, interpusieron este amparo porque, según alegaron, la Empresa de Servicios Públicos de Heredia mantiene un predio, cerca del residencia La Nidia, donde deposita escombros, tierra y basura, lo que produce malos olores y aguas estancadas y nubes de polvo, en época seca. Tal es el descuido, que otras personas depositan allí basura, como si fuera un “botadero” a cielo abierto. Además, recientemente, la maquinaria de la empresa trabajo durante la noche y la madrugada, causando gran contaminación sónica. Hace un tiempo, el Ministerio de Salud intervino y la empresa dejó de tirar basura en el lugar, pero, de nuevo, lo está haciendo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Área Rectora de Salud de Heredia se refiere. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios, causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial

15288-11. TORRE.  INCONFORMIDAD CON LA CONSTRUCCIÓN DE TORRE PARA TELECOMUNICACIONES CERCA DE VIVIENDA. El recurrente reclama que la Municipalidad de Carrillo otorgó un permiso para la construcción de una torre de telecomunicaciones a la empresa Claro Costa Rica en un lote que colinda con su propiedad, a escasos dos metros, lo que, en su criterio afecta su salud por la irradiación, con el agravante que hay instaladas dos torres más a una distancia de doscientos metros de su inmueble. Señala la Sala que la verificación del cumplimiento de requisitos legales de la comunicación a la comunidad de un proyecto de esta índole, no corresponde ser dilucidada en esta jurisdicción. El tema del impacto que podría suponer la construcción de una torre de telecomunicaciones para la salud fue rechazado por el fondo por este Tribunal Constitucional en el voto No. 2011-011205. De la misma manera, no compete a este Tribunal pronunciarse respecto a si procede o no, la construcción e instalación de varias torres dentro de una distancia menor o igual a los doscientos metros —como se alega—  pues esa es una cuestión eminentemente técnica que deberá dilucidarse en las vías de legalidad correspondientes. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15169-11.  CONTAMINACIÓN SÓNICA.  EXCESO DE RUIDO POR ACTIVIDAD DE BAR QUE FUNCIONA SIN CUMPLIR CON REQUISITOS DE LEY.  El recurrente manifiesta, que la amparada reside con su familia en La Uruca, Urbanización  La Peregrina.  Señala que dicho local comercial opera sin que se haya cumplido con ningún requisito de funcionamiento, tales como la construcción de una pared que aísle el ruido, instalación eléctrica adecuada, instalación de cañería, además, de que la manipulación de bebidas y alimentos es totalmente antihigiénica, lo que provoca olores nauseabundos y ruidos que sobrepasan los decibeles que la ley permite. Agrega que dicho local está abierto tanto de día como de noche, y según el Plan Regulador de la Municipalidad recurrida se ubica en una zona residencial. Señala que tanto el municipio como el Área Rectora de Salud de la localidad, están legalmente obligados a garantizar un sano ambiente en general a los residentes del sitio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San José y a la Directora del Área de Salud Carmen Merced Uruca del Ministerio de Salud, velar por el cumplimiento por la orden sanitaria número CMU-AMB-453-2011 dictada por la cita Área de salud y asimismo se abstenga de incurrir en nuevamente en la conducta que dio mérito para acoger el presente recurso de amparo. El Magistrado Rueda declara sin lugar el recurso.   CL

14930-11. CONSTRUCCIÓN. GASOLINERA EN PÉREZ ZELEDÓN. Alega el recurrente que la empresa recurrida está construyendo una gasolinera en el Distrito de Daniel Flores de Pérez Zeledón, en riesgo al ambiente, la vida y salud humana pues a menos de cincuenta metros funciona un aserradero que almacena gran cantidad de madera, también colinda con una fábrica de muebles y por encima pasan cables de alta tensión de treinta y cuatro mil quinientos voltios. Argumenta que no se están guardando los retiros exigidos por el Reglamento para la Regulación del Sistema de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos, Decreto 30131-MINAE-S. Solicita se ordene la inmediata clausura y no se permita su funcionamiento hasta tanto no se resuelva este amparo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
15968-11. LEY. PROYECTO DE PRESUPUESTO DEL 2012. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad referente al Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico de 2012”, expediente legislativo número 18.234. Se evacua la consulta facultativa de constitucionalidad sobre el proyecto de ley 18.234 que es Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012 en el sentido de que: a) por mayoría, no es inconstitucional la omisión de presupuestar fondos para cancelar la deuda del Estado, como tal y como patrono, con la Caja Costarricense de Seguro Social, correspondiente a períodos de ejercicio económico anteriores; b) por mayoría, no son inconstitucionales las omisiones de prever las transferencias derivadas de la Ley 7374, vinculada al traslado de funcionarios y programas del Ministerio de Salud sobre prevención y promoción de la salud, a la Caja Costarricense de Seguro Social; y c) por mayoría, no es inconstitucional que no se haya incluido la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 34 de la Ley 7648 a favor del Patronato Nacional de la Infancia, ni las del artículo 15 de la Ley 7972, a favor del Fondo de niñez y adolescencia. La Magistrada Calzada salva el voto en relación con el punto a) y declara inconstitucional la omisión de presupuestar a favor de la Caja Costarricense de Seguro Social la deuda que tiene el Estado como patrono. Los Magistrados Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto, en relación con los puntos b) y c) y declaran inconstitucionales las omisiones ahí señaladas. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría respecto a los puntos b) y c) pero da razones diferentes. Notifíquese esta resolución a la Asamblea Legislativa. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal consignan nota. Evacuada
15969-11. LEY. INCENTIVO PARA AGENTES DE SEGURIDAD Y VIGILANCIA DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley Número 17171 "Reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública (anteriormente denominado): Ley para el reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública y otros Ministerios". Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de "Reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública (anteriormente denominado): Ley para el reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia del Ministerio de Educación Pública y otros Ministerios" que se tramita en el expediente legislativo número 17.171 es inconstitucional en cuanto al procedimiento por haberse infringido lo establecido en los artículos 124 constitucional y 175, inciso 2), del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En cuanto al fondo, no ha lugar a evacuar la consulta. Evacuada
15749-11. REGLAMENTO. TRAMITACIÓN DE PROYECTO Y ACUERDO LEGISLATIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa y el acuerdo legislativo tomado en la sesión ordinaria número 76 del 27 de setiembre de 2011. Los accionantes estiman que el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, así como la moción aprobada por el Plenario Legislativo en aplicación de esa disposición, en el proyecto de Ley de Justicia Tributaria, que se tramita en expediente número 18.261 son inconstitucionales. En cuanto al artículo 208 bis impugnado, aducen que esa disposición normativa permite que se aprueben normas reglamentarias de carácter excepcional para la tramitación de proyectos de ley mediante mociones de orden, que regulan lo relativo al uso de la palabra, cuando y cómo proceden la formulación de mociones de fondo y de forma, la duración de los procedimientos, así como las votaciones, lo cual estiman violatorio de los principios que informan los procedimientos parlamentarios, tales como el democrático, publicidad y enmienda, toda vez que, por la naturaleza de la moción de que se trata, las mismas no están sujetas a debate, discusión o análisis, únicamente se presentan y, de aceptarlas el Presidente de la Asamblea, se votan de una vez. Refieren que tal ha sido el caso de la aplicación de dicha disposición al proyecto de ley en trámite, número 18.261 “Ley de Justicia Tributaria”. Sobre la constitucionalidad del artículo impugnado, se cita el voto 7687-08, en donde los puntos alegados por los accionantes  en el presente asunto, ya fueron conocidos y resueltos por este Tribunal.    Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RF
15655-11. LEY. JUBILACIÓN ANTICIPADA. Consulta Legislativa referente al proyecto de aprobación de la "Ley para Establecer el Derecho de Jubilación Anticipada de las y los trabajadores y Reforma de la Ley de Protección al Trabajador de 16 de febrero de 2000", expediente legislativo número 16.861. Por unanimidad se evacúa la consulta legislativa en el siguiente sentido: a) El proyecto legislativo es inconstitucional en cuanto violenta el principio de solidaridad y de contribución tripartita. b) No es inconstitucional en lo relativo a la delegación en una comisión legislativa de potestades legislativas plenas. Por mayoría, se evacua la consulta en el sentido que el proyecto legislativo también infringe el principio de igualdad y la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. Los Magistrados Armijo, Castillo y Rueda salvan el voto en cuanto a la infracción del principio de igualdad. Los Magistrados Jinesta y Hernández salvan el voto y estiman que el proyecto no lesiona la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. Los Magistrados Castillo, Rueda y Salazar dan razones diferentes en cuanto a la lesión de la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. El magistrado Hernández pone nota. Evacuada  
14953-11. REFORMA LEGISLATIVA. OMISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acción de Inconstitucionalidad contra la omisión del Poder Legislativo de cumplir con el mandato de la sentencia de la Corte Interamericana Derechos Humanos, en el caso de Mauricio Herrera contra Costa Rica, del 2 de julio del 2004. Alega el recurrente que la sentencia de la Corte Interamericana obliga al Estado a promover una reforma legislativa para la despenalización de los delitos contra el honor establecidos en el Código Penal; no obstante, aún no ha sido cumplido por la Asamblea Legislativa. En primer término aclara la Sala que la inconstitucionalidad por omisión, opera únicamente en aquellos supuestos donde se incumple con mandatos concretos o implícitos ordenados por la norma constitucional a los poderes públicos con potestad normativa. Sobre la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el mandato adecuar la legislación interna para que se contemplara el ejercicio de la actividad impugnativa en aquellos supuestos fácticos como los del caso Herrera Ulloa, y no, como lo interpreta el accionante, legislar respecto de la despenalización de los delitos contra el honor definidos en el Código Penal. Por otra parte, ya la Corte Interamericana tuvo por debidamente cumplida la sentencia en lo que respecta a la adecuación normativa interna, toda vez que mediante la promulgación de las leyes 8503 y 8837, se habilitó el ejercicio de la actividad recursiva en ese tipo de supuestos, resolviendo así la disyuntiva que pudiere existir entre el ordenamiento interamericano y el interno. RF
 

14965-11. LEYES. IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley denominado Impuesto a Personas Jurídicas -tramitado en el expediente legislativo No. 16.306. Por mayoría no ha lugar a evacuar la consulta legislativa facultativa formulada con respecto al proyecto de ley denominado Impuesto a Personas Jurídicas -tramitado en el expediente legislativo No. 16.306-. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Hernández Gutiérrez, dan razones diferentes. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Cruz Castro salvan el voto y declaran admisible la consulta. No ha lugar
14966-11. LEYES. REFORMA A LA LEY DE PENSIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL. Consulta Legislativa referente al Proyecto de "Reforma del artículo 70 y derogación del artículo 116 ambos de la Ley No. 7531, Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional", expediente legislativo número 17.402. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley Reforma al artículo 70 de la Ley No. 7531 "Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional" que se tramite en el expediente legislativo número 17.402 es inconstitucional en cuanto al procedimiento por haberse infringido lo establecido en los artículos 124 constitucional y 175, inciso 2), del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En cuanto al fondo de la consulta, no ha lugar a evacuarla. Evacuada
BANCARIO 
15064-11. EMBARGO. REBAJOS DE LA PENSIÓN DE ADULTA MAYOR POR FIANZA OTORGADA.  La recurrente reclama que a pesar de que es una persona adulta mayor, la autoridad recurrida le aplicó una serie de rebajos de su pensión por haber sido fiadora de una deuda, sin que de previo hubieran efectuado una comunicación, actuación que va en detrimento de sus derechos fundamentales.  Esta Sala ha señalado, en otras oportunidades, que en este tipo de casos se está ante asuntos de índole contractual, que deben ser resueltos en vía ordinaria, y no en la jurisdicción, se cita la sentencia 1078-11. Se declara SIN LUGAR el recurso.  La Magistrada Calzada salva el voto. SL 

COLEGIOS PROFESIONALES
15667-11. INCORPORACIÓN.  INCONFORMIDAD CON MODIFICACIÓN DE REQUISITO PARA INCORPORARSE.  El recurrente manifiesta, que la Ley de Creación del Colegio de Profesionales en Nutrición de Costa Rica establece en su artículo 4, que pueden ser miembros del colegio las personas que ostenten  como mínimo el título de bachiller en nutrición. No obstante lo anterior, la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Nutrición, emitió el Reglamento de Incorporación al colegio profesional recurrido, en donde se establece que. Acusa que los artículos 8 y 9 de ese Reglamento de Incorporación establecen que el título de licenciatura es un requisito mínimo para incorporarse al colegio recurrido. Sostiene que ante su reclamo, por medio de oficio del 7 de noviembre de 2011, la Presidenta del Colegio de Nutricionistas le informó que uno de los requisitos para la incorporación respectiva era contar con el título de licenciatura en nutrición. Estima que se le debe permitir incorporarse al colegio profesional recurrido, pese a que no cuenta con el requisito establecido de forma contraria a la Ley. En este caso, se indica que la Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración, de modo que no le compete revisar si la pretensión requerida por el recurrente es procedente, o si se ajusta o no a la normativa legal o reglamentaria vigente, labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. No le corresponde a este Tribunal revisar los criterios y requisitos con base en los cuales el Colegio de Profesionales en Nutrición de Costa Rica determina la posibilidad de incorporación a esa asociación de profesionales, ello es competencia de las autoridades recurridas. Se rechaza de plano el recurso. RP

COMERCIO
15395-11. MÁQUINAS DE JUEGOS. INSTALACIÓN DE MÁQUINAS EN LUGARES DIRIGIDOS A MENORES DE EDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra la reforma introducida por Ley No. 8767 del primero de septiembre de 2009, a los artículos 27 y 28 de la Ley No. 3 del 31 de agosto de 1922, Ley de Juegos.  La norma se impugna en cuanto se estima que al regular esta materia orientada para los menores de edad, se ha provocado una inconsistencia constitucional contra los Derechos Fundamentales de los Patentados de Licores, dado que en los artículos 27 y 18 impugnados se establece una prohibición general de operación de estas máquinas en negocios que no sean "salas de juegos" dejando de lado la operación en establecimientos donde si pueden operar, dado que es su actividad únicamente para adultos, como lo son bares, cantinas, restaurantes, night clubes (sic), y centros nocturnos que pueden tener juegos permitidos por ley, dentro de los que se ubican las máquinas de juegos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que los artículos 27 y 28 de la Ley de Juegos, reformada por la Ley No. 8767 del 1 de septiembre de 2009, son constitucionales en el tanto son dirigidos a menores de edad, y, por consiguiente no se aplican a los establecimientos dirigidos a mayores de edad, que se regulan por sus propias normas.- El Magistrado Cruz Castro consigna nota. SL 

CONTRALORÍA
15746-11. REGLAMENTO.   SE ACUSA QUE NORMA DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA, SOBRE ABSTENCIONES, EXCLUYE A LA LEY GENERAL DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.  Acción de Inconstitucionalidad Mario Enrique Zamora Cordero contra el Reglamento de Abstenciones para los Funcionarios de la Contraloría General de la República. El recurrente estima que la norma impugnada es contraria a lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y la Ley General de la Administración Pública, ya que -a su juicio- de la simple trascripción del artículo 10 del Reglamento impugnado se desprende que el órgano Legislativo emitió un reglamento en materia de abstenciones, inhibiciones y recusaciones, que excluye la aplicación de la Ley General de la Administración Pública, con lo cual pierde su eficacia únicamente en temas no regulados en el reglamento, lo cual estima es particularmente grave por la discordancia entre la ley y el reglamento. Estima la Sala que contrario a lo señalado por el accionante, el Reglamento en cuestión no dispone la exclusión supletoria de la Ley General de la Administración Pública, en cuanto a lo no previsto en el reglamento impugnado. Por otro lado, lo impugnado por el accionante es que el artículo 3 del texto reglamento en cuestión, omite cualquier referencia a la causal de recusación por adelanto de criterio y sin embargo ello sí está previsto en los artículos 230 a 238 de la Ley General de la Administración Pública. En cuanto a los aspectos de legalidad que señala el accionante le causaron perjuicio, respecto de la aplicación del Reglamento impugnado y para la discusión del caso concreto debe plantear sus reclamos ante la jurisdicción contencioso-administrativa, en tanto esta labor fue asignada por el Constituyente al Juez contencioso, según se desprende de lo dispuesto en el artículo 49 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Castillo y Rueda ponen nota conforme se consigna en el último considerando de esta sentencia. RP
DERECHO A LA EDUCACIÓN

16378-11. CENTRO EDUCATIVO. MALAS CONDICIONES HIGIÉNICAS PONE EN RIESGO LA SALUD DE LOS ESTUDIANTES. La recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular del protegido en el artículo 21 de la Constitución Política, por cuanto desde el 26 de septiembre de 2011 no se realiza labores de limpieza en la Escuela Santa Elena ubicada en San Isidro de Grecia, pero las autoridades del Ministerio de Educación Pública no han tomado ninguna medida para resolver esta situación, lo que pone en riesgo la salud de los estudiantes de ese centro educativo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que adopte las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes para que se realice, inmediatamente, las labores de limpieza y de recolección de basura en la Escuela Santa Elena, ubicada en San Isidro de Grecia. CL
16012-11.  SANCIÓN. IMPUESTA A MENOR DE OCHO AÑOS SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO.  Alega la recurrente que sin respeto al debido  proceso, el centro educativo recurrido le impuso a su hijo de ocho años una sanción consistente en la realización de una exposición sobre actividades de convivencia sana en la escuela y el rebajo de 11 puntos en su nota de conducta, al atribuirle haber golpeado a un compañero.  Acota que  contra la resolución antes señalada  presentó recurso de apelación, producto del cual se resolvió modificar la sanción impuesta al amparado, pero dejando de lado totalmente el análisis de los vicios apuntados en relación al debido proceso y los derechos de defensa y de inocencia de su hijo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director de la Escuela Manuel Castro Blanco, no aplicar las sanciones disciplinarias impuestas al menor amparado relacionadas con el rebajo de puntos en la nota de conducta y la acción correctiva, según consta en los oficios de fechas 14 de junio y 29 de julio de 2011, conforme se describe en este amparo, sin perjuicio de ejercer la potestad sancionatoria, una vez que se hayan enderezado los procedimientos. CL
16054-11. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. La recurrente manifiesta,  que el amparado se encuentra cursando el cuatro grado en la escuela recurrida y a lo largo de este curso lectivo se le han planteado varios procedimientos administrativos por supuestas faltas graves, muy graves y gravísimas. En todas ellas se le ha violentado el debido proceso y su derecho de defensa. Dice que el amparado no ha tenido los derechos que se consagran en su beneficio, ya que, no se le ha brindado el derecho a ser escuchado, tener una representación profesional, acceso al expediente, saber qué se le acusa, por cuanto, las únicas notificaciones que han recibido son para poner en  conocimiento el fallo donde se le responsabiliza del acto y la sanción impuesta, todo como consecuencia de los testimonios de los testigos entrevistados a sus espaldas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la instrucción del procedimiento disciplinario Nº EHRR-001-2011. Se anula la resolución de la Profesora Guía de la Sección 4-1 de las 12:00 hrs. de 3 de octubre de 2011, que declaró al amparado responsable de cometer la falta que se le reprochó en ese expediente disciplinario. Se restituye al menor en el pleno goce de sus derechos. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16070-11.    PROGRAMA NUEVAS OPORTUNIDADES PARA JÓVENES. NEGATIVA A FACILITAR AULAS A DOCENTES Y ALUMNOS.   Los recurrentes acusan que en las dos aulas del Liceo Rodrigo Hernández, asignadas para el Colegio Marco Tulio Salazar, en donde imparten clases del programa Programa de Nuevas Oportunidades para Jóvenes-, especialmente para mujeres embarazadas o personas con discapacidad, se viene presentando un creciente deterioro en su planta física, lo que ha originado problemas para los alumnos del programa del Ministerio de Educación Pública y no tiene ahora donde recibir lecciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Instituto Profesional y Educación Comunitaria Barva, al Supervisor de centros educativos del circuito 04 de la Dirección Regional de Educación de Heredia y al Director del Colegio Rodrigo Hernández Vargas todos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ocupen tales cargos, que coordinen y adopten -en el marco de sus competencias- las medidas necesarias para que EN EL PLAZO MÁXIMO DE QUINCE DÍAS a partir de la comunicación de esta sentencia, se asigne las aulas suficientes en el Colegio Rodrigo Hernández, que reúnan las condiciones idóneas para alumnos y docentes del Colegio Marco Tulio Salazar. CL
15827-11.  CREENCIAS RELIGIOSAS. ESTUDIANTE OBLIGADO A BAILAR EN CENTRO EDUCATIVO CONTRA SUS CONVICCIONES. El recurrente adujo que, su Profesora de Educación Física del Liceo San Antonio de Desamparados, le obliga a bailar en las clases, pese a que su religión se lo prohíbe. Por lo descrito, estimó vulnerados sus derechos fundamentales.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Profesora de Educación Física y Director, ambos de Liceo San Antonio de Desamparados, que de manera inmediata, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se evalúe al menor, a través de un método especial, adaptado a sus particularidades, de tal forma que se le permita continuar la asignatura, sin que su negativa a bailar sustentada en razones confesionales, le implique alguna sanción. CL

14985-11. MATRÍCULA. NIEGAN INGRESO A COLEGIO POR TENER CUPO LIMITADO.  Los recurrentes acusan que a su hija se le negó el ingreso al centro educativo accionado, a pesar de que ese lugar conviene mejor a sus necesidades de acceso, seguridad y económicas. Señalan que ese centro educativo es público, pero lo cierto que es algunos niños de la comunidad no tienen el derecho de asistir a ese colegio, en razón de que el cupo es limitado y deben realizar un examen de admisión. En este caso la Sala cita el voto 4866-07, en donde señaló que los padres y estudiantes cuentan con otras opciones en la zona para el ingreso al proceso educativo, ya que lo que importa es que la amparada tenga posibilidad de realizar sus estudios en algún centro educativo y no necesariamente en el que es de la elección de sus padres. No puede olvidarse que la regulación de la forma de ingreso lo que pretende es evitar un perjuicio para quienes habitan dentro de la jurisdicción del centro educativo así como también se constituye en una garantía de que a los estudiantes se les brinda una educación de calidad, por lo cual, deben conformarse los grupos con los cupos establecidos en los manuales respectivos y no más allá de esas cifras máximas pues tal circunstancia acarrearía una inadecuada atención a los estudiantes, que por lo demás, la determinación del número máximo de estudiantes por grupo es un aspecto técnico que no corresponde a esta Sala fijar. No existe, entonces, un derecho a escoger determinado centro educativo, sino a que se garantice el acceso a la educación a todas aquellas personas que así lo soliciten. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 

15137-11, 15165-11.  INDÍGENA. INCONFORMIDAD POR NOMBRAMIENTO DE DOCENTES NO INDÍGENAS SIN CONSULTAR A LA ASOCIACIÓN INDÍGENA.  El recurrente, en su condición de Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Cabagra, acusa que las autoridades recurridas han procedido a nombrar en propiedad a docentes no indígenas en las escuelas que pertenecen a esa Comunidad Indígena, sin haberle consultado esa designación a la asociación tutelada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, disponer para el próximo curso lectivo, el traslado de los docentes nombrados a otros centros educativos distintos a donde, actualmente, están ejerciendo su cargo, siempre que no se produzca inopia en los centros educativos, pues de lo contrario deberán continuar en sus cargos, hasta que se supere esa situación. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
16331-11. FUNCIONARIOS.  NEGATIVA A BRINDAR INFORMACIÓN SOBRE FUNCIONARIOS QUE LABORAN EN INSTITUCIÓN PÚBLICA. El recurrente alegó que el Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura se niega a suministrarle información que solicitó, relativa a funcionarios nombrados en esa institución. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Jefa de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura, suministrar, en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, al recurrente la información solicitada, con las salvedades indicadas en la parte considerativa de esta sentencia. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15461-11. INFORMACIÓN LEGISLATIVA. RETARDO EN RESPONDER GESTIÓN DE LAS EMPRESAS PRIVADAS GENERADORAS ELÉCTRICAS.   Los recurrentes manifiestan que presentaron al Presidente de la Comisión Especial dictaminadora de las iniciativas legislativas referentes a la materia eléctrica, una solicitud a fin de que se le informara acerca de las sesiones que han realizado las subcomisiones, pidió acceso a las actas de las deliberaciones de esos órganos parlamentarios y las fechas de sesiones hacia el futuro, con indicación del lugar, día y hora de la sesión, así como posibilidad de presencia del público.  A la fecha de interposición del recurso, no han recibido respuesta a su solicitud. Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Presidente de la Comisión Especial Dictaminador en materia de electricidad de la Asamblea Legislativa, proceder de inmediato a dar respuesta por escrito a la solicitud presentada por los recurrentes. CL

DERECHO A LA SALUD

15022-11. ATENCIÓN MÉDICA.  NEGATIVA A ENTREGAR MEDICAMENTOS A PACIENTE NO ASEGURADO HASTA QUE PAGUE EL SERVICIO MEDICO RECIBIDO.  El recurrente manifiesta, que aunque no está asegurado, debido a un problema de presión arterial, el primero de noviembre de 2011 fue atendido por un médico de la entidad recurrida y éste le recetó una serie de medicamentos. Sin embargo, no se los entregan hasta que cancele las facturas de cobro por la atención médica que recibió, con lo que se pone en riesgo su salud. Señala la Sala que el cobro que el recurrente cuestiona, no entraña un desconocimiento de su necesidad, como persona no afiliada al sistema de seguridad social, de ver tutelado su derecho a la salud y tener acceso a los servicios prestados por la Caja Costarricense de Seguro Social. Se cita el voto 9880-03, en donde la Sala ha señalado que los derechos de no afiliados al sistema a acceder a éstos, estableciendo que dicha accesibilidad vendrá dada por la urgencia del caso, verbigracia indigentes que están expuestos a situaciones extremas o personas que sufren graves accidentes que ameritan la atención hospitalaria inmediata, independientemente de si éstos están o no asegurados. Por otra parte, también se ha declarado por este Tribunal el derecho de quienes no estén asegurados y no padezcan de enfermedades que indiquen hospitalización o atención médica urgente, sino que simplemente requieran de los servicios médicos que se prestan en la Caja Costarricense de Seguro Social, siempre y cuando se cancele el servicio prestado, lo cual siempre resultará en una ventaja para el que utiliza el servicio, toda vez que la cotización solidaria de todos los trabajadores hace del costo del servicio uno más accesible a las necesidades de los que no poseen un empleo y requieren la atención médica. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
DERECHO DE PENSION
15130-11.  VIUDEZ. NEGATIVA A PAGAR RETROACTIVO DE LA PENSIÓN A PARTIR DE LA SENTENCIA CONSTITUCIONAL.  La recurrente asegura que la Caja Costarricense de Seguro Social le suspendió la pensión por viudez que disfrutaba, a  partir  del  01  de agosto   del 2004, conforme  a  lo dispuesto   en  el inciso d) del  artículo 20 del Reglamento de Invalidez,  Vejez y Muerte,  por  cuanto contrajo segundas nupcias. Asegura que por  medio de la sentencia número 2010-18965 de las 13:18 horas del 17 de noviembre  de 2010, esta Sala anuló la norma en mención, por lo que la autoridad recurrida procedió a reanudar el pago que le corresponde y, ante su petición, le fueron cancelados los montos que le correspondían del 13 de diciembre de 2010 al 04 de abril de 2011; sin embargo, no le quiere entregar los montos que le pertenecen del 01 de agosto de 2004 al 13 de diciembre de 2010. Considera la Sala que el conocimiento y resolución del diferendo planteado resulta ajeno a su ámbito de competencia, pues establecer los montos que le corresponden a la amparada de acuerdo con la normativa vigente, conforme a la correcta aplicación e interpretación de la normativa infraconstitucional que rige la materia, hace referencia a un conflicto de legalidad ordinaria que excede el carácter eminentemente sumario del proceso de amparo. Asimismo, tampoco le corresponde a este Tribunal revisar la correcta aplicación de leyes en el tiempo (definición de la ley aplicable), labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. Por lo que la disconformidad de la amparada con respecto a lo actuado por la autoridad recurrida se podrá plantear en la jurisdicción ordinaria correspondiente, donde se podrá analizar -con la debida amplitud probatoria- tal extremo. Se declara sin lugar el recurso. SL 

14961-11. PENSIÓN POR VIUDEZ. REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR SUCESIÓN DEL MAGISTERIO NACIONAL. Acción de inconstitucionalidad contra el inciso A) del artículo 13 del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. La accionante impugna la  exigencia de una dependencia económica absoluta para que el  cónyuge sobreviviente pueda obtener la pensión por viudez, lo que estima contrario a los artículos 33, 56 y 73 de la Constitución Política, pues discrimina al cónyuge supérstite que trabaja respecto del que no lo hace y lo deja en una posición económica desventajosa. Además, impone una condición contraria a la dignidad humana, pues castiga al cónyuge que trabaja y aporta solidariamente a los gastos del hogar, al denegarle el derecho a la pensión por viudez, y lo expone a una situación de desventaja incluso inferior a la que venía disfrutando cuando su cónyuge estaba en vida. Finalmente, estima que la norma impugnada es contraria al espíritu del artículo 73 constitucional,  pues no  protege a los trabajadores, ni a su familia,  en circunstancias de enfermedad, incapacidad, maternidad, vejez y muerte, que los colocan en situaciones desmejoradas, difíciles y desventajosas. Sobre la exigencia de la dependencia económica, se cita el voto 4808-10, en donde esta Sala ha considerado que no es inconstitucional exigir al cónyuge supérstite  la dependencia económica del fallecido, toda vez, que la finalidad de la pensión por viudez, es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar ante la disminución económica que sufren por la muerte del asegurado, por lo que viene a sustituir el aporte económico que el asegurado fallecido generaba en su núcleo familiar. Así las cosas, o resulta necesario que la viuda o el viudo demuestren su dependencia económica del fallecido, a efecto de determinar el grado de disminución o pérdida económica que sufrió producto de la muerte de su cónyuge. Ahora bien, tal como se indicó en esa ocasión, la exigencia de la norma no resulta inconstitucional siempre que se interprete que la dependencia económica no es absoluta o total. Ahora bien, la norma aquí impugnada no hace referencia alguna, sobre el grado de dependencia, pues no exige que ésta sea absoluta, por lo que debe interpretarse que dicha exigencia no es total y existen grados de dependencia que deben ser analizados en cada caso particular. De esa forma, bastará con que el cónyuge supérstite demuestre que el fallecido realizaba algún aporte económico a los gastos del núcleo familiar, lo anterior, con fundamento en el principio de protección especial contenido en el artículo 51 constitucional. Se rechaza por el fondo la acción. La norma no es inconstitucional en tanto se interprete conforme al Derecho de la Constitución y se entienda que la dependencia económica del cónyuge supérstite a que se refiere el inciso a) del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, no es absoluta o total.   Notifíquese  a la Junta Directiva del Magisterio Nacional. RF
DERECHO DE PROPIEDAD

16004-11. INMOVILIZACIÓN. POR DECLARATORIA DE PERTENENCIA A PARQUE NACIONAL.  El recurrente acusa que desde junio de 2002, se le informó que un terreno de su propiedad iba a pertenecer al Parque Nacional La Cangreja; no obstante, al día de hoy, pese a las múltiples propuestas de compra que ha tenido, no ha sido posible su venta, ya que con cualquier estudio del terreno realizado por los compradores interesados, se determina que forma parte del citado Parque Nacional, lo que implica que ni siquiera puede disponer de su derecho de propiedad sobre la finca.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, proceder en forma inmediata a realizar los trámites que sean necesarios para concluir el proceso de expropiación de la finca inscrita en el Partido de San José al Folio Real matrícula número 263846-000, plano catastrado número SJ-12196-1973, propiedad de la Empresa de Auto Transporte San Roque Limitada, si ello fuere procedente. CL
16200-11. DESALOJO.  SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente reclama que el Ministro de Seguridad Pública, en la que se acogió la orden de desahucio emitida por el Instituto de Desarrollo Agrario en su contra; sin embargo, no se hizo alusión a los recursos que podía interponer, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso, por la vulneración al derecho de defensa y debido proceso. En consecuencia, se anula la resolución administrativa número 2517-11 DM de las 15:40 del 18 de octubre de 2011, dictada por el Ministro de Seguridad Pública. Se ordena retrotraer el procedimiento a fin de que el Ministerio de Seguridad emita un acto administrativo debidamente motivado por medio del cual se le ponga en conocimiento a la recurrente las razones de hecho y derecho por las que se solicitaría su desalojo, cumpliendo con todas las garantías constitucionales, entre ellas, la posibilidad de impugnar ese acto. CL
15997-11. DAÑOS. TRABAJOS EN RUTA NACIONAL HIGUITO-COPALCHÍ PROVOCAN DAÑO EN PROPIEDADES POR AUMENTO DE CAUDAL EN QUEBRADA. El recurrente acusa que los trabajos realizados en la ruta nacional 206 Higuito-Copalchí en el año 2004, ocasionaron que el cauce del riachuelo que cruza sus inmuebles, aumentara considerablemente, lo que amenaza la integridad de sus propiedades, así como su vida y la de sus familiares. Adujo que, pese a que se encuentra pendiente ante el Tribunal Ambiental Administrativo, una denuncia al respecto, las autoridades del Consejo Nacional de Vialidad no han intervenido, en aras de solventar la problemática. Reclamó que, las obras fueron ejecutadas sin contar con un Estudio de Impacto Ambiental. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la lesión del derecho de propiedad. Se ordena al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que de manera inmediata, ejecuten las obras requeridas para que las aguas sean encauzadas de forma correcta y no ingresen en un volumen irrazonable a los inmuebles del amparado. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
15070-11.  DESALOJO.  OCUPANTES DE TERRENOS EN PLAYA GARZA. El recurrente manifiesta, que  el amparado es pescador artesanal y vecino de Punta Mala de Playa Garza.  Las autoridades recurridas pretenden desalojarlo, sin que se haya llevado a cabo el debido proceso legal correspondiente. Señala  que dichos pescadores tienen más de cuarenta años de reconocida ocupación de la zona marítima terrestre donde se les pretende desalojar.  Lo anterior, -a su criterio- para proteger sus intereses de compra venta de la referida zona marítimo terrestre de una empresa transnacional. Con vista de los informes de los recurridos,  se acredita que en este caso no existe todavía orden de desalojo en perjuicio del amparado, sino que las autoridades recurridas se encuentran apenas en el proceso de identificación de ocupantes, y de evaluación de la situación socioeconómica, salubridad y existencia de menores en la zona, resulta prematuro argumentar la violación al derecho al debido proceso. Dado que el Estado goza de las potestades suficientes para recuperar el pleno dominio de los terrenos que hayan sido ilegalmente ocupados en la zona marítima terrestre; y dado que los derechos infraconstitucionales que el amparado considere que tiene para permanecer como habitante de la zona es una cuestión de legalidad, se impone la desestimatoria de este recurso. Lo anterior, sin perjuicio de que más adelante cuando se haya emitido orden de desalojo en contra del amparado y no se le respete su derecho al debido proceso -porque no haya sido comunicado previamente o porque no se le haya dado plazo para ejercer su derecho de defensa-, este pueda nuevamente acudir a esta Sala.  Se declara SIN lugar el recurso.   SL

15105-11.  DESALOJO.  DEMOLICIÓN DE VIVIENDAS SIN PREVIO AVISO. Los recurrentes manifiestan, que funcionarios municipales  se presentaron a sus  casas de habitación con equipo pesado  y, sin ninguna  orden de desalojo, procedieron a demoler  los hogares que con tanto esfuerzo habían construido y con ello pusieron en riesgo la integridad física  de  sus  familias.  Sostienen que tiene documentos legales   que  les otorga  derecho   sobre  las propiedades,   a  los cuales hicieron caso omiso las autoridades municipales.   Esta Sala resolvió, que  los hechos expuestos por los recurrentes ya han sido valorados anteriormente por esta Sala, por ejemplo en la sentencia 2011-09615 de las 11:23 horas del 22 de julio de 2011. Posteriormente, esta sentencia fue reiterada en la número 2011-010356 de las 11:49 horas del 5 de agosto de 2011. En razón de ello, se colige que no llevan razón los recurrentes al indicar que al demolición realizada el 12 de octubre de 2011,  fue ilegítima, pues la Municipalidad accionada publicó en las Gacetas N° 46,47 y 48 de los días 7, 8 y 9 de marzo de 2011, el proceso de demolición en contra de todos los copropietarios del inmueble, toda vez que la propiedad se encuentra localizada en la Zona Especial de Protección del Gran Área Metropolitana, en donde no es posible autorizar procesos de urbanización. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15171-11. ADJUDICACIONES. REQUISITOS PARA OTORGAR LOTE PARA VIVIENDA POR PARTE DEL IDA. Acción de Inconstitucional contra el artículo 47 inciso d) y h) del Reglamento Autónomo para la selección y adjudicación del los solicitantes de Tierras. Aprobado en sesión 051-03 del 10-11-2003, modificado en artículo 38 de sesión # 53-03 del 24-11-2003. La norma se impugna en cuanto establece como criterio de descalificación para optar por un lote para vivienda,  el hecho de que algún miembro del grupo familiar posea un inmueble apto para vivienda, pues ello  impide a las personas adultas mayores ser beneficiarios del IDA, sin importar si el miembro familiar es un adulto y está por casarse o establecer su propia vivienda aparte de los adultos mayores. Reclaman que la norma cuestionada no toma en consideración las particularidades de los adultos mayores y los deja en una evidente desventaja en relación con el resto de las personas. Se declara sin lugar la acción, siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase "o miembros del núcleo familiar" del artículo 47 inciso d) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario, hace referencia al concepto de "familia nuclear", integrada únicamente por los progenitores y los hijos o hijas que no han logrado independencia económica y viven bajo el mismo techo o parcela. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo y a la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. SL
DERECHO DE TRABAJO
16354-.  INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIA INTERINA PARA NOMBRAR OTRA EN LA MISMA CONDICIÓN.  El recurrente manifiesta que para el curso lectivo dos mil once, se le nombró interino como Profesora de Contabilidad en el Colegio Técnico Profesional Jesús Ocaña Rojas de Alajuela. Manifiesta que dicho nombramiento era en sustitución de otra funcionaria que se encontraba incapacitada.  No obstante la misma continuó incapacitada pero no se le prorrogó el nombramiento, sino que se nombró a otra servidora interina en su lugar. En este caso se constata que en realidad no se trató de la violación a la estabilidad laboral de la recurrente, ya que es válida su sustitución por otro interino, por cuanto la recurrente ostenta la categoría profesional de Aspirante, mientras que las docentes que fueron posteriormente nombrados en la plaza en cuestión ostentan las calificaciones VT1 y VT6. En el puesto que ocupó la recurrente se nombró a otras funcionarias mejor calificadas, actuación que se ajusta a lo dispuesto en el artículo 192 de la Constitución Política y, por ende, no constituye una lesión a los derechos fundamentales de la recurrente. Se declara sin lugar el recurso.  SL
16401-11. REORGANIZACIÓN.  DISMINUCIÓN DE PLAZAS POR RECORTE PRESUPUESTARIO SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO.  En la especie, los recurrentes señalan que el Concejo Municipal recurrido, en virtud de la recomendación de la Comisión de Hacienda y Presupuesto, aprobó disminuir el presupuesto del año 2010 en cien millones de colones, reduciendo las partidas destinadas a gastos administrativos. Indican que la Municipalidad recurrida alega que su decisión, se basó en una recomendación efectuada por la Contraloría General de la República que sugería la disminución de un diez por ciento en los gastos administrativos. Dicen que esa decisión, implicó la eliminación de trece plazas por una reducción forzosa por disminución de presupuesto, que los afectó a ellos, dándose por finalizada su relación laboral a partir de enero de 2012. Acusan que este cierre de plazas se efectuó sin seguir los procedimientos establecidos para las reorganizaciones. En este caso, no estima la Sala que en el caso concreto se haya producido violación alguna a los derechos fundamentales de los amparados. Tal como se desprende del material probatorio aportado a los autos, se tiene que la autoridad recurrida emitió un estudio técnico en el cual determinó qué plazas eran las que debían eliminarse, así como las razones de su eliminación. Al tenor de lo dicho, no corresponde a esta Sala, entrar a valorar la validez u oportunidad del estudio técnico por este medio cuestionado, ni tampoco, si era procedente o no eliminar las plazas de los recurrentes. Es claro, que si las plazas ocupadas por los amparados desaparecen a la luz de la nueva estructura, la autoridad recurrida tiene la potestad de cesarlos de sus puestos, siempre y cuando, les cancele lo que les corresponde por prestaciones laborales. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
16026-11. INFORMACIÓN PERSONAL. NEGATIVA A ENTREGAR EFECTOS PERSONALES E INFORMATIVOS A EMPLEADO  DE COOPERATIVA DESPEDIDO.  Alega el recurrente que al momento de comunicarse su despido le impidieron obtener la información privada y personal de su correo electrónico.  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso únicamente por la violación al derecho a la intimidad del amparado, en consecuencia se ordena a la Gerente General de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Empleados del INA R.L, lo siguiente: 1) Proceder de inmediato a citar al amparado para que pueda retirar debidamente sus efectos personales e informáticos, levantándose un acta al respecto; 2) Girar las instrucciones correspondientes para que toda la información y las comunicaciones privadas del amparado, una vez entregadas a este, sean borradas para que nadie más tenga acceso a ellas. CL Parcial
16001-11. DISCIPLINARIO.   CONOCIMIENTO DE LOS MISMOS HECHOS EN VÍA PENAL Y ADMINISTRATIVA. Acusa la recurrente que a pesar de estar en trámite un proceso penal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario también seguido en contra del amparado, se refirieron a los mismos hechos, lo cual reputa violatorio de los derechos fundamentales de éste. Esta Sala considera, que las autoridades recurridas no han incurrido en quebranto alguno de los derechos fundamentales del amparado, sea este, el principio de inocencia, el derecho de defensa o en general, el debido proceso, pues en reiteradas ocasiones se ha manifestado que el hecho que en sede administrativa se inicie un procedimiento disciplinario de forma simultánea que en vía penal -a pesar de tratarse de los mismos hechos investigados y respecto de los mismos sujetos involucrados-, no violenta el principio constitucional del "non bis in ídem", consagrado en el numeral 42 de la Constitución Política, puesto que un mismo hecho puede encuadrar en normas de distintas ramas del derecho y puede causar efectos diferentes e independientes en diversas vías, toda vez que se trata de sanciones correspondientes a dos esferas de responsabilidad totalmente diferentes e independientes dentro de nuestro ordenamiento jurídico, la administrativa y la penal. De ahí que no lleva razón la recurrente al alegar que con las actuaciones descritas se violenten los derechos fundamentales del amparado, pues nada impide a la Administración investigar y resolver sobre la responsabilidad disciplinaria, teniendo como punto de partida la denuncia interpuesta. En consecuencia, procede declarar sin lugar el recurso.  SL
16013-11. AMONESTACIÓN. SANCIÓN IMPUESTA A FUNCIONARIA SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO.  La recurrente manifiesta que labora para el Instituto recurrido en la Virgen de Sarapiquí y que le fue impuesta una sanción sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación impuesta al   tutelado por el oficio número DRH-0922-2011 del 23 de junio de 2011. Los Magistrados Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.  CL
16050-11.  DISCRIMINACIÓN.  NEGATIVA DE JUEZ COORDINADOR PARA NOMBRARLA POR SER MUJER. La recurrente alega que el Juez Coordinador recurrido la ha discriminado en los nombramientos por ser mujer, por lo que  solicita se le nombre en una de las plazas que quedan vacantes en el Despacho. Esta Sala resolvió, que no corresponde a este Tribunal sustituir a las autoridades recurridas en sus funciones o actuar como una instancia más en los procedimientos concursales, a fin de analizar la oferta del interesado y de los otros participantes en el concurso, con el propósito de establecer si éstos cumplían o no los requisitos y condiciones exigidas al efecto, y resolver si sus ofertas fueron debidamente valoradas y calificadas. Tampoco le compete resolver si, conforme a la adecuada interpretación y aplicación de la normativa legal y reglamentaria que rige la materia, existía mérito o no para escoger a los oferentes en detrimento de la oferta de la recurrente. Todo ello implica una controversia de legalidad ordinaria que no procede dilucidarse en esta jurisdicción de constitucionalidad, pues tampoco es de su competencia nombrar a la amparada en algunas de las plazas vacantes que quedan en el Despacho Judicial, como lo solicita. Así las cosas, considera este Tribunal que no se logra evidenciar de autos, alguna lesión a los derechos fundamentales de la recurrente, por lo que se declara sin lugar el recurso.  SL
16075-11. INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO EN EL PODER JUDICIAL.  Acusa el recurrente que la Administradora de los Tribunales de Golfito cesó su nombramiento interino en la Plaza de Notificador 1, para nombrar en su lugar a otra persona interina. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial y a la Administradora de los Tribunales de Justicia de Golfito, restituir de manera inmediata al recurrente, en el pleno goce de sus derechos fundamentales nombrándolo en la plaza número 45002 de Notificador 1. CL
16146-11. SUBSIDIO.  SUSPENSIÓN DE SALARIO Y SUBSIDIO A FUNCIONARIA INCAPACITADA POR MATERNIDAD.  La accionante manifiesta le fue suspendida del pago de su salario, a partir del mes de octubre de este año en curso; con el agravante de que se encuentra incapacitada por maternidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe a.i.  de la Sub-área de Asesoría de Prestaciones en Dinero y al Sub-director de la Dirección de Administración y Gestión de Personal, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer lo necesario para que, que se regularice de inmediato el pago del salario y del subsidio por incapacidad a la accionante. CL
15843-11. SANCIÓN. ABOGADO SANCIONADO SIN OTORGARLE EL DERECHO A LA DEFENSA.    El recurrente manifiesta, que es abogado de la Dirección de Ahorro y Préstamo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. Señala que el primero  de noviembre de manera intempestiva, y sin otorgarle el derecho de defensa, se le comunicó el acuerdo tomado por la Junta Directiva en el acta de la sesión ordinaria número 5892 del treinta y uno de agosto de dos mil once, para imponerle una sanción, sin darle audiencia, ni instaurar procedimiento administrativo alguno en su contra, según lo establecido por el artículo 308 de la Ley General de la Administración Pública. Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación escrita que se le impuso al amparado en el memorando GG-856-2011 del veintiocho de octubre del dos mil once, de la Gerencia General del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. CL
15818-11. LICENCIA. NEGATIVA A AUTORIZAR LICENCIA ESPECIAL POR ADOPCIÓN DE MENOR DE EDAD.  La recurrente manifiesta que el Juzgado de Familia de la Niñez y la Adolescencia, aprobó solicitud de adopción conjunta y cambio de nombre de persona menor de edad, a favor de los promoventes, con todos los derechos y deberes que de este tipo de filiación se derivan. Afirma que es funcionaria de la Subgerencia de Control Extensivo de la Administración Tributaria de la Zona Sur, en donde le fue rechazada la solicitud de licencia con goce de salario por adopción de menor. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Hacienda, que adopte las medidas necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para que la recurrente pueda disfrutar de la licencia especial por adopción por el plazo que le  corresponde, sea de tres meses. CL

15894-11. NOMBRAMIENTO. INFORME NEGATIVO DE TRABAJADORA SOCIAL IMPOSIBILITA NOMBRAMIENTO DE JUEZ GENÉRICO. La recurrente manifiesta su inconformidad con lo dispuesto por la Trabajadora Social del Servicio de Salud del Poder Judicial, quien inicialmente le evalúo para el cargo de Juez Genérico 1 y luego por medio de informe del día 28 de octubre de 2011, dispuso no recomendarle para el puesto en discusión, bajo el argumento de que presenta limitaciones en aspectos propios del cargo que afectan su labor en el manejo de personal. En su criterio, lo resuelto es improcedente, pues no se hizo referencia a los parámetros técnicos utilizados para estimar que no era apta para el puesto, ni tampoco se le indicó si dicha decisión se basaba en su expediente personal, por lo que esta Sala debe anular el informe rendido por la funcionaria recurrida, con la finalidad de que se le realice una segunda entrevista objetiva.  En este caso, se indica que la Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración, de modo que no le compete revisar si lo dispuesto a nivel técnico por la funcionaria accionada en el informe en disputa, se ajusta o no a la normativa legal o reglamentaria vigente, labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. Por ello, deberá la recurrente plantear su inconformidad o reclamo ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso. RP

15784-11. INCAPACIDAD.  NIEGAN AMPLIACIÓN DE INCAPACIDAD POS-PARTO.   La recurrente manifiesta que se le otorgó una licencia por maternidad por un período de cuatro meses. Señala que el 2 de junio dio a luz a dos niños varones de treinta y seis semanas. Luego de haber terminado su licencia por maternidad, se presentó a la Clínica Dr. Moreno Cañas para tramitar los dos meses adicionales que dispone el artículo 17 del nuevo Reglamento de la Caja Costarricense de Seguro Social. Sin embargo, se le informó que la incapacidad sería extendida, solamente, por un mes adicional, bajo el argumento que así era en la práctica, por lo que debe regresar al trabajo el 2 de noviembre. Alega que la denegatoria del derecho contemplado en el artículo 17 del Reglamento de la Caja, vulnera sus derechos fundamentales, pues la modificación que se hizo al mismo, es para solventar las necesidades de las personas menores de edad que se encuentran en casos especiales. En este caso se declara sin lugar el recurso porque consta que a la amparada no se le ha negado la posibilidad que se amplíe la licencia  de maternidad. La discrepancia, existe con respecto al plazo por el que debe extenderse el período de protección que se reclama, lo cual no supone de modo alguno que la administración recurrida desconozca los derechos fundamentales de la recurrente y de sus hijos, sino es una discusión de legalidad ordinaria. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado. Se declara sin lugar el recurso. SL
15780-11. HORARIO. POLICÍAS PENITENCIARIOS. Alega la  recurrente, funcionaria de la Dirección de la Policía Penitenciaria, que hace un ano-, su jornada de trabajo fue cambiada del rol 7X7 (siete días de trabajo y siete días libre), al rol 5X2 (cinco días de trabajo y dos días libre). Explico que los dos días libres siempre son entre semana, de manera que no coinciden con los de su compañero y que no puede compartir plenamente el tiempo libre con familia. En este caso, es claro que las restricciones impuestas a la vida privada de la recurrente no obedecen a una decisión arbitraria, sino a las necesidades del trabajo mismo. Es improcedente que este Tribunal ordene disponer que los días libres de los funcionarios de la Unidad de Requisa sea el fin de semana, cuando, precisamente, se requiere su presencia por el tipo de servicio penitenciario continuo. Se declara sin lugar el recurso. SL
15657-11. RECALIFICACIÓN. PROFESIONALES DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE NOTARIADO REUBICADOS NO HAN SIDO RECALIFICADOS. El recurrente manifiesta, que tanto él como los amparados, eran funcionarios de la Dirección Nacional de Notariado, instancia en la que tenían el cargo de Profesionales en Derecho 3. Refiere que en el momento en que la Dirección Nacional de Notariado es separada del Poder Judicial, ellos fueron reubicados en distintas oficinas del Poder Judicial, lo anterior, según acuerdo del Consejo Superior. Aduce que el Consejo dejó claro que todos conservarían la calificación de Profesional en Derecho 3 - con la salvedad de que otros profesionales que se ubiquen en esas plazas, sí serán objeto de recalificación, en tanto ellos no - pues al momento de la reubicación eran funcionarios en propiedad. Pese a lo anterior, acusa que al momento de interpuesto este recurso, tanto él como los amparados, no habían sido beneficiados con el aumento salarial extraordinario o gerencial a que sí tuvieron acceso los demás funcionarios con su misma condición. Advierten que pese a que han accionado ante el Consejo Superior a fin de obtener lo pretendido, sus gestiones han sido infructuosas, por lo que consideran fueron objeto de discriminación.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN lugar el recurso. SL

15496-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ORGANISMO INTERNACIONAL GOZA DE INMUNIDAD.   La recurrente señala que el veintiuno de septiembre de dos mil once, la Directora de la División de Gestión de Talento Humano del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), le comunicó el inició de un proceso administrativo en su contra, sustentado en una nota confidencial de un subalterno. Argumenta que ha solicitado a la accionada las pruebas en que se sustenta dicho proceso, pero lo cierto es que esas pruebas no se le han brindado, por lo que estima se violentados sus derechos fundamentales.  Esta Sala resolvió, que el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura en Costa Rica –autoridad recurrida en el presente caso- goza de una personalidad jurídica diferente a las otras personas físicas o jurídicas, ya que se trata de un organismo con status internacional que representa a los otros Estados Miembros que forman parte de la Organización de los Estados Americanos. Dicha categoría se adjudicó a partir del momento en el que se ratificó la Convención sobre Privilegios e Inmunidades de la Organización de los Estados Americanos –Convención ratificada mediante Ley 6459 del once de septiembre de mil novecientos ochenta. Partiendo de lo anterior y tomando en cuenta que la autoridad recurrida goza de inmunidad contra todo procedimiento judicial, debe entenderse que el recurso interpuesto ante este Tribunal deviene improcedente, por no contar la Sala con la posibilidad de inobservar las normas que con el rango que establece el artículo 7 de la Constitución Política. Sobre este tema se cita la sentencia número 6005-94. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

15617-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. CONTRA FUNCIONARIA POR NO ESTAR AGREMIADA A COLEGIO PROFESIONAL. La recurrente alega que en el Teatro Nacional de Costa Rica se inició un procedimiento administrativo disciplinario en su contra, por laborar en la Institución sin encontrarse agremiada al Colegio de Licenciados y Profesores en Letras, Filosofía, Ciencias y Artes de Costa Rica. Lo anterior, a pesar que su puesto en el Teatro es, exclusivamente, el de Historiadora y, en su criterio, la “obligatoriedad” de la colegiatura se reserva a aquellos profesionales que ejercen la docencia. Asimismo, aduce que no existe un Colegio Profesional exclusivo para Historiadores. Estima que el proceder de las autoridades recurridas constituye una violación a sus derechos constitucionales. En este caso, se indica que los colegios profesionales están facultados para exigir el cumplimiento de los requisitos para el ejercicio de la profesión, como por ejemplo, el deber de colegiarse, el pago de las mensualidades correspondientes a esa colegiatura y además, fiscalizar que la profesión sea ejercida conforme a las reglas de ética y moral que la corporación dicte, etc. De ahí que, no resulta ilegítimo que se le exija a la amparada, la incorporación al colegio recurrido para desempeñarse en el puesto en cuestión. Debe hacerse notar que desde el 10 de febrero de 2010, fecha en la cual el colegio recurrido aprobó su solicitud de retiro indefinido de esa entidad, se le informó a la amparada que ese retiro implicaba su renuncia al ejercicio legal de la profesión. De otra parte, no constituye un proceder arbitrario y contrario a los derechos de la amparada, el que las autoridades del Teatro Nacional hayan iniciado un procedimiento administrativo en su contra, para dilucidar las presuntas irregularidades denunciadas por la Auditoria del Teatro. En múltiples ocasiones, se ha sostenido que la apertura de un procedimiento administrativo en contra de un funcionario no implica per se, una violación a ningún derecho fundamental. Además, el establecimiento de dicho procedimiento no es más que una forma de garantizarle un debido proceso y el ejercicio del derecho de defensa, de modo que es en esa instancia donde podrá la recurrente exponer sus argumentos de descargo. Se declara sin lugar el recurso. SL

15536-11. RECALIFICACIÓN. REVOCATORIA DE RECALIFICACIÓN DE PUESTO DE MANERA UNILATERAL. Alega el recurrente que pese a que la Junta Directiva de la institución recurrida aprobó a su favor una recalificación de puesto, para que a partir del 1° de junio de 2010 pasara a la categoría de Profesional Jefe de Servicio Civil 2, clase 47, siempre en la Auditoria General, posteriormente se le notificó que con fundamento en el oficio STAP-1388-2011 de la Autoridad Presupuestaria, se  resolvió dejar  sin efecto  la  recalificación de su puesto y, en consecuencia, mantenerlo en el mismo grado y categoría previa, es decir, Profesional de Servicio Civil 2, medida que se le aplicaría de manera retroactiva a partir del 1° de julio del año en curso. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y al Jefe de la Unidad Funcional de Capital Humano, ambos del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP), que de manera INMEDIATA restituyan al recurrente en el puesto que se le otorgó por recalificación de Profesional Jefe de Servicio Civil 2, clase 47, en la Auditoria General del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP). CL

15611-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. OBLIGAN A DOCENTES ATENDER ESTUDIANTES CON NECESIDADES ESPECIALES SIN ESTAR CAPACITADOS.  La recurrente manifiesta que es docente regular de primaria y actualmente atiende niñas de adecuación significativa, a pesar de que no tiene especialidad en enseñanza especial, ni es recurso humano especializado o clasificado en las escalas laborales para tales efectos; considera que está realizando labores que no le competen y que no son remuneradas por estar fuera de su ámbito laboral; en la actualidad administra las propuestas educativas, exámenes, extra clases, asistencia, trabajo cotidiano, entre otras, sin la mediación pedagógica adecuada, ya que no tiene estudios en la materia; se siente y se ve discriminada en sus labores. Alega que su ámbito de trabajo y su escala laboral, es la perteneciente a educación primaria y pese a no tener especialidad en Educación Especial ni pertenecer a dicha escala laboral, realiza el trabajo de especialista. Además, señala que no le pagan dichas labores porque no está académica ni pedagógicamente preparada para tal fin. En casos similares, en que los y las docentes regulares han presentado reclamos por el hecho de que deban atender alumnos con necesidades educativas especiales, la Sala ha advertido que es un deber ineludible de todo profesional mantener la debida actualización de sus conocimientos que le permitan el pleno y adecuado ejercicio de su cargo, lo cual resulta particularmente relevante en el caso de los educadores, quienes por su propia función deben velar por la debida formación integral de los alumnos (v. sentencia 2009-004767 de 11:55 hrs. de 20 de marzo de 2009).  En reiteradas resoluciones, este Tribunal ha considerado que la valoración de la calidad de la educación brindada, así como de las estrategias educativas desplegadas por los docentes y la plataforma de atención de recursos humanos para la atención de los estudiantes con necesidades educativas especiales corresponde al Ministerio de Educación Pública (v. sentencia número 2011006876 de 11:42 hrs. de 27 de mayo de 2011). Se declara sin lugar el recurso. SL
15424-11. DESPIDO. ASUNTO SE VENTILA EN VÍA PENAL Y SE ACUSA QUE NO SE SIGUIÓ LO RECOMENDADO POR LA JUNTA DE RELACIONES LABORALES. El recurrente acusa que en su contra se inició la causa disciplinaria en la que se le impuso una sanción de revocatoria de nombramiento. Argumenta que el procedimiento que se siguió en su contra debe ser anulado por cuanto dicho asunto se ventila en sede penal por un accidente de tránsito bajo los efectos del alcohol. Apunta que el procedimiento administrativo se basó en hechos que son de conocimiento por la autoridad penal, por lo que debió de supeditarse un proceso al otro y no resolver hasta tanto la autoridad jurisdiccional emitiera su fallo. Señala que la Comisión de Relaciones Laborales recomendó que se anulara el procedimiento, sin embargo, el Consejo Superior del Poder Judicial confirmó lo recomendado por la Inspección Judicial ordenando su despido. Considera este Tribunal que las autoridades recurridas no han incurrido en quebranto alguno de los derechos fundamentales del amparado, sea este, el principio de inocencia o el derecho a la estabilidad en el empleo, pues en reiteradas ocasiones se ha manifestado que el hecho que en sede administrativa se inicie un procedimiento disciplinario de forma simultánea que en vía penal -a pesar de tratarse de los mismos hechos investigados y respecto de los mismos sujetos involucrados-, no violenta el principio constitucional del "non bis in ídem", consagrado en el numeral 42 de la Constitución Política. Por otra parte, debe indicarse que el Consejo Superior no se encuentra supeditado a lo dispuesto por la Comisión de Relaciones Laborales dado que se trata de una recomendación. RF

15521-11. NOMBRAMIENTO. JUBILADO DEL PODER JUDICIAL NO PUEDE TRABAJAR CON EL ESTADO. El recurrente acusa varios puntos. En primer lugar, alega que es jubilado del Poder Judicial, y que a la hora de fijársele la pensión se le aprobó apenas un 45% del salario que devengaba, lo cual lo ha afectado económicamente. Alega que cuando lo evaluaron se dictaminó una incapacidad del 15%, lo cual no es suficiente para jubilar a un empleado. Respecto a estos dos extremos, debe aclarársele al amparado que en su reiterada jurisprudencia, la Sala ha dicho que este tipo de disconformidades deben ser planteadas, discutidas y resueltas ante la vía de legalidad correspondiente. Por último, el recurrente sostiene que se le presentó la oportunidad de laborar para la Municipalidad de Paquera; sin embargo, se le informó que si entraba a laborar de nuevo para la Administración, perdería su pensión, lo cual limita su derecho al trabajo. Sobre el tema, en la sentencia 2011-010513, se declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad planteada contra el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de modo que la exigencia contenida en ese artículo se encuentra ajustada al bloque de constitucionalidad vigente en nuestro ordenamiento jurídico y, en consecuencia, no estima la Sala que en el caso bajo estudio se estén vulnerando los derechos fundamentales del tutelado, específicamente su derecho al trabajo. SL 
15532-11. VACACIONES. ATRASO EN EL PAGO DE VACACIONES PROPORCIONALES. El recurrente afirma que  fue despedido del puesto que desempeñaba en el Poder Judicial, y el 8 de septiembre de 2011 solicitó el pago de las vacaciones proporcionales; sin embargo a la fecha la autoridad recurrida  no le ha cancelado dicho monto, omisión que considera violenta sus  derechos fundamentales. En reiteradas ocasiones en que el Estado ha alegado falta de recursos presupuestarios para justificar el atraso en el pago del salario o de las prestaciones a sus trabajadores, la Sala ha manifestado que tal argumento resulta insostenible, toda vez que no se puede obligar a los administrados a soportar las consecuencias negativas de la deficiente planificación financiera de la Administración Pública. En el subexamine, ha quedado demostrado que el accionante solicitó el pago de las vacaciones proporcionales, debido a que fue cesado en su cargo y la Sección de Administración de Personal  resolvió que al recurrente le correspondía el monto de ¢10.512.343.33 por concepto de vacaciones proporcionales, lo cual fue transmitido al Departamento Financiero, para el respectivo pago. Sin embargo, por razones de falta de contenido presupuestario, la autoridad recurrida no ha podido pagar el monto de dinero adeudado al recurrente. Si bien el Poder Judicial procedió a tramitar la respectiva modificación presupuestaria ante el Ministerio de Hacienda, lo cierto es que la demora en satisfacer el pago declarado a favor del accionante, implica una  vulneración a su dignidad y una clara lesión a lo dispuesto en el artículo 56 constitucional. Por ello, este amparo resulta del todo procedente.Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo y Jefe del Departamento Financiero Contable, ambos del Poder Judicial, que giren las órdenes y emitan las instrucciones respectivas para que en el plazo de cinco días, contado a partir del momento en que la subpartida 6.03.01 "prestaciones legales" cuente con el contenido financiero requerido, se le cancele al petente el monto de lo adeudado, según lo dispuesto en la resolución número RJP-228-2011 del 28 de septiembre  2011 de la Sección de Administración de Personal. CL
15396-11. VACACIONES. REGLAS PARA OTORGAMIENTO DE VACACIONES EN ARESEP. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 33, 36 y 58 del reglamento Autónomo de las Relaciones de Servicios entre la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus órganos Desconcentrados y sus Funcionarios. Las normas se impugnan en cuanto señalan los recurrentes, que establecen un trato desigual para trabajadores que se encuentran en idénticas condiciones, realizando las mismas funciones y responsabilidades y crea una desigualdad basada exclusivamente en antigüedad laboral, que provoca una desigualdad salarial y degrada la incorporación y la dignidad de los trabajadores de recién ingreso a la Institución. Asimismo, crea dentro del régimen de remuneraciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos  tres grupos de trabajadores con las mismas obligaciones pero con distintos derechos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15308-11. SALARIO. REBAJO INJUSTIFICADO DE SALARIO POR NO ASISTIR A CONGRESO DE PROFESORES.   La recurrente manifiesta, que labora como docente en el Centro Integrado de Educación de Adultos (CINDEA) de Turrialba y, está asociada a la Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza. Explica que en cumplimiento de la Ley de  Asociaciones, dicha entidad celebra anualmente una asamblea congreso nacional, actividad que tiene lugar en la primera quincena del mes de agosto. Aduce que por medio de oficio número DVM-A-3256-2011 de trece de julio de dos mil once, la Viceministra Administrativa del Ministerio de Educación Pública, autorizó a todos los afiliados a participar en la reunión anual de la asociación. Pese a lo anterior, reclama que una vez concluido el congreso, su jefe inmediato procedió a tramitar el rebajo de su salario, con motivo de ausencias injustificadas, sin tomar en consideración el permiso concedido, ni el comprobante de asistencia al acto.  Esta Sala resolvió, que no le corresponde pronunciarse acerca del reclamo que se formula por medio del presente amparo, pues esta instancia no posee, dentro de sus funciones y atribuciones, la posibilidad de establecer la validez de los controles de asistencia al respectivo congreso, o bien, del permiso contenido en el oficio número DVM-A-3256-2011 suscrito por la Viceministra Administrativa del Ministerio de Educación Pública, ello por tratarse de extremos de legalidad ajenos al ámbito de competencia de esta Sala, como se indicó supra. De ahí que, lo procedente es que la petente acuda -si a bien lo tiene- ante la autoridad recurrida a fin e presentar las gestiones y quejas que estime pertinentes.  Se rechaza de plano el recurso.   RP

14968-11. SANCIÓN.  SE ACUSA INTROMISIÓN DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL EN LA INDEPENDENCIA DEL JUEZ.  El recurrente manifiesta, que en su contra se tramita la queja ante la Inspección Judicial, porque como Juez Penal de Liberia resolvió, denegar la prisión preventiva que fue solicitada por el Ministerio Público en contra de dos imputados. Señala que la Inspección Judicial viola su derecho de independencia del Juez al pretender revisar el fundamento de su resolución, ya que se le atribuye haber cometido un error grave e injustificado en la administración de justicia, solo por no haber acogido la gestión del Ministerio Público y determinar que en su criterio no existía indicio comprobado de delito que legitimara la misma. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara con lugar el recurso.  SL
15145-11. DESPIDO. FUNCIONARIO DEL OIJ. ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón y la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, lesionaron su derecho al debido proceso en el cese de nombramiento a partir del veintiocho de setiembre del dos mil once. Aduce que no se tomaron declaraciones a los testigos ofrecidos por la defensa. En este caso, se demostró que el cese en el nombramiento interino del accionante obedece a una falta de idoneidad del recurrente, sea la agresión de un compañero de trabajo en la casa de huéspedes de la Corte Suprema de Justicia;  circunstancia que, siguiendo la jurisprudencia constitucional, constituye una causa objetiva para cesar a un funcionario interino de su puesto. De este modo, el hecho que al recurrente se le cesara su nombramiento interino por no cumplir los requerimientos y expectativas que demandan sus funciones como funcionario del Organismo de Investigación Judicial, no implica violación alguna a sus derechos fundamentales. En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. Finalmente, la discusión sobre la procedencia de la prueba testimonial debe de discutirse en la vía de legalidad u ordinaria. En todo caso, este Tribunal constata que al conocer del recurso de apelación, el superior detalló que esa prueba fue rechaza debido a que los testimonios no iban dirigidos a los hechos que se le atribuyen al accionante.  SL
14954-11. DOBLE REMUNERACIÓN. PROHIBICIÓN DE RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Considera el accionante que el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto dispone a los pensionados o jubilados deberá suspendérseles el beneficio durante el tiempo que laboren para el Estado y sus instituciones, es contrario a lo dispuesto en los artículos 40, 56 y 192 de la Constitución Política.  Dicha normativa se le ha venido aplicando desde el año 1993 en el que ingresó a trabajar en el Ministerio de Seguridad Pública. Esta Sala, muy recientemente, revisó su posición sobre el tema de la percepción simultánea de pensión y salario por el desempeño de un cargo público y decidió, por mayoría de sus miembros, cambiar el criterio expuesto en la sentencia número 10-015058.  Así, en relación con la constitucionalidad del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se pronunció  en la sentencia número 10513-11, en donde se consideró que la medida legislativa que pide dejar sin efecto el salario, implica un manejo más razonable de fondos públicos y una función que promueve el derecho al trabajo de las nuevas generaciones, en tanto el restablecimiento de la relación laboral de servicio público con personas que ya han cumplido su ciclo de trabajo para con el Estado incrementa el gasto por concepto de recurso humano, toda vez que la contratación de jubilados es más onerosa al tener que pagarse más por rubros como anualidades y otros pluses salariales que los servidores en retiro acumularon en el transcurso del ciclo completo de su carrera. Dado que la mayoría de la Sala mantiene el criterio vertido en la citada sentencia y no existen motivos ni razones para replantearse el asunto o variar, de alguna forma, lo dicho allí, la acción resulta improcedente y debe ser desestimada. Se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada y los Magistrados Jinesta y Hernández salvan el voto y declaran interlocutoriamente con lugar la acción, con todas sus consecuencias, conforme lo indican en el penúltimo considerando de esta sentencia. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota, según lo consignan en el último considerando de esta sentencia. RF

14952-11. DESERCIÓN. SE IMPUGNAN LAS CAUSALES DE APELACIÓN.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 500 del Código de Trabajo. Solicita el accionante que se declare la inconstitucionalidad de los artículos toda vez que disponen que el recurso de apelación, sólo cabra contra los autos que pongan fin a un litigio o imposibiliten su continuación, como en este caso, la deserción. En este caso se indica que en vista de que la Sala ya ha reconocido que el principio de la doble instancia resulta de obligado cumplimiento respecto de los procesos penales; que no toda resolución de todo proceso debe ser objeto de la actividad recursiva, sino solamente aquellas que posean efectos propios o pongan fin al proceso; que las normas impugnadas carecen del efecto de producir desigualdad procesal; y que la discusión respecto de un caso judicial concreto se encuentra fuera del ámbito de competencias de la jurisdicción constitucional, lo que procede es rechazar por el fondo la acción. RF
DERECHO PENAL
16385-11. EXTRADICIÓN. APROBADA EXTRADICIÓN DE EXTRANJERO, ENCONTRÁNDOSE PENDIENTE SOLICITUD DE REFUGIO. El recurrente  manifiesta que ingresó legalmente a Costa Rica en diciembre de dos mil cinco. Señala que el once de enero siguiente, presentó solicitud de refugio ante la Dirección General de Migración y Extranjería, en la cual alegó persecución política y económica por parte de figuras privadas y oficiales de la Región de Vladimir, Federación Rusa; sin embargo, le fue denegada por la Dirección General de Migración y Extranjería. Actualmente, se encuentra privado de libertad y se ordenó su extradición. Señala la Sala, que el reclamo formulado por el accionante, al menos, en los términos en que viene   expuesto, hace referencia a un conflicto de legalidad ordinaria, propio de plantearse y resolverse en el propio proceso de extradición mediante los recursos y ante las instancias previstas al efecto, a fin de que sea en esa jurisdicción que se  determine la validez de su alegato, conforme a la correcta interpretación de la normativa legal que rige la materia y los elementos de convicción existentes. SL
15937-11. MENOR DE EDAD. DETENCIÓN POR MAS DE CUATRO MESES. Alega el recurrente que al menor amparado, se le impuso medida cautelar de detención provisional y que los cuatro meses máximos vencieron en fecha 07 de noviembre de 2011. Acusa que a pesar de que la Ley de Justicia Penal Juvenil es clara en su artículo 59, en le sentido que, excepcionalmente, tratándose de menores puede interponerse máximo cuatro meses de detención provisional como medida cautelar, el Juzgado accionado, le prorrogó esa medida por veintidós días más, lo que implica que su representado se encuentra detenido de manera ilegítima.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
15916-11. PRISIÓN PREVENTIVA. MEDIDA CAUTELAR DICTADA POR ÓRGANO JURISDICCIONAL INCOMPETENTE. La recurrente impugna que el Tribunal Penal de Flagrancia de Liberia, impuso al amparado trece días de prisión preventiva, aun cuando se declaró incompetente para continuar conociendo la causa.   Esta Sala resolvió, que después de analizar los elementos probatorios aportados al recurso, descarta la lesión a la libertad de tutelado. Del informe rendido por el representante de la autoridad recurrida -dado bajo fe de juramento- la prueba aportada para la resolución del asunto y la jurisprudencia parcialmente transcrita se tiene por acreditado que el dictado de la medida cautelar de prisión preventiva por el Tribunal Penal de Flagrancia de Liberia, a pesar de no ser competente para conocer de la causa penal, se fundamenta en el resguardo del principio de justicia pronta y cumplida, y por la necesidad procesal de resolver sobre la solicitud incoada por el Ministerio Público. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15762-11. PENA. AUMENTO DE PENA EN CONCURSO IDEAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 75 del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción. Considera el accionante que la frase del artículo 75 del Código Penal que permite al juez aumentar discrecionalmente la pena en el concurso ideal de delitos, sin un parámetro máximo, es inconstitucional por ser contrario a los principios de legalidad, reserva de ley, seguridad jurídica y pro libertates, principios regulados en los artículos 1. 22, 28, 39 y 41 de la Constitución Política y en los puntos 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  También se reputa inconstitucional la interpretación que el juzgador hizo del artículo 75 del Código Penal en cuanto a fijar otro tanto en la sanción penal, ya que interpretó que la facultad discrecional de aumentar la pena que le confiere esa norma le faculta para aumentarla en otro tanto.  Así, al habérsele impuesto a su representado la pena más alta que permite el concurso ideal para el delito de homicidio culposo, sea, ocho años de prisión, discrecionalmente se le aumentó a dieciséis, sin que la norma establezca cuál es el monto de la pena que el juzgador podría aplicar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y declara, interlocutoriamente, con lugar la acción, en cuanto a la frase "y aun podrá aumentarla", con sus consecuencias. RF
15688-11. MENOR DE EDAD.  JUEZ NO RESUELVE SOBRE SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. La recurrente alega que el 31 de octubre de 2011, durante la realización del debate oral y público contra el menor amparado, solicitó al Despacho Judicial recurrido levantar la medida de impedimento de salida del país impuesta al menor infractor, la cual todavía no había sido cancelada pese a estar vencida desde enero pasado, pero la Jueza que atendió el caso indicó que no le correspondía a ella pronunciarse al respecto, porque dichas medidas no habían sido apeladas en el momento procesal oportuno.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se apercibe a la Jueza Penal Juvenil de San Ramón, que conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. CL

15706-11. PRUEBA. SE ACUSA QUE SE NIEGA AL IMPUTADO ACCESO A VARIOS TESTIMONIOS. El recurrente manifiesta que se lleva un proceso penal en su contra, en donde le fueron impuestas unas medidas cautelares que restringían su libertad de movimiento y la prohibición de tener comunicación con testigos. Manifiesta que antes de junio de este año, el Ministerio Público había recibido varios de los testimonios de cargo, pero fueron ocultados a su defensor y a su persona, a pesar de que solicitó los testimonios en la vista, le fueron negados. En este caso, señala la Sala que se concluye claramente que no se ha impedido de forma alguna al imputado el ejercicio de su derecho de defensa, ni se le ha negado el acceso a la prueba de  la investigación. Por el contrario, lo que ha buscado es demorar injustificadamente el proceso e impedir su normal desarrollo. No hay un motivo de gravedad, que deba ser analizado y remediado por medio de la vía sumaria del habeas corpus, exclusivamente dedicada a la tutela de los derechos fundamentales arriba señalados.   Se declara sin lugar el recurso.  SL

15487-11. EXTRADICIÓN.  SE ACUSA QUE LA APROBACIÓN DE LA EXTRADICIÓN PERJUDICA TRAMITE DE INSCRIPCIÓN DE HIJO MENOR DE EDAD EN EL REGISTRO CIVIL.  La recurrente manifiesta que en diciembre de 2010 se abrió proceso de extradición contra su cónyuge, el cual declaró con lugar. Por otra parte, con anterioridad, ante el Registro Civil y el Juzgado de Familia de San José, promovió proceso de modificación del asiento matrimonial por cuanto contrajo matrimonio con su cónyuge bajo otra identidad, lo cual desconocía. De ahí que la identidad del hijo no ha sido resuelta aún. En procura de sus derechos personales como esposa y de los derechos de identidad del hijo, pide que el amparado no sea extraditado hasta que no sea resuelta en Costa Rica la situación expuesta y no se le otorgue a su hijo su verdadera identidad modificada en el Registro Civil. En este caso, señala la Sala que el hecho de que esté pendiente de resolver administrativa y judicialmente el cambio de apellidos y la modificación de asiento matrimonial es un asunto completamente ajeno al proceso de extradición, circunstancia que ni siquiera fue alegada en esa instancia y que es ajeno también al hábeas corpus,  por no tener relación alguna con la libertad e integridad personales. De ahí que no podría considerarse, desde ningún punto de vista, que el Tribunal demandado haya vulnerado la libertad ni integridad personales del amparado, como tampoco que la estimatoria de la extradición y el poner a la orden del Gobierno requirente al amparado constituya ninguna restricción ilegítima de su derecho de trasladarse de un lugar a otro de la República ni de libre permanencia, salida e ingreso del territorio. La existencia de esa pendencia, de naturaleza civil, no tiene incidencia alguna en el proceso de extradición y puede ser tramitada incluso sin la presencia del amparado,  ocurriendo a la mediación consular, de ser necesaria. En consecuencia, la pretensión de que la extradición no sea ejecutada mientras no sea resuelto el cambio de apellidos y del asiento matrimonial del amparado resulta manifiestamente improcedente.  Se declara  sin lugar el recurso. SL
15552-11. ENTREVISTA. FISCAL NIEGA AL IMPUTADO PARTICIPAR EN LA ENTREVISTA DE UN TESTIGO. El recurrente reclama violación al derecho a la defensa del amparado, pues indica que el Fiscal de la causa penal en la que se le investiga, le niega participar en la entrevista de un testigo en la etapa preparatoria. Sobre el tema planteado se cita la sentencia, 11916-05. En el caso concreto, se tiene por demostrado que no existe razón que lleve a este Tribunal, a variar el criterio vertido con anterioridad, pues se constata que al recurrente se le rechazó su solicitud de participar en la entrevista de un testigo, limitándose su derecho de defensa. Por consiguiente, el presente asunto debe ser declarado con lugar. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Fiscal de la Unidad de Anticorrupción de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción del Ministerio Público, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

15643-11. REBELDÍA. TRIBUNAL NO ESTÁ OBLIGADO A OTORGAR AUDIENCIA ORAL PARA DECRETAR LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA. El recurrente acusa que no estuvo presente en la audiencia oral en la que se impuso la prisión preventiva, ya que se encontraba en el Hospital Calderón Guardia. Considera, además, que debido a su estado de salud, dicha medida no es procedente, por lo que solicita se revoque para que pueda ser atendido en su casa de habitación. En este caso, señala la Sala que con vista en la prueba aportada, consta que se declaró la rebeldía del imputado. Así pues, el Tribunal, no está obligado a otorgar audiencia oral para decretar la medida cautelar de prisión preventiva. Lo anterior toda vez que el numeral 90 del Código Procesal Penal establece que una vez declarada la rebeldía del imputado, debe ordenarse su captura, por lo que la detención del imputado era totalmente legítima, pues ya existía una orden precedente emitida por un Juez Penal, por lo que al ser detenido automáticamente quedó a la orden de la autoridad judicial, que no está supeditada a la presencia física del imputado en el despacho para resolver acerca de la prisión preventiva.  Lo importante es que dicha resolución le haya sido oportunamente comunicada al imputado y su defensor para salvaguardar el derecho que tienen de impugnarla, como efectivamente ocurrió en este caso. En cuanto al alegato del recurrente sobre su estado de salud y la pretensión de que esta Sala revoque la medida cautelar de prisión preventiva para poder ser atendido en su casa de habitación, es menester aclararle que no le compete a este Tribunal determinar cual es la medida cautelar que se debe imponer en un determinado caso, pues ello es competencia exclusiva de la autoridad penal, por lo que puede presentar la solicitud de cambio de medida cautelar ante dicha autoridad. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. SL

15494-11. AUDIENCIA. FUE CELEBRADA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR. El recurrente reclama que se celebró una vista en la cual no estuvo acompañado por parte de su defensa técnica, violentando así sus derechos fundamentales. La autoridad recurrida informa bajo fe de juramento, que efectivamente se realizó la vista sin la presencia del defensor del amparado, pero no se recibió prueba nueva ni se ampliaron argumentos, simplemente reiteraron lo expuesto en los escritos y posteriormente el Tribunal de Casación procedió a resolver todos los recursos interpuestos.  Cabe advertir, como ya se ha dicho en forma reiterada, que el derecho de defensa debe ser no sólo formal, sino también material, es decir, ejercido de hecho, plena y eficazmente. Esta Sala tiene pudo constatar que en la vista celebrada no se trataron temas distintos a los ya mencionados en escritos anteriores, así como tampoco se presentaron argumentos ni pruebas nuevas.  Aunado a lo anterior, consta que se conocieron los recursos de casación interpuestos por el aquí tutelado, analizando los puntos alegados y declarando dichos recursos sin lugar y confirmando la sentencia. SL
15247-11. REBELDÍA. DECLARATORIA DE PRISIÓN PREVENTIVA CARECE DE  FUNDAMENTO. Alega el  recurrente que el amparado fue detenido con base en una declaratoria de rebeldía, al atribuirle el Despacho recurrido que no había sido localizado en el domicilio señalado, sin embargo aduce que ello se produjo porque en las órdenes de citación se omitió indicar la dirección exacta que el amparado aportó para ser localizado. Esta Sala resolvió, que ha señalado, de forma reiterada, que el incumplimiento de las obligaciones procesales impuestas en dicho numeral puede justificar, legítimamente, que se disponga la captura del imputado e, incluso, que se dicte su prisión preventiva, a efectos de someterlo al proceso y permitir su correcto desarrollo, para asegurar así el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley, que son fines del proceso que también tienen raigambre constitucional. Ahora bien, si el recurrente cuestiona los motivos en que se fundamentó la declaratoria de rebeldía en contra del amparado, por considerar que no se ajusta con exactitud a los hechos reales de la presunta ausencia del encartado, ello constituye un argumento que debe plantearse y resolverse por el mismo Despacho Penal que conoce el caso. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

15291-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. La recurrente alega que el Tribunal de Flagrancia de Puntarenas, dictó la medida cautelar de prisión preventiva en contra de los amparados; sin embargo, considera que dicha resolución carece de la suficiente fundamentación. Señala la Sala que la recurrente no lleva razón, por cuanto el Tribunal accionado no se basó únicamente en la circunstancia de la flagrancia para imponer la medida cuestionada, ya que también examinó el peligro procesal existente de poner a los amparados en libertad, en virtud de la alta penalidad que es castigado el delito, de 5 a 15 años de prisión, por lo que podrían sustraerse del proceso, y darse a la fuga. Además, la Jueza del Tribunal accionado, consideró la necesidad de mantener detenidos a los indiciados,  en virtud del débil arraigo domiciliar y al hecho que se fijó la audiencia preliminar para el 27 de octubre de 2011, es decir, para dos días después. Debe recordarse que para dictar la prisión preventiva, no se requiere la certeza de la culpabilidad atribuida, sino de la existencia de indicios suficientes, toda vez que será en etapas posteriores donde será establecida la verdad real de los hechos.  En consecuencia, la Sala considera que por seguridad procesal se prorrogó la detención de los amparados, motivo por el cual no se encuentra que se les haya conculcado ningún derecho fundamental, por lo que se  procede declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL

15327-11. DETENCIÓN. RETARDO EN ENVIAR EXPEDIENTE A TRIBUNAL DE JUICIO  MANTIENE IMPUTADO DETENIDO ILEGÍTIMAMENTE.  El recurrente aduce que pese a que el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, ordenó la realización de un nuevo debate y prorrogó medida cautelar de prisión preventiva hasta el 30 de septiembre pasado, no remitió el expediente al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con lo cual se mantuvo privado de su libertad personal, de manera arbitraria e ilegítima, por, aproximadamente, un mes.   Se declara CON LUGAR el recurso, sin ordenar la libertad del amparado.  Testimóniense piezas a la Inspección Judicial para la investigación de los hechos que dan lugar a esta declaratoria. CL

15162-11. TESTIGOS.  PROTECCIÓN PROCESAL DE VICTIMAS Y TESTIGOS EN FASE DE JUICIO ORAL Y PÚBLICO.  Consulta judicial facultativa formulada por la Sala Tercera de la Corte, solicita a esta Sala que aclare y determine si, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, 8.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 70, 71.1 incisos d) y f), 71.2 incisos a), b), c), d) y e); artículo 204 y 204 bis, 248, 282, 285, 286, 293, 304, 318, 319, 324, 330, 351 del Código Procesal Penal y sentencias 2010-17907 y 2010-18698 de la Sala Constitucional, es posible mantener la protección procesal de la identidad nominal y de características físicas individualizantes de víctimas o testigos protegidos en la fase de juicio oral y público. Señala que se está interpretando que como parte de los datos indispensables a que hacen referencia las sentencias 2010-17907 y 2010-18698, es posible mantener oculto también el nombre del declarante y sus rasgos físicos para garantizar la seguridad e integridad de víctimas y testigos ante hechos de suma gravedad, como son los homicidios en el contexto del crimen organizado. Algunos tribunales de juicio estiman que pueden ocultar la identidad nominal de víctimas y testigos, poniéndoles siglas, números o seudónimos, asegurándose que solo los jueces se impongan de la identificación plena, ocultando a los acusados detrás de biombos o paredes (para que puedan oír al declarante sin que éste los vea a ellos, o bien ocultando al testigos para los mismos efectos) y ejerciéndose la defensa material por medio del defensor que sí puede ver las características físicas del declarante y lo puede interrogar libremente. Además existe otra variante donde se reserva la identidad nominal del declarante protegido, cuyo conocimiento lo tiene el tribunal y además, defensor y acusado pueden verlo físicamente en su deposición, reservándose siempre su identidad nominal, pero pudiendo realizar el interrogatorio de manera amplia. Sobre el tema planteado, esta Sala se pronunció en el sentido de que no es posible mantener la protección procesal de la identidad nominal (nombre de la persona) ni de las características físicas individualizantes (rostro, cuerpo, voz, etc.) en la fase del juicio oral y público. Ello en virtud del cumplimiento de los principios, derechos y garantías contenidos en la Constitución Política y en los instrumentos de derechos humanos vigentes en Costa Rica, específicamente, el ejercicio del derecho de defensa, así como el respeto a los principios del juicio oral, a saber, la inmediación, publicidad, contradictoriedad, continuidad y concentración, lo cual fue analizado por la Sala Constitucional en la sentencia 17907-10.  Estése el consultante a lo resuelto por esta Sala en la sentencia 2010-17907 de las quince horas siete minutos del veintisiete de octubre del dos mil diez.  Evacuada

15061-11. RETEN POLICIAL.  DETENIDO EN CIERRE DE CARRETERA SIN FUNDAMENTO LEGAL ALGUNO.   La recurrente considera lesionados los derechos fundamentales del amparado, en particular su derecho a la libertad ambulatoria, en virtud de que el 22 de octubre de 2011, el amparado fue detenido en el puesto de control de la Fuerza Pública ubicado en Dominical de Osa, sin ningún fundamento legal para ello. En este caso, señala la Sala que según informan las autoridades, no se reporta detención o diligencia alguna relacionada con el aquí recurrente ni tampoco de alguna persona. Tomando en consideración ese elenco de hechos probados, estima la Sala que no se han conculcado los derechos fundamentales del amparado, ya que -en primer lugar- el operativo realizado por los oficiales de la Fuerza Pública, del Organismo de Investigación Judicial y de la Policía de Tránsito en el sector de Dominical de Osa, se encuentra debidamente fundamentado en la noticia criminis en la que se daba alerta no sólo del robo de vehículos sino, además, del trasiego de sustancias psicotrópicas o de uso no permitido. Asimismo, de los autos se colige indubitablemente, que el día que el tutelado acusa que fue detenido en forma arbitraria, no sólo no se dio su detención, sino que tampoco la de persona alguna. En consecuencia, aprecia este Tribunal que el operativo implementado por las autoridades indicadas, no se trató de un operativo indiscriminado, en los términos en que se explica en la sentencia. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

15154-11. PRISIÓN PREVENTIVA.  FUNDAMENTO.  Alega la recurrente que sus defendidos figuran como imputados dentro de una causa penal de la Fiscalía Adjunta de Puntarenas, por el delito de venta de drogas en perjuicio de la salud pública. Como medida cautelar se les decretó el impedimento de salida del país, firmar una vez al mes en el despacho, mantener domicilio fijo y rendir la caución juratoria por el plazo de un año. En la audiencia que se programó para conocer el recurso de apelación planteado por el Ministerio Público, el Órgano Jurisdiccional recurrido dispuso la medida cautelar de prisión preventiva a los tutelados, por el plazo de 6 meses. Esta situación, según la actora, es ilegítima y lesiona los derechos protegidos en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, así como el principio de doble instancia. En este caso, considera la Sala que la privación de la libertad de los tutelados responde, justamente, a la existencia del indicio comprobado, los peligros procesales de fuga y reiteración delictiva, así como la flagrancia y la delincuencia organizada y queda de manifiesto que la resolución dictada por el Órgano Jurisdiccional accionado, a diferencia de lo que reclama la actora, se adecua al Derecho de la Constitución. Por demás se debe advertir que la Sala Constitucional no es una tercera instancia, es en el seno del proceso penal donde la recurrente pueda impugnar, oportunamente, todas las decisiones adoptadas por las autoridades recurridas en el ejercicio de sus competencias legales y constitucionales. Tampoco se aprecia en el caso concreto, alguna violación del principio de doble instancia o que el Juez recurrido se haya extralimitado en sus competencias; en este orden de ideas, simplemente se ha avocado a resolver oportunamente el recurso de apelación planteado por el representante del Ministerio Público, de ahí que se deba denegar la argumentación que en ese sentido plantea la actora. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15156-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. EN LA ETAPA DE DEBATE. La recurrente manifiesta que en contra del amparado se tramita una causa penal, en la cual el tutelado siempre estuvo sujeto al proceso y no mostró el mínimo peligro de fuga; no obstante, el Tribunal mencionado cerró el debate y sin ningún fundamento dictó medida cautelar de prisión preventiva en su contra. En este caso, señala la Sala que el Tribunal recurrido detalló las diversas circunstancias por las cuales se impuso al tutelado la medida de prisión preventiva, siendo que explicó el por qué la pena impuesta en sentencia condenatoria potenciaba sin lugar a dudas el peligro de fuga, atendiendo además que la pena no admite beneficio alguno y que el mismo es de origen extranjero, específicamente nicaragüense, país limítrofe y cuya fragilidad de fronteras es conocida. Por lo tanto, el Tribunal recurrido fundamentó debidamente los motivos por los cuales impuso la prisión preventiva por 6 meses del sentenciado, por haberse pasado de la probabilidad a la certeza y ante el eventual peligro de fuga el sentenciado por la alta pena impuesta (14 años de prisión), existiendo la probabilidad de evadir el cumplimiento de la pena dictada por el Tribunal en que condenó al tutelado. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15158-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ORDENA FUNDAMENTAR LAS RAZONES DE LA ADMISIÓN O RECHAZO DE PRUEBA PARA MEJOR RESOLVER.  El recurrente demandó la tutela del derecho a la libertad personal de su representado, pues, en su criterio, al  confirmar el despacho recurrido la prisión preventiva decretada en perjuicio de su defendido, sin valorar la prueba ofrecida, se violentó el debido proceso; circunstancia que se agrava al no existir registro electromagnético de la vista oral en la que confirmó la medida cautelar dispuesta.   Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado.  Se anula el Voto del Tribunal de Juicio de Puntarenas, Nº 330-P-11 de las 9:10 hrs. de 20 de septiembre de 2011 –que confirmó la medida cautelar impuesta- y se le ordena al Coordinador del Tribunal de Juicio de Puntarenas, que de inmediato señale una audiencia oral para conocer el recurso de apelación que promovió la defensa contra la resolución que decretó la prisión preventiva del tutelado, debiendo fundamentar las razones por las que admite o rechaza la prueba para mejor resolver. CL

14883-11. ACUERDO. JUEZ NO HOMOLOGA ACUERDO ENTRE EL IMPUTADO Y LA VICTIMA. El recurrente alega que a pesar de que el amparado llegó a un acuerdo conciliatorio con la víctima, el Juzgado Penal recurrido no homologa el acuerdo y mantiene la prisión preventiva dictada en su contra. Al respecto es importante recodar que el numeral 36 del Código Procesal Penal es muy claro al señalar que la conciliación procede entre víctima e imputado, en cualquier momento hasta antes de acordarse la apertura a juicio, siempre y cuando se trate de un asunto exclusivamente sancionado con penas no privativas de libertad, así como en las faltas o contravenciones, en los delitos de acción privada, en los de acción pública a instancia privada y en los que admitan suspensión condicional de la pena. De la prueba traída al expediente se desprende que en fecha tres de octubre del dos mil once se realizó la audiencia preliminar en contra del imputado, donde el juez no homologó la conciliación entre las partes, ya que consideró que en los hechos se dio una grave violencia sobre la ofendida y que la misma se encontraba en el ciclo de violencia doméstica. Por lo tanto, la Sala descarta la lesión a la libertad del accionante y procede a declarar sin lugar el recurso, toda vez que en el fondo lo que el amparado pretende es que esta Sala entre a analizar lo resuelto por el Juzgado Penal de Upala. SL
14895-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE QUEDA SIN FUNDAMENTO MIENTRAS EL TRIBUNAL DE HEREDIA CONCEDE PLAZO AL JUZGADO PARA RESOLVER NUEVAMENTE. Alega el recurrente que el Tribunal Penal de Heredia, pese a haber declarado ineficaz la resolución del Juzgado Penal que ordenó la prisión preventiva de la amparada, no ordena la libertad de esta, y le concede al Juzgado el plazo de veinticuatro horas para que resuelva nuevamente sobre la procedencia o no de las medidas cautelares. En este caso, observa la Sala que sí se ha configurado una violación de los derechos fundamentales de la amparada, quien, luego del voto en cuestión, permanece privada de su libertad sin resolución judicial que lo sustente, pues dicho voto declaró ineficaz la resolución del Juzgado que ordenó la prisión preventiva, y por lo tanto, no existía en ese momento resolución judicial alguna que ordenara su privación de libertad. Tal y como lo ha establecido esta Sala en otras ocasiones, le corresponde al superior, al momento de declarar la ineficacia de la resolución, pronunciarse sobre la situación jurídica del imputado, pues, de lo contrario, se le mantendría privado de libertad sin una resolución legalmente decretada, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 37 de la Constitución Política. Se citan los votos 17514-09 y 11187-06. Por lo anterior, dado que el Tribunal Penal resolvió la ineficacia de la resolución del Juzgado que ordenaba la prisión preventiva, omitió resolver sobre la privación de libertad, y envía el asunto al Juzgado para su resolución, obviando que en el ejercicio de la función fiscalizadora de los actos del juez inferior, el juez superior puede sustituir las carencias en que haya incurrido el primero; y que su tarea no es de simple validación o anulación de lo actuado por el a quo, sino que él tiene competencia suficiente para valorar directamente, las circunstancias de hecho y de derecho que rodean la medida de prisión preventiva y que  la amparada permaneció privada de su libertad sin resolución judicial que así lo estableciera, al menos durante unas horas –pues según se informa dentro del plazo de 24 horas otorgado el Juzgado procedió a ordenar la prisión preventiva-, se constata la violación apuntada, y corresponde la estimatoria de este recursos para efectos indeminizatorios. Se declara CON lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
14922-11. REDADAS. CONTRA VENDEDORES INFORMALES. El recurrente acusa que las autoridades recurridas han “montado redadas” en contra del amparado y de otros vendedores informales y, además, han amenazado su libertad de tránsito en el caso que no se retiren de la capital. En este caso, las autoridades aclaran que su actuación se ha limitado a fiscalizar y garantizar que no se realicen ventas ambulantes o estacionarias en las aceras del Cantón de San José, sin los correspondientes permisos. Lo que, en principio, no puede estimarse como violatorio de los derechos fundamentales del amparado y de otras personas que puedan estar realizando dicha actividad comercial en contravención del ordenamiento jurídico. De allí que una vez analizados los informes rendidos por las autoridades recurridas, así como la prueba incorporada a los autos, no se acredita que, en el caso particular del amparado, se haya incurrido en una vulneración o amenaza de infracción a sus derechos fundamentales a la libertad e integridad personales, ni en una restricción ilegítima a su derecho de trasladarse de un lugar a otro de la República y de libre permanencia, salida e ingreso en el territorio nacional,  por lo que no se constata motivo para estimar el presente hábeas corpus. SL
DERECHO TRIBUTARIO
15760-11. IMPUESTO CON DESTINO ESPECÍFICO. HACIENDA NO LE PASA FONDOS A IFAM. Acusa el accionante que el Ministerio de Hacienda no le pasa los fondos que por ley  6826 del 08 de noviembre de 1982, en donde se otorga un porcentaje al IFAM de lo que se recauda por impuesto de ventas, ya que supuestamente ese dinero se usa para la atención de otras inversiones y gastos diferentes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho, Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar el recurso con todas sus consecuencias. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

16309-11. REFUGIO. PERSONA CON PROCESO PENAL DEL QUE FUE ABSUELTO, SERÁ DEPORTADO A SU PAÍS DE ORIGEN. El recurrente manifiesta que solicitó ante la Dirección General de Migración y Extranjería formal solicitud de refugio por los riesgos que corre su vida y su libertad en su país (Colombia) y, los temores fundados que le causan estos riesgos de ser devuelto a dicho país. Agrega que durante el trámite de dicha solicitud, estuvo detenido y que fue absuelto de toda culpa y responsabilidad de los hechos que se le acusaban. Agrega que le fue denegado el reconocimiento de la condición de Refugiado, por lo que presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio ante el Tribunal Administrativo Migratorio; sin embargo, luego de decretada su libertad por parte de la autoridad judicial, la autoridad migratoria se hizo presente al centro penal en que se encontraba detenido y se decretó su detención sin motivo aparente, de forma arbitraria y a pesar de que están pendiente la resolución para el reconocimiento de la condición de refugiado. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso, con sus consecuencias. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

16592-11. PARTIDOS POLÍTICOS. CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 68 del Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto del 2009.La norma señala que con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no participen o no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código. A juicio del recurrente, la norma cuestionada lesiona el principio de pluralismo político, el derecho de las minorías y el principio democrático, en el tanto la intervención o participación activa en la política nacional, no se reduce a las elecciones. Aduce que la norma impugnada favorece abiertamente a los partidos mayoritarios, dejando sin representación a diversos grupos minoritarios de la sociedad, cuyos partidos son los que enfrentan más dificultades económicas y, subsecuentemente, de organización y funcionamiento, que les impide en muchos casos participar en todos los procesos electorales o tener éxito en los que participan. De otra parte, señala que el artículo 68 del Código Electoral impone una sanción automática sin que exista una trasgresión de ninguna prohibición o incumplimiento de alguna obligación jurídica. Destaca que la cancelación de la inscripción de una partido político es una medida o sanción que debería imponerse, previa observancia del debido proceso y del ejercicio del derecho de defensa, por causales graves, debidamente tipificadas, es decir, por la comisión de conductas prohibidas por el ordenamiento. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la frase "no participen o" contenida en el artículo 68 del Código Electoral, Ley número 8765 del diecinueve de agosto de dos mil nueve, cuyo texto queda entonces de la siguiente manera.- "Artículo 68. Con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código".- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta  y publíquese íntegramente en el Boletín  Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada Miranda da razones separadas. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota. CL
16578-11. PLEBISCITO. REMOCIÓN DEL ALCALDE DE PÉREZ ZELEDÓN. En este caso, el recurrente expresa su disconformidad con la 
forma en que se está publicitando el plebiscito que se llevará a cabo, a efectos de decidir acerca de la permanencia o no del Alcalde de Pérez Zeledón. Aunado a lo dicho, expresa que la 
comisión organizadora  estableció la ubicación de los centros de votación, de 
manera unilateral, sin consultar al respecto con los Consejos de Distrito, esto, con 
la finalidad de obtener una ventaja. Alega que las limitantes en cuanto al acceso 
del pueblo acerca de las razones por las cuáles tendrá lugar esa actividad, así como, 
la oportunidad de acceder a los medios de transporte que los lleven a los sitios de 
votación, son aspectos  que lesionan sus derechos  fundamentales. Señala la Sala que los asuntos relacionados con el ejercicio de las competencias  de organización, dirección, fiscalización, escrutinio y declaración de los resultados de los procesos electorales, corresponde en exclusiva al Tribunal Supremo de Elecciones, por ser materia de naturaleza electoral, por lo que, esta Sala no puede entrar a conocer sobre los agravios expresados por este medio, en virtud de lo dispuesto por los artículos 30, inciso e), de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y 12, inciso e), del Código Electoral. RP
DERECHO CIVIL
16458-11. DESERCIÓN. SOLO TIENE RECURSO DE REVOCATORIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 217 Párrafo 4° del Código Procesal Civil. La norma impugnada señala que la resolución en la que se deniegue la deserción no tendrá más recurso que el de la revocatoria; aquella en la que se declare con lugar será apelable dentro de tercero día. Sobre el tema, se citan las sentencias 11015-08 y 10549-09, En donde se indicó que la norma impugnada establece un procedimiento aplicable dentro de un proceso de naturaleza  civil, dentro del cual,  no es exigible ni obligatoria la aplicación del principio de doble instancia, toda vez, que dicha garantía procesal es propia del proceso penal. Por otra parte, se observa, que la resolución que desea recurrirse y para la cual  la norma impugnada establece únicamente el recurso de revocatoria sin posibilidad de apelación,  no tiene como objeto ponerle  fin al proceso, por el contrario, se trata de aquella  resolución que deniegue el incidente de deserción procesal, por lo que no resulta irrazonable que se limite la posibilidad de recurrir. Bajo esa inteligencia, resulta claro que en esta oportunidad, por tratarse de procesos civiles, el legislador en uso de su discrecionalidad, optó por diseñar el procedimiento recursivo aplicable a este tipo de resoluciones, lo cual deviene razonable en aras de garantizar el principio de justicia pronta y cumplida. En vista de que no existen elementos para variar el criterio, se dispone rechazar por el fondo el recurso. RF
15345-11. DERECHO AL NOMBRE. JURISPRUDENCIA CIVIL SOBRE CAMBIO DE APELLIDOS. Acción de Inconstitucionalidad contra la Jurisprudencia de los Juzgados Civiles y el artículo 54 del Código Civil E Interpretación del Artículo 54 del Código Civil. El accionante impugna la norma jurisprudencial dictada por los Tribunales Civiles según la cual, no es posible cambiar los apellidos de una persona por involucrar éstos aspectos de paternidad y filiación que no son modificables por la simple voluntad. Señala la Sala que la norma de derecho que se extrae de la jurisprudencia impugnada es que solamente se puede modificar el nombre propio, no así los apellidos. Sobre el tema se cita el voto 6564-94. Se indica que la jurisprudencia impugnada es constitucional, en tanto el legislador otorgó al Juez la potestad de autorizar o no el cambio de nombre y éste ha optado por una interpretación restrictiva del contenido del artículo 54, interpretación que no lesiona el derecho al nombre. En virtud de lo expuesto, la acción debe ser rechazada por el fondo la acción. RF
LIBERTAD DE PRENSA
16310-11.  RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. INCONFORMIDAD CON PUBLICACIÓN REFERENTE A DECLARACIONES DE PRODUCTOR DE TELEVISIÓN. Alega el recurrente que se publicó una nota en donde se describían una serie de actuaciones como productor de un programa de televisión, por lo que solicitó el Derecho de Respuesta, en donde con una corta y precisa nota aclaró la información divulgada, pues no corresponde a la verdad. No obstante; el diario recurrido sólo publicó parte de la información, por lo que solicitó que publicaran nuevamente y en forma completa el texto de su rectificación, sin que hasta el  momento de la interposición de este recurso se haya publicado su respuesta en los términos gestionados, lesionándose con ello sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15328-11. MENOR DE EDAD. REPORTE TELEVISIVO DE REPRETEL MUESTRA IMÁGENES DE MENOR ACUSADA DE UN DELITO. La amparada manifiesta que se presentaron reporteros del medio televisivo Noticias Repretel, hasta la casa de habitación de su representada, quien es menor de edad, filmando tanto a ella como a su madre, exigiéndole a la amparada que se pronunciara sobre hechos que se le acusan ante los Tribunales de Turrialba, pues iban a presentar un reportaje en su contra y querían su versión de los hechos para presentarlos a todo el país. Alega que en dicho medio televisivo se presentó la imagen de la menor y la de su madre. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL

LIBERTAD DE TRANSITO

16417-11. FRONTERA.  IMPIDEN LIBRE TRANSITO POR LA FRONTERA NORTE DE COSTA RICA SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA.   Los recurrentes manifiestan que el Jefe de Migración de Peñas Blancas les está impidiendo sin causa alguna, su legítimo derecho al libre transito por todo el territorio nacional y el derecho al trabajo. Indican que el día 3 de noviembre del año en curso se encontraban desarrollando sus respectivos trabajos, algunos transportando viajeros desde las oficinas donde realizan trámites en Costa Rica hasta la aguja norte en la línea fronteriza con Nicaragua, llamada guardaraya, cuando fueron detenidos por un policía de migración de Peñas Blancas, en el puesto de paso que se encuentra a 200 metros rumbo hacia la aguja norte. Mencionan que dicho señor les indicó que para poder pasar de ese puesto de control, se requería necesariamente y sin excepción alguna el pasaporte o el permiso vecinal (llamado salvo conducto), y que quien no portara alguno de los dos documentos no podía pasar. En este caso, señala la Sala que en reiteradas resoluciones se ha reconocido las potestades policiales de control de la zona fronteriza (sentencia número 2004-08301) y que las restricciones razonables de ese tipo, en cuanto a la circulación en puertos, aeropuertos y zonas fronterizas, no atentan contra la libertad de tránsito, precedente de cita resulta plenamente aplicable al caso concreto, pues como se indicó en dicho pronunciamiento, no resulta irrazonable que la Dirección General de Migración y Extranjería, en ejercicio de sus potestades, establezca algunas restricciones en la zona limítrofe con Nicaragua, de ahí que no exista violación a la libertad de tránsito de los tutelados, toda vez que ellos pueden circular por el sitio mencionado, siempre y cuando cumplan con los requerimientos establecidos por la legislación. Asimismo, en lo que atañe a la imposibilidad de acceder a diversas oficinas en la zona, debe señalarse que del informe dado bajo juramento por la autoridad recurrida se desprende que el lugar al que los amparados hacen mención en el libelo de interposición, no existe oficina alguna en la que se lleve a cabo atención al público, toda vez que éstas se ubican a un kilómetro de distancia, de ahí que se descarte el reclamo de los accionantes en ese sentido. Se declara sin lugar el recurso. SL
16095-11.  MULTA. OMISIÓN DE NOTIFICAR INFRACCIÓN A PROPIETARIO REGISTRAL. La recurrente manifiesta que el 22 de marzo de 2010 se le confeccionó la boleta de citación 2009-189208 por una supuesta infracción a la Ley de Tránsito, porque la persona que conducía su vehículo, se estacionó en línea amarilla. A raíz de esta situación, se abrió un procedimiento administrativo, pero debido a que no se le notificó la existencia de dicha infracción, se le impidió ejercer su derecho de defensa, al no figurar como parte procesal.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, disponer lo necesario para que el dueño registral del vehículo placas 362589 sea integrado a la litis administrativa como parte principal, notificándole la boleta de citación 2009-189208, llamándolo al procedimiento y otorgándole plazo para impugnarla. Lo anterior, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta sentencia. CL
16120-11. RESTRICCIÓN VEHICULAR. DISCRIMINACIÓN A VEHÍCULOS ELÉCTRICOS PORQUE NO PRODUCEN CONTAMINACIÓN ALGUNA. La recurrente  manifiesta que en el Alcance N° 26 de la Gaceta N° 82 de 29 de abril de 2011, se publicó el Decreto Ejecutivo N 36547-MOPT que se denomina -Restricción Vehícular-. Manifiesta que el inciso 7) de los considerandos de dicho Decreto establece que es de interés público para el Gobierno de la República, tomar acciones conducentes a la reducción del consumo de los combustibles. Acota el citado Decreto establece una serie de excepciones a la regla para las motocicletas y bicicletas. Señala que su representada es una sociedad que se dedica a la importación de vehículos eléctricos marca Reva, los cuales poseen motores eléctricos y por lo tanto, no consumen combustibles y  son libres de emisiones. De esa forma, se tiene que al momento de establecer la restricción vehicular, tomando como factor determinante el bajar la factura petrolera, el Ministerio recurrido debió establecer como excepción a la regla, la circulación de vehículos cien por ciento eléctricos de contaminantes como es el caso de los automotores que importa la empresa amparada, amén de ser un tanto semejantes a una motocicleta. Por ello, las actuaciones del Ministerio recurrido de discriminar a los vehículos eléctricos de las excepciones a la restricción vehicular, viola los principios constitucionales de igualdad, proporcionalidad y protección al ambiente. En este caso, señala la Sala que el Decreto que estableció la restricción vehicular no tiene solo como fundamento bajar la factura petrolera, sino disminuir la circulación vehicular en el Área Metropolitana de San José, motivo por el cual la disconformidad de la recurrente, con lo dispuesto en dicha normativa no vulnera ningún derecho fundamental. Por otro lado, se observa que lo que la accionante pretende es que esta Sala determine que los vehículos eléctricos deben ser incluidos dentro de las excepciones que establece el artículo 6 impugnado y de esta manera poder circular en el casco central de San José sin restricción alguna. Sin embargo, este Tribunal no es el órgano competente para ejercer esa función, pues ello es una competencia asignada al Poder Ejecutivo, quien en uso de sus potestades discrecionales y de criterios de oportunidad y conveniencia, se encarga de establecer las excepciones a la restricción vehicular por el casco central de San José. Únicamente, en aquellos casos en los que el Poder Ejecutivo excede esa potestad discrecional en perjuicio directo de los derechos fundamentales de las personas es que esta Sala puede válidamente conocer y pronunciarse al respecto. En el presente caso, no estamos en presencia de un exceso en la potestad reglamentaria en virtud de que la restricción vehicular -tal y como se indicó- no tiene como fundamento la reducción del consumo de los combustibles, sino disminuir la circulación vehicular en el Área Metropolitana de San José, con lo cual se descarta la vulneración de algún derecho fundamental contra la representada de la amparada. Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
16182-011.  RESTRICCIÓN VEHICULAR. LIMITACIÓN PARA INGRESAR A CASCO METROPOLITANO AFECTA COMERCIO DE EMPRESA PRIVADA. El recurrente  manifiesta, que la empresa que representa se ha visto afectada con el Decreto Ejecutivo 36586 del cinco de mayo de este año con el que se restringe la circulación de vehículos. Argumenta que dicha restricción vehicular lesiona su derecho al comercio. Señala la Sala que la restricción vehicular no vulnera los derechos fundamentales de los habitantes del país, porque el Estado ostenta la capacidad de regular de manera especial la circulación de vehículos sobre un sector o zona determinada, en aras de hacer prevalecer un interés público. Debe hacerse notar que en virtud de este interés público, el Estado se encuentra legitimado para establecer ciertas reglas especiales en cuanto a la circulación de automóviles, en procura del bienestar y bien común de las personas. Se trata de una afectación mínima, fundamentada en la seguridad en las vías públicas, dado que en el concepto de orden público se incluye también un orden jurídico y moral constituido por un mínimo de condiciones para una vida social conveniente y adecuada, que coadyuve al orden material. Sostener lo contrario, impediría que se regule el tránsito de vehículos pesados, o que las bicicletas no puedan circular por autopistas, o que en determinadas horas algunas calles solamente tengan un sentido de circulación y no ambos, pues en esos casos, según el criterio del recurrente, se estaría ante una violación al derecho a la igualdad. La Sala estima que se justifica un trato diferenciado en el caso de determinados servicios esenciales, como las ambulancias, el transporte autorizado de estudiantes y los servicios de transporte público en general. (En similar sentido, ver la sentencia número 2011-11757 de las quince horas y treinta y dos minutos del treinta y uno de agosto del dos mil once). Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso al amparo conforme lo exponen en el último considerando de esta sentencia.  RF
15501-11. MARCHAMO. COBRO EXCESIVO A MOTOCICLETAS. El recurrente alega que el impuesto que debe cancelar por su motocicleta personal es excesivo, por lo cual, estima que el Ministerio de Hacienda actúa de manera injusta. Al respecto, no corresponde a esta Sala Constitucional conocer la disconformidad del recurrente, pues es ante la propia Administración donde debe exponer su reclamo. Dada la consideración vertida, el presente recurso es inadmisible y procede su rechazo de plano, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP RP (Ver expedientes 14790-11, 14859-11, 14945-11, 14970, 15018, 15121, 15161, 15196)
MINORIAS
16069-11. INDÍGENA. DENEGADA PARTICIPACIÓN POR SER DELEGADO DE DOS ASOCIACIONES.  El recurrente señala que es delegado de dos asociaciones asociaciones indígenas y, considera violados sus derechos fundamentales por el hecho de que se le negara participar de la sesión ordinaria de la nueva junta directiva de CONAI.  Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se le ordena aL Presidente de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, lo siguiente: 1) No volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso, conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 2) Permitir la participación del recurrente en todas las sesiones de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, conforme lo dispuesto en el artículo 6 inciso a) de la Ley de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas y mientras este se mantenga como miembro de la CONAI. CL
15864-11.  DISCAPACIDAD. OBLIGAN A PERSONA CON DISCAPACIDAD APORTAR CERTIFICADOS MÉDICOS PARA USAR VENTANILLA PREFERENCIAL.  La recurrente manifiesta, que es discapacitada, sin embargo, dicha condición no se evidencia a simple vista. Reclamó que, en función de lo expuesto, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social, le obligan a portar un dictamen médico y mostrarlo a todos los funcionarios que la atienden, con el propósito que valoren si puede o no utilizar los servicios de la ventanilla especial. Añadió que, en una ocasión, por no portarlo, una funcionaria del Laboratorio del Hospital México la obligó a hacer la fila regular, con el consecuente perjuicio para su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que se consigne en el carné respectivo de la amparada, su condición de persona discapacitada, de tal forma que pueda acceder a los servicios preferenciales, sin verse forzada a mostrar a los distintos funcionarios de las dependencias de la Caja Costarricense de Seguro Social, su dictamen médico. CL
15080-11.  VÍAS PÚBLICAS.  FALTA DE ACERAS EN COMUNIDAD DE PEREZ ZELEDÓN IMPIDEN EL TRANSITO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  El recurrente alega que en el Barrio Sagrada Familia de Pérez Zeledón, se infringe la Ley 7600 en cuanto a las aceras públicas y, a pesar de las denuncias que ha presentado ante el Departamento de Ingeniería de la Municipalidad, el problema persiste. También señala que si bien se ordenó la demolición de un local comercial que invade parte de la acera de la comunidad obstaculizando el paso peatonal, se ha hecho caso omiso a dicha orden, y el Departamento Legal del ente municipal en mención, no ha ejercido presión alguna a ese caso que se encuentra en la vía judicial.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Pérez Zeledón, que adopte las medidas pertinentes para que en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se garantice las condiciones de accesibilidad para las personas con discapacidad conforme las especificaciones contenidas en la Ley No. 7600 y su Reglamento, lo que implica la construcción o reparación de rampas y el apercibimiento a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles del Barrio Sagrada Familia de esa jurisdicción que no hayan construido o adecuado las aceras frente a sus propiedades conforme la norma supra indicada, para que procedan a su modificación o a eliminar las obstrucciones que existan. Lo anterior, sin perjuicio que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Pérez Zeledón realice los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL

15083-11. DISCAPACIDAD. EDIFICIO DE SUCURSAL DE LA CCSS EN DESAMPARADOS INCUMPLE LEY 7600. Alega el recurrente que al acompañar a un familiar suyo discapacitado al edificio de la Sucursal en Desamparados de la Caja Costarricense de Seguro Social, pudo comprobar que éste no cumple con las regulaciones que fija la Ley N°7600, respecto a la atención a las personas discapacitadas. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Jefe de la Sucursal en Desamparados de la Caja Costarricense de Seguro Social, en forma inmediata, inicie las gestiones que están dentro del marco de sus competencias para que se cumpla a cabalidad con lo ordenado en la Orden Sanitaria N° CS-ARS-D-ERS-OS-0050-2011, dentro de los plazos allí establecidos, se asegure a las personas con discapacidad el acceso a esa dependencia y se cumpla a cabalidad con las obligaciones establecidas en la Ley N° 7600. Asimismo se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, disponer lo pertinente para darle seguimiento al cumplimiento de la orden sanitaria emitida y tomar todas las acciones que la ley le permite para que dicha orden se cumpla a cabalidad. El Magistrado Castillo Víquez redacta nota.  CL
MUNICIPALIDAD
16161-11. INUNDACIÓN. RETARDO EN SOLUCIONAR DESBORDE DE PAJA DE AGUA PROVOCA EN GRECIA. Las recurrentes manifiestan que en la época de invierno la  paja de agua que recorre varias propiedades  se desborda causando daño a viviendas de la  comunidad, a la carretera nacional, aceras y otros. Alegan que desde hace 5 años se ha solicitado a la Corporación recurrida el desvío de las aguas, así como a los concesionarios, pero no se ha logrado resultados positivos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Grecia, que resuelva el problema que da origen a este amparo, a más tardar en el mes de enero de 2012. CL
15771-11. VÍAS PÚBLICAS.  RETRASO EN CONSTRUIR Y REPARAR ACERAS EN BARRIO CREMATORIO DE PUNTARENAS. El recurrente acude ante esta Sala, solicitando que se le ordene a las autoridades accionadas, la construcción y mantenimiento de aceras, caños y cordones en el sector conocido como El Crematorio, en Puntarenas. Asegura que la falta de estas estructuras coadyuva para agravar el problema de inundaciones que se presenta en el sector. Se declara parcialmente con lugar el recurso en cuanto a la Municipalidad  del Cantón Central de Puntarenas. Se le ordena aL Alcalde Municipal de Puntarenas, adoptar las medidas necesarias para construir, reparar y dar mantenimiento a los caños, cordones de caños y aceras en el sector conocido como El Crematorio, conforme las atribuciones establecidas en la normativa vigente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
15763-11. TORRES. EL TEMA DE TELECOMUNICACIONES ES DE INTERÉS NACIONAL Y LAS MUNICIPALIDADES NO PUEDEN OBSTRUIR O RETARDAR SU CONSTRUCCIÓN.  Alega el recurrente que el Plan Regulador del cantón de Goicoechea, que data de enero del 2000, no contiene ninguna disposición que regule la instalación de torres electromagnéticas para la actividad de la telefonía móvil. A pesar de ello, el Alcalde autorizó a una empresa para la instalación de una torre que servirá de plataforma para operar la telefonía móvil de ondas electromagnéticas. A partir de esta sentencia se define el tema de la relevancia de la infraestructura en materia de telecomunicaciones (torres y antenas). Se indica que el Estado costarricense se comprometió, a la luz del Derecho Internacional Público, a contar con una infraestructura robusta, sólida y normalizada en materia de telecomunicaciones. Consecuentemente, las municipalidades del país no pueden establecer regulaciones y requisitos asimétricos que impidan una infraestructura normalizada y uniforme. La Sala Constitucional tomó en consideración que a la luz de las exigencias de la Sociedad de la Información y del Conocimiento y de las nuevas tecnologías la infraestructura, plasmadas en diversas declaraciones de Naciones Unidas, la infraestructura en telecomunicaciones es  clave y estratégica para su consolidación y para brindarle a toda persona el acceso universal debido y la posibilidad de contar con más y mejores servicios en la materia. Se estimó que la infraestructura en telecomunicaciones es un tema de vocación y naturaleza nacional que excede la esfera de lo meramente local o cantonal, siendo que fue declarado de interés público por el artículo 74 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. También se estimó que la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones creó un sector de Telecomunicaciones bajo la regencia del MINAET y un Plan Nacional de desarrollo de las Telecomunicaciones que abarcan, incluyen y obligan, también, a las Municipalidades. En definitiva, se afirma que la autonomía de los Municipios no los habilita para sustraerse de competencias de evidente interés público y nacional. Por esto la Sala Constitucional apuntó que los certificados de uso del suelo para la construcción de torres de telefonía celular, debe ser emitido de conformidad con la reglamentación vigente, sin necesidad de modificar los planes reguladores existentes y de someterlos a trámites que pueden obstruir o retardar el proceso de contar, a nivel nacional, con una infraestructura sólida, robusta y uniforme en materia de telecomunicaciones. De igual forma la Sala Constitucional estimó que el otorgamiento de una licencia municipal de construcción de una torre y el otorgamiento de un certificado de uso de suelo de acuerdo con la zonificación existente no supone una modificación o reforma del Plan Regulador o del Reglamento de zonificación que tenga la respectiva Municipalidad. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y  Rueda Leal salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
15654-11. CEMENTERIO. MUNICIPALIDAD PRETENDE ELIMINAR CEMENTERIO PARA CONSTRUIR APARTAMENTOS, VILLAS Y ESTACIONAMIENTOS. Alega la recurrente que los terrenos del Cementerio Calvo fueron donados por el Presbítero Francisco Calvo, capellán del Ejército de Costa Rica en la Campaña de 1856 y fundador de la Logia Masónica en el país, lo anterior como bien público para que las personas de escasos recursos económicos tuvieran un lugar en donde ser enterrados. Pese a ello, la Municipalidad de San José pretende eliminar dicho sitio, con el objeto de construir unos apartamentos, villas y estacionamientos, dejando a las personas humildes sin un lugar donde descansar en paz. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San José, que en forma inmediata proceda a restituir las cosas a su estado original, por lo que deberá disponer que se retiren los escombros y la tapia prefabricada del terreno que ocupa el Cementerio Calvo. Además, se anula el cambio de uso de suelo de la finca del Partido de San José, inscrita bajo matrícula número 85975, autorizado mediante oficio NCS-URS-67511 del 12 de julio del 2011 por el Ministerio de Salud; el acuerdo 3, artículo IV, de la sesión ordinaria 66, tomado el 3 de agosto del 2011 por el Concejo de San José; la escritura número ciento noventa y ocho del tomo décimo segundo del protocolo de la Notaria Pública, así como el movimiento registral inscrito por medio de las citas Tomo 2011, Asiento 284032, que corresponde a segregación de lote en cabeza de su dueño que generó la finca de San José, matrícula 622053, descrita por el plano catastrado número SJ-1517496-2011, el cual también, se anula. Para ello deberán tomar nota las autoridades respectivas. Notifíquese esta resolución a Johnny Araya Monge, en su condición de Alcalde de San José o a quien en su lugar ejerza el cargo, en forma personal. Asimismo, se dispone comunicar el presente voto a la Directora del Archivo Nacional, al Director del Registro Nacional  y al Director del Catastro Nacional, para lo que corresponda. CL
15462-11. PUENTE.  RETARDO EN REPARAR PUENTE OBLIGA A POBLADORES A CRUZAR POR EL RÍO. La recurrente, vecina de la calle La Cañada en Salitral de Santa Ana, presenta el recurso porque los recurridos cerraron el paso por el puente de acceso a dicho sector, sin otra alternativa para desplazarse más que pasar por el río, ocasionando riesgos para la salud, la vida y actividades económicas.    Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Viceministro de Infraestructura y Concesiones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Alcalde de la Municipalidad de Santa Ana, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias, procedan a coordinar acciones a efectos de que: 1) Dentro del plazo máximo de TRES MESES se inicien acciones de reparación definitiva del puente ubicado en calle la Mina sobre el río Uruca en el distrito de Salitral, que forma parte de la red vial del cantón de Santa Ana. 2) Entretanto se inician y concluyen la reparación definitiva del puente se adopte de inmediato una medida provisional para que los vecinos y demás personas puedan transitar libremente por la zona. CL

15469-11. VÍAS PÚBLICAS. PARALIZAN OBRAS DE REPARACIÓN DE CALLES EN NANCITE DULCE DE CARRILLO GUANACASTE SIN EXPLICACIÓN ALGUNA.  Manifiesta el recurrente que el caserío Nancite Dulce en Carrillo de Guanacaste tiene caminos muy malos.  El Alcalde procedió a la construcción de un puente e inició el lastreo total del camino para unir esa población con la carretera a fin de que puedan salir y desplazarse a otros lugares; no obstante, el Geólogo del Departamento de Geología y Minas del MINAET en Liberia paralizó las obras sin dar explicación, solo dijo que no se contaba con permisos para movimiento de tierras. En este caso, la Sala resolvió, con vista del informe rendido por el recurrido, que la actuación está a derecho, por cuanto detectaron que los trabajadores municipal estaban extrayendo el lastre de un tajo que no tiene orden geológico y sin contar con los permisos respectivos, pues no se acreditó que hayan tramitado concesión, permiso o autorización mediante la aplicación de las opciones del Código de Minería, ni los supuesto de la Ley No. 8668 (emergencia o inminente riesgo). Bajo este panorama, estima la Sala que la Municipalidad de Carrillo no puede dispensar los trámites y procedimientos ordinarios para su actuación, como lo son la normativa ambiental. En otras palabras, no es admisible un tratamiento de excepción para realizar actividad ordinaria, aunque ésta sea de carácter urgente.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

15528-11. VÍA PÚBLICA. OMISIÓN EN SOLUCIONAR PROBLEMA DE OBSTRUCCIÓN DE CALLE PÚBLICA POR VEHÍCULOS DE EMPRESA PRIVADA.   La recurrente manifiesta que es vecina de Barrio El Calvario, en San Isidro, Pérez Zeledón, en donde un vecino, propietario de un local comercial, cerró una calle pública y utiliza vehículos que contaminan el ambiente, lo que perjudica las viviendas cercanas al mismo. Indica que dicha situación se ha denunciado ante el Ministerio de Salud, pero solo se les indicó que no tenían permiso de funcionamiento, y la problemática continúa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y Presidente a.i. del Concejo Municipal de Pérez Zeledón, velar por el cumplimiento del acta de clausura número 835-11-SPL-03 dictada por la cita municipalidad, y asimismo se abstenga de incurrir, nuevamente en la conducta que dio mérito para acoger el presente recurso de amparo. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL

15539-11. CAMINO PÚBLICO. FALTA DE MEJORAS EN CAMINO PUBLICO A PLAYA VERDE EN PEREZ ZELEDÓN IMPIDE A RESIDENTES ACCEDER A VIVIENDAS. El recurrente manifiesta, que en donde vive, en playa Verde de Santa Elena de Pérez Zeledón, se requiere de la habilitación del camino público a fin de permitir el acceso de los vecinos a sus casas de habitación, así como para acceder a los servicios públicos de calidad, lo cual no ha sido posible debido a que la Municipalidad recurrida no realiza los trabajos correspondientes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las acciones correspondientes a fin de determinar si el camino que reclama el recurrente es público o no y, en caso de serlo, procedan a llevar a cabo los procedimientos establecidos al efecto por los artículos 32 a 33 de la Ley General de Caminos Públicos. CL

15615-11.  RECICLAJE.  CANCELACIÓN DEL PROGRAMA DE MATERIAL RECICLABLE EN EL CANTÓN DE SAN PEDRO DE MONTES DE OCA.   La recurrente acusa que, de forma, totalmente, intempestiva y, en contra del derecho fundamental consagrado en el artículo 50 de la Constitución Política, las autoridades de la Municipalidad de Montes de Oca paralizaron la recolección de materiales sólidos recuperables o reciclables que se realizaba en dicho cantón y, de forma paralela, clausuraron el respectivo centro de acopio municipal. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Montes de Oca, que EN EL PLAZO DE SEIS MESES, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto que en el cantón de Montes de Oca se reanude, de forma íntegra, el programa de reciclaje y el funcionamiento del centro de acopio. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial   

15122-11. VÍA PÚBLICA.  OMISIÓN INJUSTIFICADA EN REPARAR PUENTE DAÑADO POR INUNDACIONES EN PEREZ ZELEDÓN.  El recurrente indica que la carretera y un puente que comunica a los poblados de Desamparados y la Sierra, ambos de Pérez Zeledón, fueron  dañados por la denominada “Tormenta Tomás”; sin embargo, asegura que dicha vía no fue incluida oportunamente por la Municipalidad recurrida en el plan de reparación que se envió a la  Comisión Nacional de Emergencias, lo que considera es una grave inoperancia e incumplimiento de deberes. Añade que incluso por Decreto Ejecutivo número 36182-H se asignó una partida presupuestaria a la Municipal accionada –para reparar el camino de Desamparados de Pejibaye-; no obstante, dicha autoridad no ha ejecutado dicho monto para reparar la citada vía. Finalmente, agrega que el 24 de junio de 2011, presentó una nota ante el Alcalde con el fin de que se le concediera una audiencia para exponer el problema, pero no ha obtenido respuesta a su solicitud.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de Pérez Zeledón. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, en el ámbito de sus competencias, dispongan lo necesario para resolver el problema que aqueja al recurrente, de manera que se garantice el libre tránsito de las personas, en el plazo de 18 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En cuanto al Presidente Ejecutivo de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y el Ministro de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
PENSIONES ALIMENTARIAS

15640-11.  DEFENSA TÉCNICA.  NEGATIVA A NOMBRAR AL DEUDOR ALIMENTARIO UN DEFENSOR PUBLICO.   El recurrente alega que a pesar de que el amparado figura como deudor alimentario el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela, no le asignó un defensor público, lo cual violenta su derecho de defensa. Sobre el tema la Sala cita el voto 6610-01, en donde la Ley de Pensiones Alimentarias, desarrolla en su normativa, el principio del contradictorio y de bilateralidad de las partes, que le permite al demandado, oponerse en el proceso, aportar la prueba y oponer las excepciones que estime pertinentes, así como impugnar las resoluciones que estime conveniente. Bajo esta tesitura, el derecho de defensa del recurrente se encuentra garantizado. Tampoco podría hacerse la equiparación de la defensa gratuita por parte del Estado, en el sistema penal al proceso alimentario, toda vez que su naturaleza es muy distinta. Si bien es cierto una consecuencia del incumplimiento de la obligación alimentaria es el apremio corporal, ello no convierte en forma alguna dicho proceso en materia penal, pues el objeto de la Ley es dotar a la parte familiar más débil y necesitada, de los medios idóneos para exigir un derecho de subsistencia y con relación a este objeto se dirime la defensa del demandado, a diferencia de los procesos penales, en los cuales el derecho de defensa va encaminado a proteger esencialmente la libertad de las personas. En este caso, consta que  el amparado es el obligado a la prestación alimentaria y, por ende, de conformidad con lo expuesto, el derecho que pretende no le asiste, motivo por el cual se desestima el recurso en cuanto a este extremo. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

15163-11.  DEUDORES CON DISCAPACIDAD. OMISIÓN DE INCLUIR A PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN EXCEPCIONES DE APREMIO CORPORAL POR PENSIÓN ALIMENTARIA. Consulta Judicial Facultativa en relación a la constitucionalidad del artículo 24 de Pensiones Alimentarias. El Despacho consultante señala que si bien  la obligación alimentaria  y el apremio corporal se encuentran establecidos en  los instrumentos internacionales  de  los derechos humanos  y  en  el derecho interno a favor de  los acreedores  alimentarios, también es igualmente cierto que los instrumentos del Derecho Internacional como la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación para las personas con discapacidad y la Convención de la ONU sobre los derechos de las Personas con discapacidad y la Constitución Política  le prodigan una protección especial a la persona con discapacidad. Estima que no existe razón  para  no  incluir  a  la  persona  con discapacidad  dentro  de  las  salvedades  que  hace  el  numeral  24  de  la  Ley  de Pensiones  Alimentarias  para  ordenar  el  apremio  corporal  en  caso  de incumplimiento, siendo que goza de protección especial de nuestra  Constitución Política y de instrumentos  internacionales;  que  se  debe  reconocer  tanto  la discapacidad  permanente  como  la  temporal debidamente acreditada  y  que la persona con discapacidad tiene  derecho  a  permanecer  en  un  ambiente  que favorezca su estado de salud. En este caso, señala la Sala que ante intereses contrapuestos como los tutelados en el artículo 51 constitucional, sean las necesidades del beneficiario alimentario y el obligado a dar alimentos, aún y cuando el obligado sufra algún quebrantamiento en su salud que le ocasione algún grado de discapacidad, el Juez tiene toda la potestad y deber legal, de valorar las circunstancias de cada caso concreto y verificar si la persona está en capacidad o no de brindar pensión alimentaria. Lo anterior con fundamento en los artículos 58 de la Ley de Pensiones Alimentarias y del 174 del Código de Familia.   Asimismo, el Juez también está llamado a aplicar lo dispuesto en los Convenios Internacionales, sin que el legislador deba regular exhaustivamente cada situación particular. En este caso, la norma no resulta violatoria en los términos alegados, toda vez que el legislador en su potestad discrecional quiso establecer exclusiones absolutas relacionadas con la edad, pero que no impiden en modo alguno, que el Juez haga una valoración integral del ordenamiento jurídico, y que como ya fue indicado, ésta no le impide al Juzgador, que ante la modificación de las posibilidades del deudor alimentario, como en este caso sería una discapacidad sobreviniente que le impida trabajar, proceda a modificar o suspender la obligación impuesta y como consecuencia de ello, no declarar la procedencia de la orden de apremio. Por consiguiente, la norma no produce la discriminación alegada y depende del Juez en la resolución de cada caso, ponderar las condiciones de cada caso en particular bajo dichos parámetros. De ahí la relevancia precisamente, en que se deba resolver pronta y oportunamente los procesos y los recursos que sean planteados en esta materia, para procurar que la fijación alimentaria establecida, sea también consecuente con las posibilidades de quien debe darla.    Se evacua la consulta en el sentido de que el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias es constitucional. Evacuada

PODER EJECUTIVO
16452-11. CAJA ÚNICA DEL ESTADO. SE EXCLUYE AL FONDO NACIONAL DE EMERGENCIAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 43 Párrafo segundo y Artículo 54 ambos de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos y Su Reglamento Decreto Ejecutivo No. 34361-mp. El recurrente cuestiona que se excluya al Fondo de la  Comisión Nacional de Emergencias de la aplicación de las disposiciones de la Caja Única del Estado. Considera que ese fondo debería ser administrado por la Tesorería Nacional. En este caso se analiza la creación del Fondo Nacional de Emergencia, se cita la sentencia 8675-05, sobre el principio de Caja Única en relación con el Fondo Nacional de Emergencias y con base en esto se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara con lugar la acción. RF

15985-11.  VÍAS PÚBLICAS. RETARDO EN REPARAR CARRETERA NACIONAL SAN JOSE CALDERA Y PUENTE EN TURRUCARES ALAJUELA.  El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, por tres razones fundamentales, a saber: 1) que debido a la construcción de la ruta San José-Caldera, se instaló un puesto de peaje a la altura de Piedades de Santa Ana, con una distancia entre dicho puesto y la intersección hacia Brasil y Piedades de Santa Ana, de aproximadamente cien metros, el cual impide un libre acceso hacia la Ruta Nacional 121 conocida como calle vieja, que sería la vía alternativa para los que no quieran pagar el peaje en el sentido Ciudad  Colón-San José, o los que prefieran no utilizar la vía concesionada por diversas razones; 2) por cuanto que existe un compromiso por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes de ampliar la Ruta 121 desde Ciudad Colón hasta Escazú, con bahías para autobuses, pasos peatonales, carriles para tránsito lento, ya que actualmente es peligrosa para los peatones y 3) por cuanto el puente sobre el río Virilla en la ruta nacional 136, entre Turrucares de Alajuela y Piedras Negras de Mora, fue destruido en su totalidad por la tormenta tropical Tomás y aún no se ha instalado siquiera un paso provisional y es tal sentido solicita: reubicar el citado puesto de peaje; mejorar, reparar, dar mantenimiento y demarcar las ruta 121 y 239, dando cumplimiento al compromiso de construcción de bahías para autobuses, pasos peatonales, carriles para tránsito lento así como construir el puente sobre el río Virilla en la Ruta Nacional 36, entre Turrucares y Piedras Negras de Mora. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto del Consejo Nacional de Vialidad. Se le ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, que proceda a disponer lo necesario para que, DE INMEDIATO, se evalúe la seguridad peatonal en la Ruta 121 entre Ciudad Colón y Escazú y que en ese sentido, se adopten las medidas correctivas necesarias, de lo cual deberán informar a la Sala en los TRES MESES siguientes a la notificación de esta sentencia. Asimismo se le ordena al mencionado recurrido que, en el plazo improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, presente a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, el plan de inversión para el diseño y construcción de una nueva estructura del puente sobre el río Virilla en la Ruta Nacional 136 entre Turrucares de Alajuela y Piedras Negras de Mora, de conformidad con lo previsto en el  Decreto Ejecutivo número 36252-MP del 04 de noviembre de 2011, publicado en La Gaceta 218 del 10 de noviembre de 2010 y a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que una vez recibido dicho plan de inversión, proceda, DE MANERA INMEDIATA, a dar inicio a la realización de los trabajos necesarios, para que se concluya la instalación de ese puente, en el plazo máximo de UN AÑO. Se declara sin lugar el recurso, respecto de los demás recurridos. CL Parcial
15619-11. PROCURADURÍA. DICTAMEN SOBRE MEDIDAS CAUTELARES  EN MATERIA DE DERECHOS DE AUTOR Y PROPIEDAD INDUSTRIAL.  El recurrente impugna un dictamen de la Procuraduría General de la República (C-034-2007 de 9 de febrero de 2007), mediante el cual, se dejó sin aplicación lo señalado en el artículo 5° de la Ley No. 8039, que confiere al Registro de Propiedad Industrial y al Registro Nacional de Derechos de Autor y Derechos Conexos la competencia de adoptar medidas cautelares en sede administrativa, razón por la cual, los agremiados del Colegio de Abogados se ven imposibilitados de ejercer, eficazmente, la defensa de los derechos de sus representados. Señala la Sala que lo planteado por el recurrente es abstracto. Finalmente, cabe señalar que los efectos jurídicos de un dictamen de la Procuraduría General de la República, frente a una ley, es una cuestión de legalidad que debe ser discutida ante las autoridades ordinarias competentes. Se declara sin lugar el recurso. SL
PODER JUDICIAL
16478-11. HOJA DE DELINCUENCIA. NO SE LE ENTREGA POR NO TENER RESIDENCIA VIGENTE. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone que solicitó una Hoja de Delincuencia ante el Registro Judicial y acusa  que no le emitieron el documento  por no contar con su cédula de residencia vigente. Argumenta que presentó un documento de la Dirección General de Migración y Extranjería en que consta el trámite de renovación; sin embargo, el documento no fue aceptado por la autoridad accionada. Señala la Sala que determinar si corresponde  la entrega del documento  requerido de conformidad con las condiciones y requisitos legales y reglamentarios, entraña un conflicto de legalidad ordinaria que, por su naturaleza, resulta ajeno al ámbito de competencia de esta jurisdicción por lo que resulta improcedente pronunciarse sobre  dichos  extremos,  en  tanto  no  tienen  la  virtud  de  violentar  derecho fundamental alguno en perjuicio del amparado. RP
15800-11. DEFENSA PÚBLICA. DENEGATORIA A RECIBIR GESTIÓN PARA ASIGNACIÓN DE PATROCINIO LETRADO PARA TRÁMITE JUDICIAL.  El recurrente adujo que, el 19 de octubre de 2011, se apersonó ante la Defensa Pública y la Oficina de Recepción de Documentos, ambos del Primer Circuito Judicial de Alajuela, para presentar una gestión con el fin que se le asignara un defensor para determinado trámite judicial. Aseguró que ambas dependencias se negaron a recibir sus escritos. Adujo que, para denunciar los hechos expuestos, llamó al servicio 911, sin embargo, se le indicó que su caso no era una emergencia, razón por la cual rehusaron a remitir oficiales de la Fuerza Pública. Por lo anterior, estimó vulnerados sus derechos fundamentales.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, solamente, por la lesión del derecho de acceso a la justicia. Se ordena al Coordinador de la Defensa Pública, así como Administrador Regional, ambos del Primer Circuito Judicial de Alajuela, que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. En lo demás, se declare sin lugar el recurso. CL Parcial
15656-11. CORTE PLENA. COMPETENCIA DE JUECES DE EJECUCIÓN PARA DICTAR MEDIDAS GENERALES A LA ADMINISTRACIÓN. Los jueces de Ejecución de la Pena remitieron a la Secretaría de la Corte un acuerdo en donde ordena al Director General de Adaptación Social y al Director del Instituto Nacional de Criminología, reducir en el plazo máximo de seis meses, la población penal institucionalizada a la capacidad real del sistema penitenciario nacional (100%), debiendo comunicar dentro del primer mes a los jueces, a través del Juzgado de Ejecución de la Pena del Circuito Judicial de Puntarenas, la estrategia técnica y las medidas administrativas a través de las que se dará cumplimiento a lo ordenado en el plazo establecido. No obstante, el Presidente de la Corte, dispuso elevar la gestión a Corte Plena, por considerar que por razones de incompetencia de los jueces, no debía efectuar la comunicación y, que era este órgano el que debía decidir al  respecto, lo que consideran, violatorio del principio de independencia judicial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15311-11. COMPETENCIA. DE LA SALA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE DERECHO DE PETICIÓN Y EL DERECHO A OBTENER PRONTA RESOLUCIÓN. Alega el recurrente que planteó ante el Tribunal Contencioso un “amparo de legalidad por omisión en resolver”. Durante el proceso, la Procuraduría General de la República presentó ante Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, una inconformidad de competencia contra la resolución que resolvió el asunto, por cuanto alegó que su conocimiento del asunto corresponde a la Sala Constitucional, por discutirse la presunta infracción al derecho de petición y pronta resolución. La Sala Primera dispuso remitir el caso a esta Sala Constitucional, por considerar que no se ha clarificado las diferencias entre los reclamos basados en los artículos 27 y 41 constitucionales, declinó el conocimiento de la inconformidad, y lo remite a este Tribunal para que determine su eventual competencia para conocerlo. Señala este Tribunal que conforme al artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, corresponde a esta Sala resolver sobre su propia competencia.  En este sentido cabe advertir que los supuestos de aplicación de los artículos 27 y 41 de la Constitución, han sido reiteradamente delimitados en la jurisprudencia de este Tribunal. Se indica que el conocimiento y resolución de los casos relativos al precitado artículo 27, no han sido delegados en la jurisdicción ordinaria. Finalmente, hay que recordar lo que se dijo cuando se envió a conocimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa algunos asuntos relativos al numeral 41 constitucional, como la verificación de los plazos  pautados por ley para resolver los procedimientos administrativos, con la aplicación de los principios que nutren la jurisdicción constitucional, tales como los de la legitimación vicaria, la posibilidad de la defensa material –esto es de comparecer sin patrocinio letrado- y de gratuidad para la recurrente. En el caso concreto, lo que parte actora solicitó es una situación albergable en el artículo 27 de la Constitución Política y por tanto, el Tribunal Contencioso Administrativo en su momento debió rechazar y remitir al interesado a la vía de amparo ante esta jurisdicción. El caso deberá devolverse a la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia para que decida lo que en derecho corresponde, teniendo claro que los tribunales no pueden sostener competencias con los superiores que ejerzan jurisdicción sobre ellos. Lo anterior no obsta para que la petente, si a bien lo tiene, pueda reclamar la eventual lesión a sus derechos constitucionales directamente ante esta Sala, por medio del respectivo recurso de amparo, para que esta sede pueda entrar a conocer sobre sus reclamos y resolver lo que en derecho corresponda con respecto a su caso. No ha lugar a la gestión planteada. Remítase el presente asunto a la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia para lo de su cargo.  No ha lugar a la gestión 

15346-11. JURISPRUDENCIA. LOS FALLOS DE LA SALA CONSTITUCIONAL SON PARÁMETRO DE CONSTITUCIONALIDAD. Consulta Judicial referente a la Línea Jurisprudencial de la Sala Primera al interpretar y aplicar los artículos 464 del Código Procesal Penal y otros. En este caso, el Tribunal consulta la jurisprudencia de la Sala Primera relativa a los artículos 464 del Código Procesal Penal, 9 y 629 del Código Procesal Civil, y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como la jurisprudencia de la Sala Constitucional que omite referirse al régimen legal de carácter formal o adjetivo que debe observar el Tribunal Penal sentenciador para ejecutar la condenatoria en concreto y las opciones de lege data que tiene cuando el deudor no cumple espontáneamente o desatiende el requerimiento que le formule el Tribunal para el pago efectivo de una suma líquida. Ni la consulta referida a la jurisprudencia de la Sala Primera ni la relacionada con la jurisprudencia de la Sala Constitucional, son de recibo, porque el Tribunal no indica ni aporta las sentencias de rigor para demostrar la línea jurisprudencial que suscita duda. La consulta resulta inevacuable por dos motivos. En primer lugar, porque se cuestiona un fallo concreto, no jurisprudencia en los términos que lo define el artículo 9 del Código Civil y que ha aceptado la Sala Constitucional y, en segundo lugar, y concretamente en relación con las sentencias de la Sala Constitucional, porque éstas constituyen parámetro de constitucionalidad. Se cita el voto 10602-05.  No ha lugar a evacuar la consulta.
16005-11.  MORA JUDICIAL. RETARDO EN RESOLVER APELACIÓN CONTRA RESOLUCIÓN JUDICIAL. El recurrente acusa que el 12 de febrero de 2010 el amparado interpuso un recurso de apelación contra una sentencia del Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José. No obstante, a la fecha, el Tribunal de Trabajo recurrido no ha resuelto ese recurso, por lo que estima vulnerado el derecho a una justicia pronta y cumplida.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirvieron de base a la presente declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Jinesta y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso conforme se detalla en el último considerando de esta sentencia.  CL
PRIVADOS DE LIBERTAD

16046-11. CONDICIONES. ÁMBITO F DE LA REFORMA. El recurrente alega que lo cambiaron a una celda sin luz, sin servicio sanitario, que hay un hueco mal oliente y lo obligan a dormir a menos de cincuenta centímetros de dicho hueco.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora a.i. la primera y Director del Ámbito de Convivencia D, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopten las medidas necesarias para solucionar en forma definitiva las deficiencias de infraestructura del ámbito F del Centro de Atención Institucional La Reforma, instalando la cantidad de servicios sanitarios y ejecutar las acciones pertinentes a fin de mejorar la instalación eléctrica. Lo anterior, dentro del término de SEIS MESES, contados a partir de la comunicación de esta resolución. En lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
16118-11.  CONDICIONES. ÁMBITO E, MÁXIMA SEGURIDAD DE LA REFORMA.  Los recurrentes, privados de libertad en el CAI La Reforma, consideran violados sus derechos fundamentales por el hecho de que cada vez que llueve los internos del ámbito E de Máxima Seguridad se ven perjudicados, pues las celdas se inundan y se ven expuestos a plagas, siendo que la salud de muchos se ha visto afectada. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se le ordena a la Directora General a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, que coordine acciones con las autoridades competentes para empezar de inmediato a ejecutar un plan de mejoras a la infraestructura del Régimen de Máxima Seguridad de dicho centro penal a efectos de evitar que se sigan filtrando el agua en las celdas de los privados de libertad. CL Parcial
16071/2011. REQUISA.  INCONFORMIDAD POR MAL TRATO A VISITANTES CUANDO SON REQUISADOS ANTES DE INGRESAR A CENTRO PENAL.  Los recurrentes interponen recurso de amparo y manifiestan que se encuentran inconformes con las requisadoras asignadas los sábados y los domingos para el Ámbito E. Esta Sala resolvió, que en el caso concreto, las aseveraciones de los recurrentes son tan generales y vagas que no permiten a esta Sala tener por demostrado lo alegado. Por otro lado, no es desproporcionado que la Administración Penitenciaria requiera un tiempo prudencial para reestablecer el orden y la seguridad en el Régimen de Máxima Seguridad luego de un motín, y que entretanto se realicen algunos ajustes de organización tales como mayor rigurosidad en las requisas, claro está, siempre y cuando tales ajustes no impliquen un irrespeto de los derechos fundamentales ni de los privados de libertad ni de quienes les visitan; aspectos por demás, que no fueron demostrados en este caso. No se omite recordar a los recurridos su deber de tomar todas las previsiones para que, pese a las disposiciones internas para resguardar el orden y la seguridad en el Régimen de Máxima Seguridad del CAI La Reforma, se respeten a cabalidad los derechos fundamentales de los privados de libertad y de quienes los visitan.  Se declara sin lugar el recurso.  SL
15570-11. HACINAMIENTO. CENTRO DE ATENCIÓN ESPECIAL ADULTO JOVEN EN LA REFORMA. En el presente caso, los recurrentes reclaman el hecho de que por medio de orden judicial se solicitó  el cierre técnico del Centro de Atención Especial Adulto Joven, ubicado en La Reforma, indicando que debía disponerse un lugar distinto al Centro Adulto Joven, que cumpliera con las condiciones mínimas de reclusión, donde también se respetaran la condición y los derechos de esta población de modo que se disminuyeran progresivamente la cantidad de personas que en ese momento habitaba el recinto penal.  No obstante lo anterior, se realizó el traslado de 10 jóvenes a dicho Centro provenientes del Centro de Formación Juvenil Zurquí, lo cual consideran que violenta los derechos fundamentales de los privados de libertad.  Las autoridades recurridas, informan bajo fe de juramento que han actuado para dar respuesta a situaciones críticas que se han presentado en el Centro Zurquí, pues dada la medida ordenada del Centro del Adulto Joven de la Reforma, el primero es el que sufre de hacinamiento y se presentan situaciones que pueden salirse de control, lo cual pretenden evitar con las medidas tomadas, ya que se estaban poniendo en riesgo la salud y la vida de otros privados de libertad.  Consta en autos que la decisión tomada en cuanto al traslado de los jóvenes al Centro de La Reforma, obedece a medidas extremas ante situaciones extremas, no obstante el aumento en 10 personas en la población penal de dicho centro no llega a ser crítico, pues aún así los programas para cada joven están siendo implementados con la atención que cada uno de ellos requiere.  Así las cosas, siguiendo la línea del hacinamiento penitenciario señalada en la sentencia, esta Sala no estima que se estén violentando los derechos fundamentales de los privados de libertad dado que las medidas adoptadas obedecen a criterios técnicos fundamentados y previamente analizados y estudiados y por ello procede a desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL
15287-11. AGRESIÓN.  PRIVADOS DE LIBERTAD ACUSAN QUE FUERON GOLPEADOS POR OFICIALES DE SEGURIDAD EN CENTRO PENAL. Los recurrentes manifiestan que en el ámbito D Pabellón A-2 del Centro de Atención Institucional accionado, se realizó una requisa en el dormitorio 1 de forma violenta y agresiva, donde destruyó las pertenencias de los privados de libertad, sin motivo alguno, y aplicó fuerza excesiva sobre varios reclusos, expresándoles, al mismo tiempo, ofensas. En este caso señala la Sala, que en el informe se narra con detalle el incidente y se identifica a los privados de libertad que participaron en el enfrentamiento, las acciones que ejecutaron, el tipo de arma que usaron y los policías penitenciarios que también resultaron con lesiones. Los privados de  libertad heridos fueron llevados de inmediato a recibir atención médica externa, en el Hospital de Alajuela, y se levantó acta de decomiso de las armas que emplearon. Así las cosas, los accionados no niegan haber golpeado a los recurridos, pero lo enmarcan en un incidente en el cual repelen una agresión y contienen una refriega por medio del uso de la fuerza. En el contexto de un centro penitenciario, este tipo de acciones puede ser necesario y aquí se contó con elementos de juicio suficientes para tener por demostrado que las lesiones infligidas a los actores no fueron en ejercicio abusivo de la fuerza que eventualmente deben emplear lícitamente las autoridades policiales penitenciarias. Se declara sin lugar el recurso. SL

15010-11. INTERNET.  DENEGADO ACCESO A INTERNET. PRIVADO DE LIBERTAD ESTUDIANTE UNIVERSITARIO.   El recurrente manifiesta, que desde el año 2009 se encuentra recluido en el centro penitenciario recurrido y, en esa condición es estudiante activo de la carrera de criminología de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), por lo que cuenta con una Beca Tipo B. Indica que para el III Cuatrimestre de este año 2011, matriculó las materias de Planeamiento Policial, Estadística 1 y Psicología Forense, las cuales se componen de una evaluación de exámenes, proyectos y tareas virtuales. Aclara que el programa de cada curso y las evaluaciones deben accederse por medio de Internet. Debido a lo expuesto, solicitó al Consejo Técnico del Centro de Atención Institucional de Cartago, que se le permitiera acceder a Internet con fines educativos; no obstante, se le indicó que no contaban con el servicio de Internet para los privados de libertad. Señala la Sala, que la ejecución y cumplimiento de la pena impuesta, así como la atención de los privados de libertad dentro del sistema penitenciario, son aspectos propios de discutirse –en principio- ante las propias autoridades de la Dirección General de Adaptación Social, a través de los mecanismos y ante las instancias previstas al efecto. Ahora bien, si el recurrente estima que se han violentado sus derechos puede acudir ante el Juzgado de Ejecución de la Pena competente, autoridad jurisdiccional responsable de velar por el cumplimiento del régimen penitenciario y el respeto de las finalidades constitucionales y legales de la pena. Se rechaza de plano el recurso. RP
SERVICIOS PUBLICOS
16591-11. TARIFAS. COMITÉS DE REGULACIÓN Y SUPERINTENDENCIAS DE ENERGÍA, AGUA Y TRANSPORTE. Acción de Inconstitucionalidad contra los acuerdos de Junta Directiva de la Aresep números 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010,  publicado en  el Diario Oficial La Gaceta Nº84 del 3 de mayo de 2010; 010-020-2010 de  la  sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 151 del 5  de  agosto  de  2010;  002-039-2010  de  la  sesión  extraordinaria  039-2010  del  4  de  octubre  de  2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de  la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2  D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1  L),  1 M)  1.N),  1.O),  1.U),  2  D)  del  Reglamento  Interno  de  Organización  y  Funciones  de  la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos. Las normas se impugnan en cuanto se crea el Comité de Regulación y las Superintendencias de Agua, Energía y Transporte. Lo anterior, por cuanto la Ley No. 8660 del 8 de agosto de 2008 que reformó el artículo 37 de la Ley No. 7593 dispone que la autoridad reguladora tiene 30 días naturales después de la audiencia para resolver toda solicitud de fijación o cambio ordinario de tarifas. Pasado ese término le corresponde al Regulador General de la Autoridad Reguladora tomar la decisión correspondiente. Posteriormente, ya que por ley no se definió exactamente a cuál órgano le correspondería tal función (excepto por la creación de la SUTEL), por reforma al Reglamento (aprobado en sesión 21 del 19 de marzo del 2009) se crearon otras Superintendencias de Aguas, Energía y Transporte, a las cuales se les dio esa potestad de fijación tarifaria y sancionatoria a que se refieren los artículos 38 y 41 de la Ley de ARESEP. Sin embargo, mediante acuerdo de Junta Directiva de la ARESEP 003-15-2010, modificado por el acuerdo 026-019-2010 de la sesión 019-2010, se creó un Comité de Regulación "a partir de del 8 de mayo  de 2010 hasta la primera sesión que lleve a cabo la nueva Junta Directiva", a la cual se le asignaron estas potestades. En el acuerdo 010-020-2010 de la sesión 020-2010, dado que a esa fecha no se habían logrado implementar las Superintendencias de Agua, Energía y Transportes se extendió la vigencia del Comité de Regulación hasta el 8 de octubre de 2010, fecha límite establecida en el Transitorio Único del Reglamento para que el Regulador cumpliera con la indicada implementación. Por acuerdo de mayoría de la Junta Directiva 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010 se prorrogó la vigencia de este Comité de Regulación, lo cual volvió a ocurrir en el artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011, prorrogando su función hasta el 30 de setiembre de 2011. Indica que por vía de reglamento se crearon potestades de imperio que sólo están reservadas a la ley, como es la fijación tarifaria y la potestad sancionatoria. Se declara parcialmente con lugar la acción, bajo los siguientes términos: a) Se anulan por inconstitucionales los puntos d de los incisos 2) de los artículos 34, 36, y 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios de legalidad, reserva de ley y jerarquía normativa; b) Por conexidad se anula la frase a la Superintendencia que corresponde al servicio público involucrado para su decisión final, del artículo 56 inciso 2) punto a del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF); c) Se anula la frase y revocatoria, contenida en los puntos h,  inciso 1) del artículo 34, j del inciso 1) del artículo 36,  y o del inciso 1 del artículo 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios antes citados, toda vez que dicha competencia es de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; d)  El punto w del inciso 1) del artículo 38 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que en aquellos casos en que se gestione relaciones con organismos internacionales reguladores, la función corresponderá al Regulador General y no a la SUTRANSPORTE; e) La función asignada al Comité de Regulación en el punto b del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que el Comité no ejerce funciones de órgano decisor a efectos de emitir resolución final, pues ello es competencia del Regulador General conforme lo dispuesto por el artículo 40 del Reglamento a la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; f) La función asignada al Comité de Regulación en el punto c del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que no puede dictar resolución final en los procedimientos establecidos por los artículos 38 y 41 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por ser ello competencia del Regulador General o la Junta Directiva de la ARESEP, según sea el caso. En lo demás se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos a partir de la anulación de la normativa impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta resolución a la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad en todos sus extremos. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y rechaza la acción por el fondo, respecto a los puntos a y b. En lo demás coincide con la mayoría. Notifíquese. CL Parcial
16016-11. ELECTRICIDAD. NEGATIVA A INSTALAR SERVICIO ELÉCTRICO A COMUNIDAD DE VALLE LA ESTRELLA, LIMÓN. El recurrente manifiesta que en 1995 el Instituto de Desarrollo Agrario compró una finca en Valle La Estrella, Limón. Indica que desde el momento de la adquisición de dicho inmueble, se instaló un grupo de agricultores, en la Comunidad Júpiter, los cuales debido a la falta de acción del IDA, gestionaron ante el Instituto Costarricense de Electricidad el servicio eléctrico, sin que a la fecha de presentación de este recurso, se les haya resuelto la situación. Acota que hace aproximadamente 22 días, un empleado del Instituto Costarricense de Electricidad visitó a los agricultores y les indicó que aún faltan dos abonados para cumplir con el mínimo establecido para tales efectos. No obstante, el recurrente aclara que los petentes en su mayoría son padres de familia que tienen niños en la escuela y en el colegio, los cuales se ven afectados por la carencia del servicio.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y Jefe de la Agencia de Servicios Eléctricos de Limón, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, que adopten y ejecuten las medidas necesarias a fin de que en el plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia se le proporcione el servicio de electrificación a la Comunidad Júpiter, ubicada en el distrito Valle La Estrella, Limón, de lo que deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional.  Se declara sin lugar el recurso en cuanto al Instituto de Desarrollo Agrario. CL Parcial
16061-11. SUSPENSIÓN. SERVICIOS DE AGUA Y LUZ POR UN PARTICULAR. La recurrente manifiesta que es vecina de Curridabat, en donde es inquilina de una casa de habitación. Alega que el 20 de octubre de 2011, se le suspendieron los servicios de agua y luz, por lo que no puede llevar a cabo sus actividades diarias, ni sus hijos tampoco. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la dueña del inmueble, a quien se le ordena que en forma inmediata, proceda a conectar el servicio de electricidad a la casa de habitación que ocupa la recurrente. Respecto a la Compañía General de Fuerza y Luz S.A. y al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se declara sin lugar el recurso.  CL
16039-11. SUSPENSIÓN. ARRENDANTE SUSPENDE SERVICIO DE AGUA A INQUILINA.  El recurrente manifiesta que realizó un contrato de arrendamiento verbal con la propietaria de la casa de habitación donde actualmente vive. Señala que a la semana de haber celebrado el contrato, la arrendadora suspendió, sin previa comunicación, el servicio de agua potable; desde ese día pasan dificultades  serias respecto a la salud e higiene de su familia.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la demandada que, dentro de las veinticuatro horas posteriores a la notificación de esta sentencia, conecte el servicio de agua potable en la vivienda de su propiedad que alquila al amparado. CL
16063-11. ELECTRICIDAD. NEGATIVA A BRINDAR SERVICIO ELÉCTRICO A OCUPANTES DE PRECARIO.   El recurrente alega que el Concejo de Pococí acordó que no se les diera electricidad a ciertos vecinos que se encuentran en posesión precaria de la tierra, lo que se contrapone al criterio del Instituto Costarricense de  Electricidad, que ha dicho que una vez que se desarrolle el proyecto, se va a abastecer de electricidad a cada familia que habita en el sector; diferencia de criterio que lo perjudica por cuanto no se le ha permitido acceder al servicio de electricidad. Esta Sala resolvió, que con base en el informe de la autoridad accionada, se determina que existe una imposibilidad en proporcionar el servicio que demanda el recurrente, que no es imputable, bajo ningún contexto a las autoridades recurridas. Lo anterior se estima así por cuanto el Instituto Costarricense de Electricidad fue autorizado por la Municipalidad de Pococí para la instalación de anclas en la propiedad municipal 61187-000, con la finalidad de que se le brinde el servicio eléctrico a los habitantes de la comunidad de Aguas Mansas pero, no a las personas que, según se indica, viven ilegalmente en esa finca, como el caso del recurrente. Aparte de que se informa, que la ocupación que detenta el amparado y otras personas en la citada propiedad, está siendo dirimida en sede administrativa, contenciosa y penal, pues se les pretende desalojar. Ello hace que realmente no exista aquí ningún derecho constitucional lesionado, pues la falta de instalación no obedece a una actuación arbitraria de la institución. Además, el recurrente se encuentra en una ocupación que se acusa de irregular por parte de las autoridades municipales, situación que no le compete conocer a esta Sala, por ser propia de las autoridades jurisdiccionales ordinarias. Se declara sin lugar el recurso.  SL
15798-11. AGUA POTABLE.  GESTIÓN DE POBLADORES DE LOS CHILES PARA QUE SE LES BRINDE EL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Los recurrentes aseguraron que, en reiteradas oportunidades, han solicitado al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se establezca el servicio de suministro de agua potable a la comunidad de El Achiotal de Los Chiles. Aseguraron que, para el 14 de octubre de 2011, fecha de interposición del recurso de amparo, no se les había siquiera respondido los oficios.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: a) se tomen las medidas alternativas, provisionales y de emergencia pertinentes, con el fin de garantizar el acceso de la comunidad de El Achotal, de Los Chiles de San Carlos, al agua potable, en tanto se solventan los problemas que impiden la ejecución de los proyectos elaborados por la entidad y; b) se comunique a los vecinos de El Achotal, las razones por las cuales, momentáneamente resulta imposible ejecutar los proyectos para solucionar en definitiva el problema de suministro de agua potable que vive la comunidad. CL
15828/2011. AGUA POTABLE. NEGATIVA A CONECTAR FUENTE PÚBLICA MÁS CERCA DE VIVIENDA. La recurrente demandó la tutela de su derecho a la salud y a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues, en su criterio, la fuente pública que se le instaló por la suspensión del servicio de suministró de agua potable en la vivienda que alquila, se ubicó a una distancia excesiva. Aunado a lo anterior, en el hidrómetro se produjo una fuga que se rebalsó hacia su cuarto e impedía el libre tránsito por la vía pública, con el agravante que se le exigen algunos requisitos de imposible cumplimiento para obtener un nuevo servicio. En este caso consta que el servicio público reclamado se suspendió por falta de pago; sin embargo, se le suministra el recurso hídrico a través de una fuente pública de fácil acceso, la que se ubica según el recurrido, aproximadamente, a 100 metros de la vivienda que ocupa. Asimismo, la discrepancia que tenga la recurrente respecto de los requisitos exigidos para un nuevo servicio de agua potable, es una discusión de legalidad ordinaria y no de constitucionalidad. Se declara sin lugar el recurso.  SL

15090-11.  AGUA POTABLE.  NEGATIVA DE ASADA A BRINDAR SERVICIO DE AGUA.   El recurrente alega que la ASADA accionada se niega a suministrarles el servicio de agua potable, bajo el argumento de que el inmueble adquirido presenta problemas con el traspaso, a pesar de que lo necesitan por el problema de salud de su padre. También señala que tiene problemas con la instalación del fluido eléctrico, ya que comparten corriente con una vecina, lo que no es recomendable. Señala la Sala que no es posible obligar ni al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados ni mucho menos a una Asociación Administradora de Acueducto Rural, a eludir los presupuestos establecidos en el Reglamento de Prestación de Servicios al Cliente de Acueductos y Alcantarillados vigente ni en la Ley General de Agua Potable, en el tanto el interesado, por su parte, no reúna las condiciones y requisitos ahí exigidos, puesto que, si bien es cierto el servicio de agua potable debe estar al alcance de toda persona, también es cierto que los requisitos legales y reglamentarios que debe reunir el posible usuario, deben ser satisfechos de acuerdo con la normativa.- En cuanto al servicio eléctrico, se ha informado por parte del Gerente de la Cooperativa de Electrificación Rural Los Santos R.L., que tanto el recurrente como su padre, no son abonados, pues en los registros no existe ningún servicio a su nombre, ni tampoco gestión o solicitud alguna de servicio. Bajo ese contexto, es evidente que no se ha dado ninguna denegatoria, sino que más bien, han sido los interesados quienes no han gestionado la prestación de tal servicio. Se declara sin lugar el recurso. SL
















